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CONSIDERACIONES AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO EN RELACION A LOS ARTICULOS 64 Y 65 DEL CAPITULO IX DE LOS INCIDENTES.

En principio se advierte que podría presentarse la problemática de adoptar criterios diversos por parte de los juzgadores al interpretar lo relativo a lo dispuesto al final del artículo 64 del proyecto de Ley, consistente en: “El órgano jurisdiccional determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un especial pronunciamiento o si se reserva para resolverlo en la sentencia”.

En virtud, de que al presentarse un incidente de la misma naturaleza ante los diversos órganos jurisdiccionales sería o puede ser tramitado de diversas maneras de acuerdo a las hipótesis establecidas en el citado artículo o precepto legal.

Pues un juez puede resolver de plano el incidente ante él propuesto; en cambio, otro determinar que amerita un especial pronunciamiento, y algún juzgador reservar su resolución hasta el momento de resolver el juicio de amparo.

Otro de los posibles problemas que pudiera ocasionar la aplicación del artículo 64 del proyecto de Ley de Amparo, es la presentación de incidentes en forma excesiva, que entorpecería la tramitación de los juicios de amparo, al establecer la Ley que además de aquellas cuestiones que deban ser resueltas y que expresamente se encuentran contemplados dentro del proyecto, lo serán aquellas “. . . que por su propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento”. Sin embargo, una de las posibles ventajas para resolver este problema sea precisamente que el propio artículo disponga que los incidentes puedan ser resueltos de plano, de especial pronunciamiento, o bien, reservar su resolución hasta el momento de dictar la sentencia que resuelva el juicio de amparo en lo principal. Empero, hay otro problema en la redacción de este artículo, al establecer tres hipótesis diferentes para resolver los incidentes, relacionado con la tramitación de los mismos, si decide un juzgador resolver de plano el incidente presentado por una de las partes, tiene que seguir el procedimiento dispuesto en el artículo 65 del proyecto de Ley de Amparo, o en el acuerdo donde se dé cuenta del incidente propuesto, dictar la sentencia que resuelva la cuestión planteada incidentalmente, o bien, resolver de plano significaría desechar el incidente de plano por improcedente; asimismo, si el juez determina reservar la resolución del incidente en la sentencia, tendría que darle el trámite previsto en el artículo 65 del proyecto de Ley de Amparo, recibir pruebas y alegatos, y en la audiencia para tal efecto acordar reservar su resolución conjuntamente cuando se dicte la sentencia que resuelva el juicio de amparo, o sin audiencia dictar un acuerdo en tal sentido; o tal vez, lo dispuesto en la última parte del artículo 65 del proyecto de Ley de Amparo, resuelva el anterior problema al establecer que “. . . en su caso, se dictará la resolución correspondiente”. No obstante lo anterior, no es claro el proyecto de Ley de Amparo en este sentido, al no precisar cuando puede ser resuelto un incidente de plano y cuando reservar para resolver en forma simultanea con la sentencia de fondo.

Otro de los problemas en cuanto al trámite de los incidentes es en el ofrecimiento de pruebas, sobre todo de la pericial, en virtud de que tal probanza se lleva necesariamente más del tiempo que señala el artículo 65 del citado proyecto de Ley de Amparo, una precisión en cuanto a los supuestos para ofrecer la prueba pericial y el tiempo para su desahogo, pudiera evitar que los incidentes con este tipo de probanzas se lleven un tiempo considerable para su resolución.

ATENTAMENTE.

ALEJANDRO DZIB SOTELO

JUEZ QUINTO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

Comentarios en relación al capítulo III del Título Primero del Proyecto de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos.
Con motivo del Congreso Nacional de Juristas para analizar la propuesta de una Nueva Ley de Amparo, que se llevará a cabo en la ciudad de Mérida, Yucatán, los días seis, siete y ocho del mes de noviembre del año en curso, nos permitimos hacer las siguientes REFLEXIONES:

De la lectura de la parte relativa a la introducción del citado proyecto, se advierte que en el punto VI se establece lo siguiente: 

“VI. Tema de trascendencia es el relativo a los plazos de promoción del juicio de amparo, en tanto se modifican por completo los supuestos de la ley en vigor. Antes de explicar la racionalidad de cada uno de ellos, conviene señalar que en términos generales se busca ampliarlos, lo cual resulta paradójico con la encomienda dada a esta Comisión y con el sentir general de que es necesario lograr la más pronta tramitación y resolución de los juicios. La ampliación obedece, sin embargo, a razones mucho más complejas e instrumentales que la rápida tramitación por virtud de la disminución de los plazos. Una bien entendida impartición de justicia exige de una amplia colaboración entre el juzgador y las partes, debido a que son éstas las que, inicialmente, les presentan los argumentos y fijan los hechos y puntos de derecho sobre los que aquél habrá de resolver. Desde el momento en que se amplían los plazos de presentación de las demandas, se hace factible que las partes preparen con mayor cuidado sus instancias y con ella pueda lograrse una elevación en la calidad de los litigios. Igualmente, la ampliación de los plazos permite un mejor acceso a la justicia en tanto facilita el planteamiento de las defensas de las partes.

En cuanto a los plazos en lo particular, la regla general consistió en aumentarlo de quince a treinta días y se establecieron como excepciones las siguientes: de cuarenta y cinco días tratándose del amparo contra normas generales autoaplicativas; de noventa cuando se trate de sentencias condenatorias en un proceso penal o de actos de privación de los derechos agrarios, y en cualquier tiempo, cuando se trate de actos que importen peligro de privación a la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, deportación, destierro, cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 constitucional y la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales.

Además de la mera ampliación de los plazos -ya antes comentada-, la innovación más relevante tiene que ver con las sentencias condenatorias en materia penal. La razón de su previsión es, ante todo, por el hecho de que en el país han cambiado las circunstancias que hacían necesaria su falta de fijación, sobre todo en lo que hace a la dificultad de obtener defensor o contar con las defensas adecuadas en el juicio de amparo. En adelante, se contará con un plazo de noventa días hábiles para la promoción de amparo, mismo que se estima más que suficiente para permitir una debida defensa pero, también, para lograr una adecuada definición sobre la situación de las partes sometidas a un proceso penal.”
El artículo 16 del mencionado Proyecto de la Ley de Amparo, está redactado en los términos siguientes:

“Art. 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I.  Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días;

II.  Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de noventa días;

III.  Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días; y

IV.  Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de a vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacinales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.”

De lo anterior se desprende que el motivo fundamental, para en algunos casos ampliar los plazos de presentación de las demandas, es con la finalidad de hacer factible que las partes preparen con mayor cuidado sus instancias y con ello pueda lograrse una elevación en la calidad de los litigios. Que la ampliación de los plazos permite un mejor acceso a la justicia en tanto facilita el planteamiento de la defensa de las partes.

Pues bien, a consideración de los que suscriben el presente escrito, la redacción que se propone del precepto legal antes copiado, debe reconsiderarse en atención a las siguientes argumentaciones:

El párrafo segundo del artículo 17 del Pacto Federal, establece:

“Art. 17.- … 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.”

…”
Del dispositivo constitucional referido  se desprende que uno de los principios que se tutelan en el mismo es el de celeridad en la impartición de justicia, es decir, que quien acuda ante los órganos jurisdiccionales a que se le administre justicia, se le proporcione ésta en forma pronta.

Luego entonces, es evidente que al ampliarse el plazo de quince a treinta días para presentar la demanda de amparo, que se propone en el proyecto de la Ley de Amparo, se infringe dicha norma constitucional, en cuanto al principio de celeridad en dicha impartición, el cual constituye uno de los principios fundamentales que consagra la vigente Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, tal como lo ha determinado la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversas ejecutorias, y a manera de ejemplo se menciona la tesis número P./J.12/95, aprobada por el Tribunal Pleno, al resolver la contradicción de tesis 27/93, y que aparece visible en la página 9, del Semanario Judicial de la Federación, Tribunal Pleno, Novena Época, Tomo II, Agosto de 1995, que dice:

“PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. LA FALTA DE EXHIBICION DE LAS COPIAS DEL INTERROGATORIO AL MOMENTO DE ANUNCIARLA NO DA LUGAR A SU DESECHAMIENTO SINO A QUE SE REQUIERA AL ANUNCIANTE. El artículo 151 de la Ley de Amparo establece que la prueba testimonial deberá ser anunciada cinco días antes de la fecha señalada para la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia, para cada una de las partes, de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos a fin de que estén en posibilidad de formular por escrito o verbalmente repreguntas al verificarse la audiencia. Este dispositivo legal está inspirado en el principio de igualdad procesal de las partes, el cual implica que éstas deben tener en el proceso un mismo trato, es decir, que se les debe dar las mismas oportunidades para hacer valer sus derechos y ejercitar sus defensas. Por tanto, mientras esa igualdad procesal de las partes se conserva, no es válido que se deseche una prueba testimonial anunciada en tiempo, sólo por no haberse cumplido el requisito formal de exhibir la parte o la totalidad de las copias del interrogatorio al momento de anunciarse, sino que debe requerirse al anunciante para que las exhiba, ya que en estos casos existe la posibilidad de que las partes del litigio constitucional puedan conocer el interrogatorio para los testigos y preparar sus repreguntas sin afectar la celeridad del proceso. Por tanto, sólo se le deberá desechar o tener por no anunciada la prueba, cuando no exhiba las copias respectivas en el término perentorio que para tal efecto se le otorgue.”

Ahora bien, debe considerarse también que el término de treinta días a que alude el proyecto de Nueva Ley de Amparo, resulta excesivamente dilatado, en relación con los plazos que se le otorgan al quejoso en los juicios naturales para combatir las determinaciones que considera contrarias a derecho.

Como ejemplo de lo anterior, el Código Federal de Procedimientos Civiles en los artículos 227, 241, 243 y 244, establece que el recurso de revocación se interpondrá en el acto de la notificación, o a mas tardar, dentro del día siguiente de haber quedado notificado el recurrente; en cuanto al recurso de apelación debe interponerse ante el Tribunal que haya pronunciado la resolución, en el acto de la notificación o, a mas tardar, dentro de los cinco días siguientes de que cause estado, si se trata de sentencia, o de tres, si fuere auto; admitida la apelación, se emplazará al apelante, para que, dentro de los tres días siguientes de estar notificado, ocurra al tribunal de apelación a continuar el recurso, ampliándose el término que se le señale, en su caso, por razón de la distancia; y, en el escrito en que el apelante se presente a continuar el recurso, expresará los agravios que le cause la resolución apelada, y los conceptos por los que, a su juicio, se hayan cometido.

Así las cosas, teniendo en consideración que en la gran mayoría de los juicios de amparo, los actos reclamados consisten en resoluciones respecto de las cuales ya se agotó el principio de definitividad que rige en el juicio de garantías, tanto en la Ley de Amparo vigente (artículo 73, fracción XIII) como en el Proyecto de Ley de Amparo (numeral 59 fracción XIV), juicios en los cuales los términos para expresar los agravios que le causa al recurrente la resolución impugnada, y los plazos legales que pesan sobre las responsables para dictar las sentencias con las que se pone fin a los recursos, resultan ser muy cortos, debe convenirse que esto último es congruente con el principio de celeridad que debe imprimirse a la actividad procesal. Además, se debe considerar que en las materias en donde el juicio de garantías es de estricto derecho, los agravios o motivos de inconformidad que no hubiere hecho valer el quejoso ante la autoridad responsable, no le es permitido formularlos en el juicio de amparo, sino que los conceptos de violación que haga valer, deben dirigirse a combatir los argumentos en que se dio respuesta a tales agravios, luego, la circunstancia de que disponga del doble del plazo que actualmente se le concede para que formule su demanda de garantías, prepare con mayor cuidado sus instancias y pretendidamente se logre una elevación en la calidad de los litigios, resulta cuestionable, habida cuenta que esta sola circunstancia no garantiza que se alcancen estos fines, pues de cualquier modo, el impetrante de garantías deberá ceñirse a combatir lo resuelto por la autoridad, al ocuparse del estudio de sus agravios y un mayor plazo no puede ser una condición que genere automáticamente un mayor cuidado en la formulación de dicha demanda constitucional, por el contrario, es posible que se produzca el efecto no deseado de que, precisamente por contar con más tiempo para la elaboración y presentación de la demanda de garantías, genere una desatención en la formulación de la misma. Por otra parte, la misma norma establece un límite para la presentación de las demandas de garantías cuando se trate de sentencias condenatorias en un proceso penal o de actos de privación de los derechos agrarios, reduciéndola a noventa días, lo que resulta contrario a los principios jurídicos, de carácter social que deben prevalecer en las materias penal y agraria.

Igualmente, cabe señalar que la circunstancia de que se amplíen los plazos de presentación de las demandas, bajo el noble anhelo de que las partes preparen con mayor cuidado sus instancias y de que, con ello pretendidamente se logre un mejor acceso a la justicia, en tanto facilita el planteamiento de las defensas de las partes, no sólo puede generar incertidumbre judicial en las resoluciones que pronuncien las autoridades responsables, dado que tendrían que esperar los treinta días a que alude el artículo 16 del proyecto de la  Nueva Ley de Amparo, que por contarse únicamente los hábiles, se alargaría a mas de un mes a partir de que se les notifique el acto reclamado, por descontarse los días inhábiles, sino sobre todo, provocaría un retraso injustificado en las declaraciones de firmeza de los actos procesales que generarían una demora en la impartición de justicia, y esto último repercutiría no sólo en la espera que tendrían que hacer las autoridades responsables respecto de los actos que se les reclamen, sino, porque en la marcha expedita de los asuntos que son confiados a la justicia federal.

Por último, la reforma respecto de la ampliación de los plazos que se analizan, no es congruente con el principio de justicia pronta y expedita que se establece en la Constitución Política del País, particularmente con las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro, que modificaron diversos articulados de los Códigos Penal Federal y Federal de Procedimientos Penales, y en este último cuerpo de leyes en su artículo 152, en el que se estableció una tramitación sumaria de las causas penales, de acuerdo a las hipótesis y requisitos a que alude dicho numeral, estableciéndose por ejemplo en el inciso a), la intención de procurar cerrar la instrucción dentro de quince días y una vez declarada cerrada citar a una audiencia en la que de manera oral se presentan las conclusiones, para enseguida dictar sentencia. En el inciso b), cuando la pena excede de dos años de prisión, sea o no alternativa, al dictar el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, el Juez de oficio resuelve la apertura del procedimientos sumario en el cual se procurará cerrar la instrucción dentro del plazo de treinta días, siempre y cuando se ubique en las hipótesis que enumera el propio inciso, debiéndose destacar en estos dos ejemplos la celeridad que prevalece para resolver mediante sentencia los procesos tramitados en esta forma sumaria, lo que contrasta con la excesiva ampliación que del proyecto de Ley de Amparo pretende otorgar a los quejosos para impetrar la protección constitucional y no puede perderse de vista el profundo sentido de justicia que se desprende de las palabras pronunciadas por el Siervo de la Nación el siete de marzo de mil ochocientos quince, en la fundación del Primer Tribunal Supremo de Justicia de la Nación, en Ario de Rosales, Michoacán, de que todo el que se queje con justicia, tenga un Tribunal que lo escuche, lo ampare y lo defienda contra el arbitrario; finalidades que no se pueden conseguir cuando la justicia es diferida de manera injustificada.

Luego entonces, se considera que el término de quince días a que se refiere el vigente artículo 21 de la Ley de Amparo, protege el principio de celeridad y es mas que suficiente para lograr la calidad en los litigios y acceso a la justicia pronta y expedita de que habla la Constitución.

JOSE MARTINEZ GUZMAN

JUEZ OCTAVO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL 

EN EL DISTRITO FEDERAL.

TITULO SEGUNDO.

PROCEDIMIENTOS DE AMPARO.

CAPITULO PRIMERO.

EL AMPARO INDIRECTO.

SECCION PRIMERA.

PROCEDENCIA Y DEMANDA.

ARTÍCULO MATERIA DE LA PONENCIA:

106, FRACCION III INCISO B) Y FRACCION V,  PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

El contenido de las normas jurídicas mencionadas que se propone en el proyecto  es del tenor siguiente:

“Artículo 106. El amparo indirecto procede: (...) III. Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un procedimiento administrativo seguido en formna de juicio, en cuyo caso procederá: (...) b) Contra actos en el procedimiento que sean de imposibole reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes; (...) V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes.(...).”
El objeto de la presente ponencia consiste en proponer que se modifique el texto de las normas jurídicas citadas, con la finalidad de que se suprima de las fracciones mencionadas el concepto de “violaciones procesales relevantes”, como supuesto normativo para dar la procedencia del amparo indirecto contra actos en juicio o en procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, habida cuenta que se estima, salvo mejor opinión, que se opone al sistema del juicio de amparo, en razón de lo siguiente:

Como es del conocimiento de los participantes en el presente Congreso, en relación con el concepto de actos en el juicio cuya ejecución es  de imposible reparación, que se contiene en la fracción IV del artículo 114 de la Ley de Amparo, se han emitido diversos criterios jurisprudenciales, entre los cuales se destacan, a saber:

EJECUCION IRREPARABLE, ACTOS DE (INTERPRETACION DEL ARTICULO 107, FRACCION III, INCISO B, CONSTITUCIONAL).  En la legislación constitucional y secundaria que rige actualmente la procedencia del juicio de amparo contra actos de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, la correcta interpretación del artículo 107, fracción III, inciso b), de la Carta Magna, conduce a determinar que los actos procesales tienen una ejecución de imposible reparación, si sus consecuencias son susceptibles de afectar inmediatamente alguno de los llamados derechos fundamentales del hombre o del gobernado, que tutela la Constitución por medio de las garantías individuales, como la vida, la integridad personal, la libertad en sus diversas manifestaciones, la propiedad, etc., porque esta afectación o sus efectos, no se destruyen fácticamente con el solo hecho de que quien la sufre obtenga una sentencia definitiva favorable a sus pretensiones en el juicio. Los actos de ejecución reparable no tocan por sí tales valores, sino que producen la posibilidad de que ello pueda ocurrir al resolverse la controversia, en la medida en que influyan para que el fallo sea adverso a los intereses del agraviado. El prototipo de los primeros está en la infracción de los derechos sustantivos, en razón de que éstos constituyen especies de los que la Ley Fundamental preserva al gobernado como géneros. El supuesto de los segundos, se actualiza esencialmente respecto de los denominados derechos adjetivos o procesales, que sólo producen efectos de carácter formal o intraprocesal, e inciden en las posiciones que van tomando las partes dentro del procedimiento, con vista a obtener un fallo favorable, por lo que, cuando se logra este objetivo primordial, tales efectos o consecuencias se extinguen en la realidad de los hechos, sin haber originado afectación alguna a los derechos fundamentales del gobernado y sin dejar ninguna huella en su esfera jurídica. El diverso concepto de irreparabilidad que se ha llegado a sostener, que se hace consistir en la imposibilidad jurídica de que la violación procesal de que se trate pueda ser analizada nuevamente al dictar la sentencia definitiva, no se considera admisible, dado que contraría la sistemática legal del juicio de garantías, en cuanto que si se sigue al pie de la letra ese concepto, se llegaría a sostener que todos los actos de procedimiento son reclamables en el amparo indirecto, ya que los principios procesales de preclusión y firmeza de las resoluciones judiciales impiden que las actuaciones que causen estado pueden revisarse nuevamente en una actuación posterior, y esta apertura a la procedencia general del amparo indirecto judicial, pugna con el sistema constitucional que tiende a delimitarlo para determinados momentos solamente; además de que la aceptación del criterio indicado, traería también como consecuencia que hasta las violaciones procesales que únicamente deben impugnarse en el amparo directo fueran reclamables en el indirecto a elección del agraviado, aunque no fueran susceptibles de afectar inmediatamente las garantías individuales, lo que evidentemente no es acorde con la sistemática del juicio constitucional; y por último, desviaría la tutela del amparo hacia elementos diferentes de los que constituyen su cometido, contrariando sus fines y su naturaleza, al ensanchar indebidamente su extensión. A guisa de ejemplos de los actos procesales que tienen una ejecución de imposible reparación, vale la pena citar el embargo, la imposición de multas, el decreto de alimentos provisionales o definitivos, el arresto, el auto que ordenará la intercepción de la correspondencia de una de las partes en las oficinas de correos, el que conminará a una parte para que forzosamente desempeñe un trabajo, el arraigo, etc., pues en los primeros tres casos se pueden afectar las propiedades y posesiones, en el cuarto la libertad personal, en el quinto el derecho a la inviolabilidad de la correspondencia, en el sexto la libertad de trabajo, y en el séptimo la de tránsito; y ninguna de estas afectaciones se podrá reparar en una actuación posterior en el juicio, ya que, verbigracia, en el caso del embargo, el derecho al goce, uso y disfrute de los bienes secuestrados, de que se priva por el tiempo que se prolongue la medida, no se restituye mediante el dictado de una sentencia definitiva favorable, aunque se cancele el secuestro y se devuelvan los bienes; el goce y disponibilidad del numerario pagado por concepto de multa no se puede restituir en el procedimiento; la libertad personal tampoco; la correspondencia interceptada ya no podrá volver a su secreto, etc., y en todos estos supuestos, la posible violación de garantías individuales subsistiría irremediablemente en unos, y en otros se haría cesar hacia el futuro únicamente hasta que se emitiera la sentencia definitiva. (Octava Epoca. Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: I, Segunda Parte-2, Enero a Junio de 1988.Tesis: I. 4o. C. J/2. Página:   827)

EJECUCION IRREPARABLE, ACTOS DE (INTERPRETACION DEL ARTICULO 114, FRACCION IV, DE LA LEY DE AMPARO).  Anteriormente al quince de enero de mil novecientos ochenta y ocho, en que entraron en vigor las últimas reformas al artículo 107 constitucional y a la Ley de Amparo, por actos de imposible reparación para determinar la procedencia del juicio de amparo judicial indirecto, se debía considerar aquéllos que tuvieran una ejecución de carácter material sobre las personas en sus derechos personales, reales o del estado civil, cuyos efectos ya no se pudieran reparar en el curso del juicio de que dimanan tales actos procesales, aunque se obtuviera una sentencia definitiva favorable, entre los que podríamos citar, el embargo trabado en bienes del quejoso, la imposición de multas, el decreto de alimentos provisionales o definitivos, así como aquellos que tuvieran por efecto impedir el dictado de la sentencia definitiva que decida las pretensiones de las partes en última instancia, como sería el desechamiento de la demanda, la declaración de caducidad de la instancia, el acuerdo que tiene por desistido al actor de la acción o la instancia, el que declara desierto el recurso de apelación contra la sentencia que decidió el negocio en primera instancia, etcétera, esto, en razón de los daños o perjuicios que pueden resentir los particulares con esa clase de actos, ya que no se les puede resarcir en ninguna actuación posterior dentro del juicio de que se trata, pues la privación de derechos a usar los bienes embargados, que prevalece durante el tiempo que dura el secuestro, ya no se puede reparar posteriormente; el menoscabo sufrido y los perjuicios resentidos al hacerse efectiva la multa tampoco son restituibles en el procedimiento, y los alimentos pagados tienen las mismas consecuencias; los efectos de la caducidad de la instancia, del acuerdo que tiene por desistido al actor, del que declara desierto el recurso aludido, llevan a la imposibilidad jurídica de que pueda dictarse sentencia definitiva en el juicio, con lo que impiden que las violaciones cometidas en tales procedimientos, sean reparadas material o jurídicamente con una sentencia favorable al afectado con las violaciones procesales. En el sistema constitucional y legal vigente subsiste dicha situación, excepto respecto de los actos procesales que ponen fin al juicio, que son actos reclamables en el juicio de amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito. (Octava Epoca. Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: I, Segunda Parte-2, Enero a Junio de 1988. Tesis: I. 4o. C. J/1. Página:   829)

EJECUCION DE IMPOSIBLE REPARACION. ALCANCES DEL ARTICULO 107, FRACCION III, INCISO B), CONSTITUCIONAL.  De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos procede el amparo indirecto "Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación...". El alcance de tal disposición, obliga a precisar que los actos procesales tienen una ejecución de imposible reparación, si sus consecuencias son susceptibles de afectar directamente alguno de los llamados derechos fundamentales del hombre o del gobernado que tutela la Constitución por medio de las garantías individuales, porque la afectación o sus efectos no se destruyen con el sólo hecho de que quien la sufre obtenga una sentencia definitiva favorable a sus pretensiones en el juicio. Por el contrario no existe ejecución irreparable si las consecuencias de la posible violación se extinguen en la realidad, sin haber originado afectación alguna a los derechos fundamentales del gobernado y sin dejar huella en su esfera jurídica, porque tal violación es susceptible de ser reparada en amparo directo. (Octava Epoca. Instancia: Tercera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: IV, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1989. Tesis: 3a./J. 43 29/89. Página: 291)

EJECUCION IRREPARABLE. SE PRESENTA, PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS DENTRO DEL JUICIO, CUANDO ESTOS AFECTAN DE MODO DIRECTO E INMEDIATO DERECHOS SUSTANTIVOS.  El artículo 114 de la Ley de Amparo, en su fracción IV previene que procede el amparo ante el juez de Distrito contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación, debiéndose entender que producen "ejecución irreparable" los actos dentro del juicio, sólo cuando afectan de modo directo e inmediato derechos sustantivos consagrados en la Constitución, y nunca en los casos en que sólo afectan derechos adjetivos o procesales, criterio que debe aplicarse siempre que se estudie la procedencia del amparo indirecto, respecto de cualquier acto dentro del juicio. (Octava Epoca. Instancia: Pleno. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 56, Agosto de 1992. Tesis: P./J. 24/92. Página: 11)

Es importante destacar que el alcance del concepto de acto de ejecución de imposible reparación se sustenta en una interpretación histórica, legislativa y doctrinaria que es congruente con el sistema que priva actualmente el juicio de garantías, consistente en que no todos los actos de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo son impugnables a través del juicio de amparo, sino que la procedencia de éste queda limitado sólo para los casos en que se trate de: a) la resolución definitiva irrecurrible o los actos de procedimiento cuya posibles violaciones afecten las defensas del quejoso y transciendan al resultado del fallo; b) actos fuera  de juicio o después de concluido: c) actos que afecten a personas extrañas al juicio; y d)actos en juicio que tengan una ejecución de imposible reparación.

Respecto de los actos en juicio que sí son impugnables en el amparo, no todos pueden reclamarse en forma autónoma y destacada en juicios separados, sino que la regla general consiste en que la impugnación se haga en el juicio de amparo que se promueva directamente contra la resolución irrecurrible que pone fin al juicio y la excepción se constituye con los actos de ejecución de imposible reparación, que son reclamables en sendos juicios de garantías en la vía indirecta, en cuanto se producen. 

Las garantías individuales son medios que se imponen al Estado por la Constitución, para preservar al hombre en el goce y disfrute pleno de sus llamados derechos fundamentales o sustantivos, de los cuales no puede ser privado ni se le pueden restringir, sino en los casos y con los requisitos que impone la ley suprema; y que el juicio de amparo es a su vez un medio para hacer efectiva esa finalidad en la realidad, mediante la restitución al quejoso en el goce de los derechos fundamentales en los que sufra una perturbación, restricción, privación, etcétera, sin respeto de los requisitos o formalidades fijados como garantías individuales. Esto permite precisar que, en realidad, sólo hay violación de garantías individuales, cuando se afectan de algún modo los llamados derechos del hombre, trátase de la vida, la integridad personal, la libertad en sus diversas manifestaciones, la propiedad, etcétera, sin respetar para ello los requisitos, condiciones y formalidades que deriven de la Constitución por sí y a través de la ley;  pero sino se actualiza esa afectación a los susodichos derechos fundamentales, mientras no se dé se podrá considerar que se infringe la ley pero no las garantías individuales, y en tanto los actos de autoridad no sean susceptibles de vulnera las garantías individuales, no es procedente el juicio de amparo.

Aplicado lo anterior al amparo en negocios jurisdiccionales, tendremos que, como las normas procesales constituyen medios tendientes a la satisfacción de un fin, consistente en resolver las controversias que se susciten, mientras con los actos procesales no se afecten los susodichos derechos fundamentales del hombre o del gobernado según connotación actual de una parte de la doctrina, no son reclamables en el amparo hasta que produzcan esa afectación, lo que normalmente ocurre en la sentencia definitiva irrecurrible que decide sobre las pretensiones de las partes, mismas que atañen total o parcialmente con alguno o varios de esos derechos protegidos por la ley de leyes, pero también se pueden dar y se da con otras resoluciones en que se afectan de inmediato los multicitados derechos, como en el caso de la que decreta el arraigo, que afecta a la libertad de tránsito; el arresto a la libertad personal; la multa al patrimonio; el embargo a la propiedad o posesión; mismas que dan lugar al amparo en cuanto se emiten y quedan satisfechos los demás requisitos para su procedencia.

De tal suerte que si partimos de la base de que el juicio de gartantías tiene por objeto vigilar el cumplimiento de las garantías individuales de parte de las autoridades; y que la substancia o materia de las garantías  es proteger al gobernado, para que no sea afectado en sus derechos fundamentales o sustantivos, como indistintamente los define la jurisprudencia, por actos de autoridad arbitrarios que no cumplan con las condiciones o requisitos que establece nuestra Constitución  General de la República, procede concluir que la procedencia del juicio de amparo directo como indirecto está condicionado a que el acto de autoridad viole alguna de las garantías del gobernado, que tenga como consecuencia necesaria que tal acto repercuta en la esfera de los derechos sustantivos del gobernado.

Tal pareciera, pues, que al juicio de amparo no interesa que la autoridad, mediante sus actos, viole la ley por la ley misma, en tanto que esta infracción no tenga consecuencias en los derechos del gobernado, si se toma en cuenta que el juicio de garantías no constituye propiamente una instancia de revisión de legalidad de los actos de autoridad; sino que, sin bien a través de la garantía de legalidad en el juicio de amparo se revisa la aplicación de la ley por parte de la autoridad, esto es siempre y cuando tal acto esté afectando al gobernado en algún derecho.

Es importante tener en cuenta la consideración anterior, para determinar los supuestos de procedencia en el amparo indirecto contra actos en juicio o en procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio.

En principio, se comparte parcialmente el texto propuesto de las normas jurídicas materia de esta ponencia, en cuanto establecen la procedencia del juicio de amparo indirecto cuando el gobernado reclame actos en un juicio judicial o administrativo que afecten derechos sustantivos, en tanto que es un concepto que precisa el alcance de la connotación “actos de ejecución de imposible reparación”; empero, estimo, salvo mejor apreciación, que deberá suprimirse del texto de las normas jurídicas propuestas de referencia, la procedencia del juicio de amparo indirecto cuando se trate de “violaciones procesales relevantes”.

Por otra parte, porque pareciera que tal concepto no tiene justificación en el principio general que rige el sistema de amparo antes apuntado, consistente en que la medida de la procedencia del juicio de amparo es la afectación que sufra el gobernado en su esfera de derechos sustantivos protegida por las garantías individuales, principio que, precisamente, se recoge en el primer supuesto de procedencia del amparo indirecto en las normas materia de la presente ponencia; de tal manera que, aceptar el nuevo supuesto de procedencia de amparo indirecto consistente en que se trate de violaciones procesales relevantes, sin importar que afecten o no derechos sustantivos, se estaría ante un nuevo concepto para determinar la procedencia del juicio de garantías, que podría tener como riesgo que los juzgados de distrito casi funcionaran ya propiamente como una instancia de mera legalidad, lo que al parecer podría desnaturalizar el juicio de amparo.

Otro problema que presumo de que se integre ese nuevo supuesto a la procedencia del amparo indirecto, consiste en que al tratarse un concepto muy genérico “violaciones procesales relevantes”, sin acotaciones, en la realidad, mientras no se definiera mediante jurisprudencia cuáles son los requisitos para estimar una violación procesal relevante se podrían dar infinidad de interpretaciones entre los distintos juzgados de distrito para admitir o desechar las demandas de amparo, en relación con un mismo supuesto, en detrimento del gobernado.

Salvo mejor opinión, considero que el concepto de “violaciones procesales relevantes” como supuesto de procedencia del amparo indirecto está inmerso o imbíbito en el primer supuesto de procedencia, esto es, que tal violación afecte derechos sustantivos del gobernado que es lo que le da la relevancia para que una cuestión procesal pueda autónomamente combatirse a través del juicio de amparo citado.

Estimo que traería más beneficios, en cuanto al requisito de certeza en los supuestos de procedencia para impugnar actos en juicio o en procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, modificar el proyecto para suprimir la hipótesis normativa de que se trate de violaciones procesales relevantes, que desventajas, puesto que con tal supresión no impediría que fueran los órganos jurisdiccionales facultados para crear jurisprudencia, quienes, por virtud de cada caso especial, establecieran excepcionalmente cuando una violación a pesar de que no afecte derechos sustantivos, por sus características relevantes, puede ser combatida a través del juicio de amparo indirecto, permitiendo que por regla general se respete el principio de que sólo procede el juicio de amparo contra actos de autoridad que afecten derechos sustantivos, sin que se propiciara una diversidad de interpretaciones en caso de que subsistiera tal supuesto.

Por tanto, me permito formular las  siguientes:

C O N C L U S I O N E S :

PRIMERA. SE PROPONE QUE SE MODIFIQUE EL TEXTO DEL INCISO B FRACCION III Y FRACCION V DEL ARTICULO 106 DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PARA QUE SE SUPRIMA DE AMBAS NORMAS LA FRASE “O CONSTITUYAN VIOLACIONES PROCESALES RELEVANTES”.

SEGUNDA. SE PROPONE QUE EL TEXTO QUEDE ASÍ:

“b) Contra actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, entendiédose por ellos los que afecten derechos sustantivos.”

“V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos.”

PONENTE:

JAIME URIEL TORRES HERNANDEZ.

JUEZ PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

MEXICO, D.F. OCTUBRE DEL 2000.

Propuesta de adición al Título Primero, Capítulo VIII, relativo a las causas de sobreseimiento, en específico el artículo 61 del Proyecto de Ley de Amparo.

En la Introducción al Proyecto de Ley de Amparo, se puntualizó con relación al sobreseimiento lo siguiente:

“Por lo que ve a las causales de sobreseimiento, el cambio más relevante consistió en eliminar el sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia. En la actualidad, cuando el Poder Judicial de la Federación goza de un presupuesto adecuado, ha consolidado la carrera judicial y puede ejercer eficazmente sus funciones, no parece necesario mantener una solución difícilmente justificable fuera del contexto del rezago. Estas figuras procesales, como tantas veces se apuntó, no hablan mal del justiciable que ha sometido su litigio a los órganos de amparo, sino de estos últimos en cuanto no resuelven dentro de los plazos que marca la ley”.

En los casos en que se autorice el emplazamiento del tercero perjudicado por medio de edictos (artículo 26, fracción III, inciso c) del Proyecto de Ley de Amparo), reviste una carga procesal al quejoso de la publicación de los mismos a su costa, en el que se previene al peticionario para que acredite las gestiones tendientes a su publicación, apercibiéndolo en ocasiones con multa de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 59, fracción I del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo vigente, medida que ya se encuentra prevista en los artículos 237, fracción I y 255 del Proyecto de Ley de Amparo.

En muchos de los casos el agraviado evade su responsabilidad, posiblemente por el alto costo de la publicación de los edictos y no exhibe los ejemplares de los diarios donde se publican, sin importarle que se le puedan hacer efectivas las sanciones económicas, atento a que la autoridad exactora tarda en cobrar las multas impuestas, además utilizan como fácil salida el cambiar de domicilio para oír notificaciones, o bien, indicar que no poseen bienes a su nombre; por tanto, es claro que ningún sentido tendría continuar con el procedimiento administrativo de ejecución, pues la erogación que le causaría a la Nación cobrar la multa,  sería mayor a ésta.

Cabe hacer notar que ante la no exhibición de los edictos el procedimiento se encuentra paralizado.

En la substanciación del juicio de garantías debe existir una correcta integración del procedimiento, en el cual se ha de oír a cada una de las partes que intervengan en el mismo (agraviado, autoridad responsable, tercero perjudicado y Agente del Ministerio Público Federal): y que, al no ser posible llevar a cabo el llamamiento a juicio del tercero perjudicado a través de la publicación de los edictos respectivos, de continuar con el trámite del amparo sin su conocimiento, se transgrediría la garantía de audiencia, al seguirse el procedimiento a sus espaldas y, en consecuencia, negársele el derecho de defenderse y ofrecer pruebas.

De lo expuesto, al quedar paralizado el expediente por la no publicación de los edictos a costa del quejoso para lograr el emplazamiento del tercero perjudicado, se contraviene lo dispuesto en el artículo 17 constitucional, ya que se entorpece la administración de la justicia por retardarse la solución del conflicto.

En esa tesitura, al no ser atribuible al órgano jurisdiccional la debida integración del expediente, las razones expuestas en la Introducción al Proyecto de Ley de Amparo no resultarían aplicables para no justificar el sobreseimiento por inactividad procesal cuando el quejoso no acredite la publicación de los edictos con el consiguiente retardo indefinido de la función de administrar justicia, motivo por el cual resulta necesario que esa circunstancia sea incorporada como una causal mas de sobreseimiento.

La propuesta de adición al artículo en comento sería:

“Artículo 61. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede:

I. (...)

II. (...)

III. (...)

IV. (...)

V. Cuando se haya puesto a disposición del quejoso los edictos relativos al emplazamiento del tercero interesado y dentro del plazo que se le haya concedido omita recibirlos y acreditar su publicación”.

Cabe puntualizar por último que toda vez que en el Título Primero, Capítulo III, del Proyecto de Ley de Amparo no se previene plazo que se le otorgue al quejoso para recibir y acreditar la publicación de los edictos, se acudiría supletoriamente al Código Federal de Procedimientos Civiles conforme lo establece la última parte del artículo 2º. del propio proyecto; en cuyo artículo 297, fracción I establece como plazo máximo el de diez días.

Observaciones y propuesta de modificación al Título Primero, Capítulo IV, relativo a notificaciones, en específico al artículo 26, fracción III, inciso b), del proyecto de ley de Amparo.

El precepto en cita dispone:

“Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas: - - - III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto: - - - b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; y”.

PLANTEAMIENTO.

El emplazamiento a los terceros perjudicados en el juicio de amparo  se realiza de manera personal; sin embargo, es problema cotidiano que el domicilio señalado por el quejoso para tal efecto ya no es el correcto, bien porque se cambio de casa, o si es el procesal, porque el abogado que lo patrocina se cambió a otro lugar.

Resulta necesario que el quejoso proporcione el domicilio en que ha de ser llamado a juicio el tercero o terceros perjudicados cuando les revista tal carácter, requisito que se encuentra previsto en el artículo 107, fracción II del Proyecto de Ley de Amparo; pero cuando en el domicilio proporcionado en la demanda de garantías no se puede llevar a cabo la diligencia, el propio Proyecto establece que una vez agotada la investigación y en tratándose de un acto que emane de un procedimiento judicial, la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen, y si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Existe la posibilidad de que en los procedimientos judiciales, las partes o los terceros que intervienen en los mismos, o bien señalan como lugar para oír y recibir notificaciones los estrados o las listas del juzgado de origen, o bien ante la omisión de indicar domicilio las notificaciones, aun las de carácter personal, les surtirán  en los estrados o listas, o incluso a través de boletín judicial en aquellos ordenamientos que así lo prevengan.

En tales supuestos, al constar la voluntad de los que intervienen en los procedimientos de que se practiquen todas las notificaciones, incluso las de carácter personal en las referidas listas o estrados, o bien ante la omisión de ese señalamiento, cuya consecuencia prevista comúnmente en los ordenamientos procesales tanto de fuero común como el federal, es que todo tipo de notificaciones les surta en las listas o estrados, o como quedo puntualizado, a través de boletín judicial.

En esas circunstancias, y solo en tratándose de actos que emanen de procedimiento judicial, se propone que se modifique el Proyecto, para que se autorice que los emplazamientos a los terceros perjudicados se realice por listas, estrados o boletín judicial del tribunal de origen.

Con lo anterior se agilizarían el trámite en los procedimientos, pues al constar el emplazamiento del tercero perjudicado el expediente se encontraría debidamente integrado y en condiciones de celebrar la audiencia constitucional y dictar la resolución correspondiente.

La propuesta de modificación sería l siguiente:

“Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas: - - - III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto: - - - b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional se amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen, o bien por medio de lista, estrados o boletín judicial en términos de lo previsto por código procesal  que resulte aplicable al juicio de origen; y”.

EL JUEZ DECIMO PRIMERO DE DISTRITO

EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL

TARSICIO AGUILERA TRONCOSO.

PRESENTACION DE PONENCIA PARA EL CONGRESO NACIONAL  DE JURISTAS.

SEÑOR MINISTRO GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA  NACION. 

P R E S E N T E .

El suscrito Licenciado Manuel Acosta Tzintzun, secretario de base del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito, con residencia en la ciudad de Querétaro, Querétaro, presento la ponencia en relación a lo establecido en los artículos 168, 169 y 172 del Proyecto de Ley de Amparo, con base en las consideraciones siguientes:

I. La inclusión del segundo párrafo del artículo 46 de la Ley de Amparo, en el artículo 168 del Proyecto de Ley de Amparo, en tanto establece “También se considerarán como sentencias definitivas las dictadas en primera instancia en asuntos judiciales del orden civil, cuando los interesados hubieren renunciado expresamente la interposición de los recursos ordinarios que procedan, si las leyes comunes permiten la renuncia de referencia”, resulta ser una clara invitación para que las entidades federativas reformen o adicionen las disposiciones legales respectivas de los códigos adjetivos civiles, a fin de dar oportunidad de que, quien no obtenga todo o parte de lo pedido, pueda renunciar a la interposición del recurso de apelación y de esa manera acudir directamente al juicio de amparo directo, impugnando la sentencia de primera instancia.

Lo anterior, evidentemente, resulta atractivo para los tribunales de segundo grado del fuero común, pues con ello se abre la posibilidad de un menor flujo de asuntos en esa instancia; sin embargo, lo que pudiera ser benéfico para dichos tribunales, podría resultar perjudicial para los tribunales colegiados, porque tendrían un mayor ingreso de amparos directos, lo cual, en un tiempo no muy lejano se verían con mayor carga de trabajo y por lo mismo los titulares de los órganos no estarían en condiciones de resolver los asuntos con la celeridad que prevé el artículo 17 constitucional.

A esta inquietud pudiera dársele la respuesta de que ante la carga de trabajo en los tribunales colegiados de amparo, habrá la necesidad de crear más órganos; sin embargo, el crecimiento del Poder Judicial Federal continuaría como ha acontecido estos últimos años, con en el riesgo de que en la República Mexicana existan mayor número de órganos del Poder Judicial de la Federación que los de las entidades federativas, cuando que considero que lo más viable sería el reformar las leyes correspondientes para dar cabida a que las autoridades de instancia conozcan aspectos que en la actualidad son exclusivos de los tribunales colegiados y juzgados de Distrito.

II. El estudio de la redacción de los artículo 169 y 172 del Proyecto de Ley de Amparo, permite establecer lo siguiente:

1. Que las violaciones a las leyes del procedimiento ahora deberán ser preparadas en todas las materias, para que puedan ser analizadas en el amparo directo, con la salvedad que refiere el segundo párrafo del citado artículo 169.

2. Que, para que en el amparo directo se puedan analizar las violaciones a las leyes del procedimiento, es requisito que se hagan valer y que el interesado manifieste de qué manera transcendieron en su perjuicio al resultado del fallo.

3. Que si las violaciones procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el tribunal colegiado las analizó de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, no podrán ser materia de concepto de violación ni de estudio oficioso en un segundo juicio de amparo.

4. Que el tribunal colegiado de circuito de amparo, deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y aquellas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja.

Ahora bien, considero que lo establecido en el segundo párrafo del artículo 172 del Proyecto de Ley de Amparo, identificado en el apartado número 4, pudiera resultar contradictorio con lo establecido en el demás contenido de dicha disposición y el artículo 169 del mismo proyecto de ley, esto es, lo precisado en los apartados identificados con los números 1, 2, y 3, pues por un lado se exige que se preparen las violaciones a las leyes de procedimiento y se manifieste de qué manera transcendieron al resultado del fallo y que si no se alegaron en un primer amparo ni el tribunal colegiado de amparo oficiosamente las analizó, ya no podrán abordarse en un segundo amparo y por otro lado se propone que se supla la queja deficiente en cuanto a los mismos aspectos.

Querétaro, Qro. A 20 de octubre de 2000.

A T E N T A M E N T E

MANUEL ACOSTA TZITZUN.

Segundo Tribunal Colegiado del

Vigésimo Segundo Circuito.

Título Primero

Reglas Generales

Capítulo III Plazos

Artículo 16

En mi opinión, pretender fijar diversos plazos para la promoción del juicio de garantías, a que se refiere el artículo 16 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, es innecesario, en virtud de que, la ampliación que se pretende de quince a treinta días, va en contra de los principios que establece el artículo 17 de la Constitución y de la tendencia actual de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, de lograr hasta donde humanamente sea posible, el anhelo nunca alcanzado, de una rápida  y expedita administración de justicia.

Ciertamente, sabido es que tratándose de amparos indirectos, en que por lo general, los actos que se reclaman, son acciones u omisiones, de autoridades que violan derechos fundamentales del gobernado, fuera de todo procedimiento, o bien dentro del mismo, por violaciones procesales con trascendencia tal que afectan garantías, la manera más eficaz para enmendarlos, es precisamente la promoción del juicio de amparo, obteniendo lo antes posible, la suspensión de los actos que se reclaman; en tanto que, en lo que se refiere al juicio de amparo directo, como el acto o actos, provienen de un procedimiento ya concluido y que se siguió en forma de juicio, salvo aquéllos que lo dan por concluido, como sucede con el desechamiento de una demanda, considero que la amplitud del término, que se trata de justificar en la página 54, del señalado Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, identificado con el número VI, no se justifica. 

En efecto, en lo que corresponde al juicio de amparo un instancial, la premura misma de atacar un acto que se estima violatorio de garantías, para lograr, en principio su suspensión, tiene como premisa, ocurrir ante el juez federal lo antes posible, por lo que no veo, de dónde surge la necesidad de darle al quejoso, más tiempo para que promueva y si se trata de justificar que pueda preparar una mejor defensa por un acto que muchas veces ignora, por qué se emitió y lo mismo da un plazo que otro, pues desconocedor del mismo, muchas veces logra enterarse de sus particularidades, hasta que comparece a juicio. Ahora que si se trata de una violación procesal, con trascendencia a un derecho fundamental, ninguna duda hay de que con un plazo mayor, nada mejorará preparar una demanda de garantías mejor fundada, pues este tipo de actos, generalmente son evidentes y no existe razón para que se dilate su impugnación.

En cuanto al amparo directo, todavía es más notorio lo que comento, pues si en este particular, las partes tienen conocimiento de todos los antecedentes del acto que se reclama e incluso, en algunos supuestos, han participado en dos instancias previas, la mejor defensa que se pretende a través del otorgamiento de treinta días, no se vería favorecida en aspecto alguno, pues el litigante conocedor del asunto,  ya cuenta con todos los elementos necesarios para una adecuada defensa.

Lo anterior, sin perjuicio de que en ambos tipos de procedimientos constitucionales; es decir, el juicio de amparo indirecto y el directo, la parte interesada, por el avance de la tecnología,  tiene la posibilidad inmediata, casi siempre, de allegarse de todos aquellos elementos necesarios para su defensa, como es a través de la comunicación telefónica  celular, fax, biper, internet, etc., sin perjuicio de los medios tradicionales, como el teléfono, el correo o la paquetería; pues además, el común de las gentes los tienen a su alcance y por lo mismo, veo que es inútil,  salvo las muy justificadas hipótesis de los asuntos penales o agrarios, hacer la duplicación del señalado término.

En lo que concierne a los demás plazos que se pretenden instrumentar, como son aquéllos relacionados con las cuatro diferentes hipótesis a que se refiere el mencionado artículo 16, son casuísticos, porque tal tipo de determinaciones, lo único que viene a arrojar, es que a cada tipo de juicio de garantías, se le conferirá un estatus diferente, cuando que, por práctica y por eficacia, con los plazos con los que se cuenta en la actual Ley de Amparo, hasta donde la experiencia me dice, no ha habido conflicto alguno, para la promoción de los mencionados juicios de garantías, ya sea porque el término con que se cuenta actualmente sea insuficiente o porque no se pueden allegar todos los medios necesarios para una más eficaz defensa, pues nunca he visto un juicio de amparo, en el que se cuestione ese aspecto; es decir, que los plazos actuales son insuficientes. Ello, sin perjuicio de que un término de treinta días, se vería ampliado en ocho más, por los fines de semana que mediaran.

ATENTAMENTE

MAGISTRADO MARIO ALBERTO ADAME NAVA.

SEÑORES MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION,

MAGISTRADOS DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO Y UNITARIOS,

JUECES DE DISTRITO, 

SEÑORES LEGISLADORES Y 

ABOGADOS POSTULANTES. 

Es para mi un privilegio y una gran responsabilidad el poder participar en esta reunión en la que participan los más connotados juristas de nuestro país, con el propósito de analizar y discutir el Proyecto de Ley de Amparo Reglamentario de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Debo felicitar en primer término a los organizadores de este evento que cumple con las expectativas que la dinámica social, económica y política de nuestro país, demandan en todos los renglones del desarrollo nacional, en tal virtud, es loable la voluntad, el propósito y la metodología empleada para enriquecer el proyecto mencionado, con el propósito de analizar y en su caso tomar en cuenta las propuestas de los diferentes participantes en estas mesas de trabajo. 

El tema que abordaré es el relacionado con las notificaciones por considerarlo de suma importancia y después de estudiar el proyecto me permito realizar las siguientes consideraciones y propuestas para su análisis y discusión correspondiente. 

El Amparo es la institución más importante en el sistema jurídico mexicano, ya que una de las funciones primordiales del Estado es velar por el bienestar, libertad, tranquilidad, paz, desarrollo y prosperidad de la sociedad, en tal virtud, toda autoridad  está obligada a realizar estrictamente lo que la ley le permite, apegando sus actos  a derecho, respetando en todo momento en forma irrestricta los derechos del gobernado, por lo tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  se plasma la parte dogmática que contiene las garantías individuales, que representan un dique indestructible para la autoridad, de suerte tal, que efectivamente, todo Estado debe establecer en su Constitución aspectos fundamentales como son: los derechos del gobernado, la división de poderes, y la forma en que el gobernando puede hacer valer los mismos, ante la autoridad. 

El Amparo es el medio jurídico que contribuye a hacer posible lo anterior, en nuestros días es una institución procesal sumamente compleja, que protege prácticamente a todo el orden jurídico nacional, desde los preceptos más elevados de la Constitución hasta las disposiciones de un reglamento municipal. 

Dentro del juicio de Amparo, de gran importancia resultan las notificaciones, que son el medio procesal que utilizan los tribunales para dar a conocer sus autos, decretos, sentencias y todo tipo de resoluciones que dictan, es incuestionable la trascendencia de esta figura ya que se relaciona íntimamente con las garantías de audiencia y de seguridad jurídica previstas en la Constitución Federal. Acto trascendental, puesto que es el momento en que las partes conocen, se enteran y están en posibilidad de contestar, promover, aportar pruebas, alegar, es la oportunidad de hacer valer lo que a sus derechos convenga; en esta breve exposición no abordare la forma de llevarse a cabo las notificaciones, sino únicamente me centrare en los medios utilizados para enterar de sus resoluciones a los involucrados en el juicio.

El artículo 14 de la Constitución, es el pilar de la garantía de audiencia y de seguridad jurídica del gobernado, en virtud de la cual a ninguna persona se le puede privar de la vida, la libertad, sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, para no ser juzgado por tribunales especiales, y observando los procedimientos que establece la Ley, entre los que destaca: las notificaciones. 

Por lo anterior y reconociendo que actualmente vivimos en la era de los avances tecnológicos, considero necesario que el Poder Judicial de la Federación, provisto de todos los instrumentos en materia de informática y cibernética no solo los utilice en la actualización y capacitación de los funcionarios y empleados; en la compilación de tesis jurisprudenciales; en las labores administrativas; en las actividades propias de los juzgados, tribunales, salas y pleno y pleno de la Suprema Corte de Justicia de la nación; sino que deben ser utilizados para llevar a cabo las notificaciones dando cumplimiento al mandato constitucional de que la justicia sea pronta y expedita, especialmente en los casos previstos en el artículo 22 Constitucional. En tal virtud, no se justifican dilaciones, ni el realizar selectivamente parte de las actividades que se llevan a cabo dentro del procedimiento y que tienen incidencia directa con el fin último que se persigue, tal es el caso de las notificaciones. 

Por lo anterior y analizando el artículo 25 del proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito proponer: 

PROPUESTAS

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

CAPITULO IV

Notificaciones

Artículos 23 al 24...

Artículo 25...

I. ...

a) 1)...

II. Por oficio, utilizando cualquier medio electrónico de comunicación.
Inciso a)  al  c)...

III. ...

Por las razones mencionadas anteriormente y por relacionarse con el tema en comento se propone de igual manera reformar los artículos 116 y 136 fracción III del proyecto de Ley de Amparo, para quedar como sigue:

TITULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

El Amparo Indirecto

Artículo 106 al 110.  . . .

Sección Segunda

Substanciación

Artículo 111 al 115. ...

Artículo 116. La Autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de 10 días, con el cual se dará vista a las partes. Informe que podrá ser rendido por oficio utilizando cualquier medio electrónico de comunicación. 

Sección Tercera

Suspensión del Acto Reclamado

Primera Parte

Reglas Generales.

Artículo 123 al 135. ...

Artículo 136. ...

I y II. ...

III. Solicitará informe previo a las autoridades responsables que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda. Informe que podrá ser rendido por oficio utilizando cualquier medio electrónico de comunicación. 

POR SU ATENCION MUCHAS GRACIAS.

DIP. LIC. JOSE ROSAS AISPURO TORRES.

Durango, Dgo., 20 de octubre de 2000

Octubre 20, 2000

MINISTRO HUMBERTO ROMÁN PALACIOS,

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISIÓN DE

ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA

LEY DE AMPARO.

P R E S E N T E.

Distinguido Señor Ministro:

En relación con la Convocatoria que se contiene en el Proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el efecto de que se hagan llegar opiniones y comentarios respecto de los temas, artículos, párrafos o fracciones de este proyecto, me permito sugerir lo siguiente:

1º.  El Título Cuarto del Proyecto se denomina “Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme”.  Este Título tiene un Capítulo I, denominado “Disposiciones Generales”; sin embargo, únicamente contiene disposiciones aplicables a la Jurisprudencia, o sea, sin referirse expresamente a los temas de la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme, por lo que respetuosamente me permito sugerir dos alternativas por las cuales se podría optar:  a)  Abrir un Título aparte para la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme; o bien, b)  Sustituir el título del Capítulo I, por ejemplo, por el de “Disposiciones Generales aplicables a la Jurisprudencia”.

2º.  El artículo 213 dispone que: “La Jurisprudencia se establece por reiteración de criterios o por contradicción de tesis.”. Es decir, se contemplan los dos sistemas tradicionales de integración de la jurisprudencia. No obstante, de la lectura de los artículos 223, 225 y 231 del propio proyecto, pareciera que se está reconociendo un nuevo sistema de integración: el de sustitución.
Si esto es así, me permito proponer la siguiente adición al texto de artículo 213:

“La jurisprudencia se establece por reiteración de criterios, por contradicción de tesis, o por sustitución, en los casos previstos en los artículos 223, 225 y 231 de esta Ley”.

3º. El artículo 217 del Proyecto dispone lo siguiente:

“El pleno, la sala o el tribunal colegiado deberán remitir las tesis en el plazo de quince días al Semanario Judicial de la Federación, para su publicación.”.

Propongo que el término “Semanario Judicial de la Federación”, que puede referirse al órgano que publica o a la publicación en sí misma, se sustituya por el siguiente: “…al órgano competente para su publicación, sistematización y publicación en el medio de difusión oficial.”.

4º. El artículo 218 del proyecto sanciona que:

“En el Semanario Judicial de la Federación se publicarán las tesis que reciba, y se distribuirán en forma eficiente para facilitar su conocimiento. Igualmente, publicará las ejecutorias de amparo y los votos particulares, siempre que se trate de los necesarios para constituir jurisprudencia o para interrumpirla, así como los que los órganos jurisdiccionales competentes le envíen para tal fin.”.

Por las razones ya expresadas, propongo que el término “Semanario Judicial de la Federación”, se sustituya por el de “órgano oficial de difusión”.

5º.  El primer párrafo del artículo 224 del Proyecto dispone que:

“Las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Suprema Corte o a la sala correspondiente que interrumpa o sustituya la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse.”.

Propongo que el término “integrantes”, se sustituya por el de “Magistrados”; ello porque los integrantes de los Tribunales Colegiados son diversos.

6º. La parte final del primer párrafo del artículo 228 del Proyecto, que dice: “En ambos casos deberán ser aprobados por mayoría simple”, podría modificarse, para mayor precisión, por lo siguiente: “En ambos casos deberán ser aprobados, al menos, por mayoría simple.”.

Por otro lado, el segundo párrafo del propio artículo 228 del Proyecto dispone:

“Al resolverse una contradicción de tesis, el órgano correspondiente podrá acoger uno de los criterios opuestos u optar por uno nuevo, o bien declararla inexistente o sin materia.”.

Propongo que, además de sustituir el término “resolverse” por “resolver”, se agregue después del punto lo siguiente: “En caso de que existan cuestiones relevantes que no sean objeto de la contradicción, deberán resolverse para fijar el criterio correspondiente”, esto para que se establezcan los criterios que sin ser objeto de la contradicción, permitan sentar un criterio relevante en la materia del que derivan.

7º. El artículo 229 del Proyecto dispone que:

“Estarán legitimados para denunciar la contradicción de tesis los ministros, los órganos que sustentaron los criterios, sus integrantes y las partes en los asuntos que los motivaron.”.

Propongo que la legitimación para denunciar posibles contradicciones de tesis no sólo recaiga, entre otros, en los “integrantes” de los Tribunales Colegiados, sino ampliarla a los “Magistrados de Circuito de amparo y Jueces Federales”, ya que no es conveniente imposibilitar y atar de manos las posibles sugerencias que, en orden al mejor funcionamiento de la jurisdicción, pudieran dar los Magistrados y Jueces Federales, sobre todo en aspectos procedimentales que ellos viven diariamente y que seguramente propiciarían la agilización o eficacia de la aplicación e interpretación del ordenamiento jurídico.

En el mejor de los casos, y ante la frecuente discrepancia de criterios en la interpretación de una norma, que provoca durante largo tiempo situaciones de gran confusión y desconcierto, esta medida coadyuvaría a la pronta unificación de criterios en beneficio de la seguridad jurídica de los justiciables. En caso contrario, ante la falta de una respuesta uniforme de la Suprema Corte, se seguirán consolidando situaciones jurídicas individualizadas incompatibles con el criterio sentado finalmente por ese Alto Tribunal, todo ello en perjuicio de la garantía de igualdad de los particulares.

8º. El artículo 231 señala que:

“Si a juicio de alguno de los ministros existen razones fundadas para ello, podrá solicitar al pleno o a las salas de la Suprema Corte de Justicia, según corresponda, la sustitución de la jurisprudencia por contradicción.”.

Propongo que, para mayor precisión, se disponga lo siguiente:

“Los Ministros, con motivo de un caso concreto, podrán solicitar al Pleno o a las Salas de la Suprema Corte de Justicia, según corresponda, la sustitución de la jurisprudencia por contradicción, expresando las razones que la justifican. La sustitución se tramitará en los términos del párrafo segundo del artículo 224 de esta Ley”

9º. El artículo 233 del Proyecto dispone lo siguiente:

“Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente.”.

Propongo que se diga “el Pleno de la Suprema Corte de Justicia…
10º. En el artículo 235 sugiero que en lugar de decir “Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.”; se establezca: “en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial del Poder Judicial y en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.”.

11º. El artículo Quinto transitorio dispone que:

“Para la integración de jurisprudencia por reiteración de criterios conforme al sistema de esta ley, no se tomarán en cuenta las resoluciones dictadas con anterioridad.”.

Considera que para que no queden precedentes importantes en el olvido, se permita que, cuando menos dos de éstos, se integren con otro emitido dentro de la vigencia de la nueva regulación, para formar jurisprudencia.

12º. Finalmente, consideramos que, por su contenido, el artículo Sexto transitorio no se refiere al artículo 230, sino al 231 del Proyecto.

Respetuosamente,

Dr. Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, 

Coordinador General de Compilación y

Sistematización de Tesis

III. ANALISIS DEL PARRAFO SEGUNDO DE LA FRACCION XVI DEL ARTICULO 160 DE LA LEY DE AMPARO.

Este precepto establece que en los juicios penales se consideran violadas las leyes del procedimiento de manera que su infracción afecte las defensas del quejoso, cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito, y el segundo párrafo de su fracción XVI establece:

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiere en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en éste último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias, cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido odio en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal.27 

La mencionada disposición, prevé que el delito señalado en el auto de formal prisión puede variarse en la sentencia o en conclusiones. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado jurisprudencias, fundándose en este párrafo de la ley Amparo, dichas jurisprudencias de nuestro máximo tribunal determinan, que el delito puede reclasificarse en la sentencia o en conclusiones formuladas por el Ministerio Público, sin que ello sea violatorio de garantías.

A continuación haremos un análisis de los dos supuestos establecidos en tal disposición, con la finalidad de descubrir la trascendencia jurídica que estos engendran. 

POR LO QUE HACE A LA PRIMERA HIPOTESIS CONTEMPLADA EN EL PARRAFO TRANSCRITO; debemos decir que, si el delito que se exprese en la sentencia difiere de aquel por el que se dicto auto de formal prisión, así sea solo en grado, entonces ambos delitos no son idénticos, en razón de que cada delito ya sea agravado o no agravado contiene sus elementos constitutivos y características propias, lo que los hace incompatibles y a la vez diversos. Luego entonces no es el mismo delito por el cual conforme a lo dispuesto por el artículo 19 Constitucional, debió seguirse forzosamente el proceso.

La ley de amparo, de jerarquía inferior a la Constitución, no puede matizar ni graduar los mandos de ésta, además de que dicha ley no es reglamentaria del artículo 19 Constitucional que es el que regula el auto de formal prisión.

Hay un precedente en la fracción I del artículo 20 Constitucional, dicho  precedente exige al juzgador que para conceder o negar el beneficio de la libertad bajo caución, tome en cuenta las modalidades del delito que se imputa al acusado. Por lo que debemos presumir que dichas disposiciones constitucionales son congruentes, luego entonces, si conforme al artículo 20 Constitucional el juez debe considerar al delito con sus modalidades (con sus grados si se utiliza la terminología de la ley de Amparo), para efectos de la libertad bajo caución, es imposible que conforme al artículo 19 Constitucional, lo considere sin esas modalidades (grados), para efectos del auto de formal prisión, el juez en dicho auto debe clasificar el delito en forma precisa, incluyendo todas las circunstancias atenuantes o agravantes que pudieran presentarse. 

Esta primera hipótesis viola en perjuicio de todo gobernado sometido a proceso las garantías de seguridad jurídica, contempladas en los siguientes preceptos constitucionales: 

Artículo 19 Constitucional. En la primera parte del segundo párrafo, establece que: "Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión". Aquí se fija, pues, la materia del proceso en relación con la cual se habrán de desplegar en la etapa procedimental los actos que caracterizan la relación, que se establece entre las tres partes que integran la relación jurídica procesal: los actos de acusación por parte del Ministerio Público; los de defensa por parte del acusado y su defensor, y los de decisión por parte del juzgador, respecto de los planteamientos que cada uno formule.

De lo anterior se desprende la necesidad de que ya desde el auto de formal prisión deben precisarse e incluirse las circunstancias modificativas atenuantes o agravantes que ya han concurrido en la comisión del delito, pues estas también habrán de ser materia de prueba por parte de la acusación, para tratar de acreditarlas en cumplimiento de la función que al Ministerio Público enmienda el artículo 21 Constitucional, así como por parte de la defensa para tratar de probar que no concurrieron en el caso concreto que se realice. De no actuarse de esta manera es de estimarse que se estaría infringiendo la garantía de defensa que el artículo 14 Constitucional consagra en favor del indiciado; se le estaría dejando en estado de indefención, al no tener noticia exacta y completa de las nuevas imputaciones que aparecen hasta el fallo, las cuales entrañan el cambio en la sentencia del delito básico por el que se siguió el proceso a un delito agravado que no fue materia de este; por no estar en posibilidad de desarrollar adecuadamente los actos de defensa.

De lo anterior se concluye que la reclasificación del delito se lleva a cabo en el auto de formal prisión que es donde se precisa la materia del proceso, en el auto de formal prisión se señala el delito que se  le imputa al acusado con todos sus elementos que lo integran.

Ahora bien por su parte la ley adjetiva penal reglamentaria del artículo 19 Constitucional, en los artículos 163 del Código Federal de Procedimientos Penales y 304 bis A del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, determinan que el juzgador dictará el auto de formal prisión o el de sujeción a proceso por el delito que realmente aparezca comprobado, tomando en cuenta solo los hechos materia de la consignación, y considerando la descripción típica legal y la probable responsabilidad correspondiente, aún cuando con ello se modifique la clasificación hecha en promociones o resoluciones anteriores.

De acuerdo a estos ordenamientos legales y en relación con el artículo 19 Constitucional, la reclasificación de los hechos materia de la consignación por parte del Ministerio Público se lleva a cabo en la estadía procesal antes indicada (auto de formal prisión) y por la autoridad facultada para ello que es el juzgador. Por lo que la primera hipótesis en estudio deviene de inconstitucional al violar tal garantía que previene el precepto antes citado de nuestra ley suprema.

Artículo 21 Constitucional. La hipótesis en estudio vulnera las garantías que  consagra este precepto constitucional al facultar al juzgador para imponer una pena sin que haya un pedimento previo por parte del órgano acusador. El hecho de que el juzgador al emitir la sentencia contemple como materia de esta un delito agravado, es decir un delito que solo difiere en grado del que haya sido materia del proceso, entraña la aplicación de una pena mayor, a la que le correspondería al delito que fue materia del proceso.

En ese orden de ideas el juzgador está rebasando la acusación que es facultad única y exclusiva del Ministerio Público al formular conclusiones en ese sentido. El Ministerio Público formula conclusiones precisando la acusación en contra del procesado y este a su vez las contesta y formula lo que a sus intereses conviene integrándose así la litis en materia penal, siendo el momento procesal para que el juzgador entre al estudio de la acusación por parte del Ministerio Público.

Por lo que sancionar un delito con una agravante que no fue materia del  proceso y ni mucho menos de la acusación, resulta una invasión de facultades constitucionales otorgadas al Ministerio Público para la persecución de los delitos y solicitar la aplicación de las penas.

Para sostener los razonamientos antes esgrimidos nos permitimos invocar los siguientes preceptos legales que enmarcan la actuación del Ministerio Público, y el criterio de nuestro mas alto tribunal plasmado en una jurisprudencia y una tesis relacionada con la misma.

Los Códigos de Procedimientos Penales tanto para el D. F; como el federal, establecen en los artículos 2º fracción I y 136 fracción V, respectivamente, que corresponde al Ministerio Público el ejercicio exclusivo de la acción penal que tiene por objeto pedir la aplicación de las sanciones respectivas al juez.

CRITERIO JURISPRUDENCIAL:

ACUSACION. EL JUEZ NO DEBE REBASARLA.

El órgano jurisdiccional no puede sancionar atendiendo a situaciones más graves que las consideradas por el Ministerio Público.

TESIS RELACIONADA:

ACCION PENAL. Si el juez rebasa los límites del pedimento acusatorio, cambiando los términos en que el Ministerio Público haya ejercido la acción penal, viola el artículo 21  Constitucional y el amparo debe concederse para efectos de que el juzgador dicte nueva sentencia. 

Por otra parte el artículo 20 fracción III Constitucional determina:

"Se le hará saber al procesado en audiencia pública y dentro de las 48 horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo mediante su declaración preparatoria".28 

La hipótesis en estudio prevé que el delito puede reclasificarse en sentencia siempre y cuando el que se exprese difiera en grado del que haya sido materia del proceso y se trate de los mismos hechos.

Ahora bien, por lógica se entiende que el segundo párrafo de la fracción XVI del artículo 160 de la ley de Amparo faculta al juzgador para que este de su libre albedrío, varíe la clasificación del delito en la sentencia “al tener por acreditada” una modalidad o agravante por la que no se ejercito acción penal. En ese orden de ideas es evidente que se viola el derecho establecido en la fracción III del precepto constitucional antes citado en razón de que tal variación de la clasificación  del delito impide que el reo pueda defenderse de una imputación que viene a aparecer hasta el fallo, el cual no es congruente con la acusación, y por ende se incurre en el desconocimiento de la garantía que consagra la fracción antes citada. Es decir el Ministerio Público al ejercitar la acción penal formula conclusiones acusatorias señalando al procesado como responsable de determinado delito y en la sentencia se cambia la clasificación al tener por acreditada una agravante o modalidad que no fue materia de la acusación, evidentemente se rebasa los límites de la acusación, la responsable no puede variar la clasificación en razón de que ello implicaría la integración de nuevos hechos que no han sido materia del auto de formal prisión ni del proceso, y respecto a los cuales el Ministerio Público no ha ejercitado acción penal y ni el procesado tuvo conocimiento de ellos en el momento procesal oportuno para llevar a cabo los actos de defensa pertinentes, por eso los hechos que constituyen la materia del proceso son siempre los delitos de los cuales se acusa al procesado; en ese orden de ideas para que el proceso tenga unidad y fijeza, se debe de determinar con toda precisión, en el auto de formal prisión los delitos materia de la instrucción, los cuales deben conocer los inculpados para poder defenderse, el órgano y la ocasión para sentar las bases del procedimiento, son el juez y el vencimiento del término Constitucional de 72 horas, cuando ya se perfeccionaron los datos de la averiguación previa.

El juzgador al variar la clasificación del tipo penal en la sentencia por una modalidad agravadora de la cual nunca tuvo conocimiento el procesado para ejercer los actos de defensa pertinentes, es evidente que dicha autoridad viola garantías en perjuicio de tal persona, sin que sea válido que el juzgador con fundamento en el multicitado párrafo de la ley de Amparo argumente que entre ambos delitos (delito simple y delito agravado) media una simple diferencia de terminología y que son los mismos hechos, pues sus respectivas estructuras son distintas y su realización fáctica exigen requisitos diversos.

ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. La hipótesis en estudio viola la sub-garantía constitucional consagrada por este precepto, la cual es la garantía de defensa, en razón a lo siguiente:

Una de las tantas sub-garantías que están integradas en la garantía de audiencia es que "en los juicios seguidos ante los tribunales previamente establecidos se observarán las formalidades del procedimiento." dichas formalidades del procedimiento, consisten en la oportunidad de defensa u oposición a todo gobernado, la cual se lleva a cabo a través de diversos actos procesales como lo son el ofrecimiento y desahogo de pruebas.

En un proceso penal el ejercicio de esta sub-garantía se lleva acabo en la etapa de la instrucción, la cual abarca desde el auto de formal prisión o de sujeción a proceso hasta el auto que declara serrada la instrucción. en esta etapa se desarrolla la oportunidad de defensa consistente en el ofrecimiento y desahogo de pruebas.

Ahora bien, la hipótesis en estudio prevé que se puede reclasificar el delito en sentencia, al contemplar que  no se considerara que el delito es diverso si el que aparece en la sentencia solo difiere en grado, tal disposición deviene de inconstitucional al violar la garantía de defensa de todo procesado, en razón de que éste no tubo la oportunidad de defenderse respecto a una imputación que vino a aparecer hasta el fallo o sentencia y que dicha imputación no es congruente con la acusación por parte del Ministerio Público, debido a que el juzgador con fundamento en esta hipótesis en estudio de su libre albedrío cambia la clasificación del delito que fue materia del proceso.

Ejemplo:

Una persona que se le dicta un auto de formal prisión  o sujeción a proceso por robo simple, y por el cual se sigue el proceso, el Ministerio Público al cerrarse la instrucción y formular conclusiones acusatorias las hace por el delito de robo simple, ambas partes esperan una sentencia por robo simple, pero el juez con fundamento en ésta disposición, al dictar sentencia dice que no que no es robo simple es robo agravado o calificado por "x" circunstancia. el delito de robo simple y el de robo agravado o calificado son delitos totalmente diferentes, ambas figuras jurídicas contienen elementos y características muy propias, siendo la penalidad aplicable para cada delito la más esencial.

Ahora bien, en este ejemplo que señalamos, los actos de defensa por parte del procesado, fueron encausado a desvirtuar la figura jurídica que quedo precisada en el auto de formal prisión, en este caso el robo simple, es decir el procesado se defendió por robo simple más no por robo agravado o calificado. Es evidente que de acuerdo a la hipótesis en estudio, se deja en estado de indefención al procesado al no tener noticia exacta y completa de la nueva acusación que aparece hasta la sentencia, por estar imposibilitado para desarrollar adecuadamente los actos de defensa, respeto a un delito agravado el cual ni fue materia del proceso, pero que si lo es de la sentencia, es conveniente hacer mención de que es dentro del auto de formal prisión donde se debe precisar no solo la figura delictiva básica, si no también, de ser el caso se configure o se perfile su específica referencia a un delito complementado, subordinado o cualificado, incluyendo en su caso las modificativas o calificativas y las demás circunstancias que la figura delictiva requiera, para que quede bien precisada la materia del proceso y por ende el procesado tenga la oportunidad de defensa, ofreciendo y desahogando las pruebas pertinentes, no solo contra un delito básico si no también contra un delito agravado o calificado, de los cuales tubo conocimiento en el momento procesal oportuno, evitando con ello que el procesado quede en estado de indefención y se viole la garantía de audiencia.

LA SEGUNDA HIPOTESIS QUE CONTEMPLA ESTE SEGUNDO PARRAFO EN ESTUDIO, AQUELLA QUE SE PRESENTA CUANDO EL MINISTERIO PUBLICO CAMBIA LA CLASIFICACION DEL DELITO EN SUS CONCLUSIONES, EXIGE UNA CRITICA AUN MAS ENERGICA, EN RAZON A LO SIGUIENTE:

La  ley de amparo cree resolver el problema, e impedir la violación de garantías, afirmando que el cambio de la clasificación del delito solo será posible, únicamente a condición de que se trate de los mismos hechos o estos no se alteren y el procesado sea oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal.

Tales condiciones son de imposible cumplimiento, originándose además la violación a las garantías consagradas en los preceptos constitucionales ya analizados con anterioridad en la primera hipótesis, de acuerdo con lo establecido en esta segunda hipótesis, el procesado jamás puede ser oído en defensa sobre la nueva clasificación, ya que el ejercicio de esa garantía se lleva a cabo desde que se dicta el auto de formal prisión o de sujeción a proceso hasta el auto que declara cerrada la instrucción, es en esta etapa procesal en donde el procesado tiene la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas conducente, por consiguiente al procesado le será imposible defenderse después de que se declara cerrada la instrucción y más aún después de presentadas las conclusiones acusatorias que reclasifican el delito, dado que, después de presentadas las conclusiones no es factible ofrecer y desahogar pruebas, el derecho de defensa no es tal, si no comprende la posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas, así lo establece el artículo 14 Constitucional. El Ministerio Público al hacer la reclasificación del delito en sus conclusiones, viola facultades exclusivas del juzgador, otorgadas por los preceptos 19 y 21 Constitucionales, y la ley reglamentaria que en marcan dichas facultades como son el Código de Procedimientos Penales para el D.F. y el Código Federal de Procedimientos Penales. la facultad para reclasificar el delito materia del proceso es de el juzgador y la etapa para hacerlo es en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, tal facultad es por mandato Constitucional y a la vez de las leyes reglamentarias procesales en materia penal antes mencionadas, tales leyes reglamentarias establecen en sus artículos 304 bis A y el artículo 163, respectivamente determinan:

El auto de formal prisión o el de sujeción a proceso se dictará por el delito que realmente aparezca comprobado, tomando en cuenta solo los hechos materia de la consignación, y considerando la descripción típica legal y la probable responsabilidad correspondiente, aún cuando con ello se modifique la clasificación hecha en promociones o resoluciones anteriores.

Luego entonces esta segunda hipótesis en estudio, deviene de inconstitucional al otorgarle facultades al Ministerio Público para reclasificar el delito, cuando ésta es propia y exclusiva del juzgador, transgrediendo las garantías individuales consagradas en los preceptos Constitucionales antes citados, esta segunda hipótesis origina que el procesado ante la nueva imputación que se le hace le es imposible defenderse, al grado que se le queda privado de el derecho otorgado a todo procesado en el artículo 20 fracción III Constitucional, en el se establece que "al procesado se le hará saber en audiencia pública y dentro de las 48 horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de su acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo mediante su declaración preparatoria". 

Esta garantía obliga a los jueces penales a que pongan en conocimiento del acusado: el nombre de su acusador la naturaleza y causa de la acusación; es pertinente aclarar que dichos datos no deben ser alterados. La declaración preparatoria es la manifestación primaria, original espontánea, no coaccionada,  libre y de viva voz, que hace el acusado ante el juez sobre su intervención en la comisión de un delito, después de estar enterado de quien lo acusa y cuales son los hechos delictivos que se le imputan, para que de esta forma el juez decida sobre su probable responsabilidad en la comisión del ilícito por el que se tramita el juicio, por lo que dicha hipótesis  deviene de inconstitucional al vulnerar la garantía de seguridad consignada en la fracción III del precepto Constitucional antes citado.

A hora bien, las dos hipótesis contempladas del párrafo en estudio de la Ley de Amparo, violan el principio de legalidad, consagrado en el artículo 16 Constitucional al no apegarse a derecho, es decir, a lo establecido en los artículos 14, 19, 20 fracción III y 21 Constitucionales, así como también a sus respectivas leyes reglamentarias.

Tal principio condiciona a que todo acto de autoridad debe ir fundado y motivado. Entendiéndose por fundamentación que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y por motivación que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además que exista adecuación, entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en un caso concreto se configure las hipótesis normativas. Las hipótesis en estudio facultan al juzgador para violar las garantías individuales contenidas en los preceptos 14, 19, 20 fracción III y 21 Constitucionales, mismos que han sido puestos al descubierto mediante los razonamientos esgrimidos con anterioridad, dichas hipótesis violan el principio de legalidad al contravenir los principios consagrados en los preceptos antes citados, aún cuando el juzgador se fundamente en el párrafo segundo de la fracción XVI del artículo 160 de la Ley de Amparo, para emitir su resolución, esta no podrá ser fundada ni motivada en razón de que los motivos que pudiera sustentar el juzgador no podrán  adecuarse a las hipótesis de la norma en que se apoya, en virtud de que tales hipótesis transgreden las garantías de seguridad jurídica contempladas en los preceptos constitucionales antes citados y analizados, así como también a sus leyes reglamentarias aplicables como son el Código Federal de Procedimientos Penales, el  Código de Procedimientos Penales para el D.F. y los Códigos de Procedimientos Penales de las entidades federativas. Luego entonces la fundamentación y motivación no pueden ser congruentes lógica y jurídicamente. Para fortalecer los razonamientos antes esgrimidos nos permitimos invocar el siguiente criterio jurisprudencial:

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, NO EXISTE CUANDO EL ACTO NO SE ADECUA A LA NORMA EN QUE SE APOYA.

Todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado de manera que si los motivos o causas que tomó en cuenta el juzgador para dictar un proveído, no se adecua a la hipótesis de la norma en que pretende apoyarse, no se cumple con el requisito de fundamentación y motivación que exige el artículo 16 Constitucional, por tanto, el acto reclamado es violatorio de garantías.

Una vez analizado el párrafo de la Ley de Amparo, cabe hacer mención que las violaciones engendradas por este son cometidas al momento en que dicho párrafo es aplicado por la autoridad judicial en un proceso penal, en perjuicio del procesado. En ese orden de ideas el párrafo de la Ley de Amparo toma el carácter de una ley hetero-aplicativa en razón a que lo dispuesto en dicho párrafo produce consecuencias de derecho en la esfera jurídica del procesado al emitirse un acto aplicativo de la norma es decir, del párrafo de la Ley de Amparo, por la autoridad judicial.       

CONCLUSIONES

Primera. El requisito de forma en que se fundamenta el auto de formal prisión para ser emitido, “la expresión del delito que se le imputa la acusado y sus elementos constitutivos”   tiene por objeto señalar la clasificación técnica legal y a la vez facilita la defensa del inculpado estableciendo con exactitud, cuales son los hechos punibles que se le atribuyen fijándose de este modo los elementos constitutivos correspondientes. Por lo que dicho auto es determinante para sostener que es la etapa procesal donde se reclasifíca el delito, en contrario el párrafo de la Ley de Amparo materia de esta investigación prevé la posibilidad de que el delito pueda reclasificarse en conclusiones acusatorias por parte del Ministerio Público o en sentencia, sin que ello sea violatorio de garantías, es evidente que tal disposición se encuentra en un error de técnica jurídica, violando una de las garantías más esenciales que es la de legalidad, al no apegarse al artículo 19 Constitucional como regulador del auto de formal prisión, así como también a las respectivas leyes procesales donde se encuentra reglamentada tal garantía.

Segunda. El auto de formal prisión es un mandato constitucional que debe llevar  a cabo el juzgador una vez que el Ministerio Público ha ejercido la acción penal, en el término de 72 horas, el análisis de las pruebas y la comprobación de los requisitos de fondo y de forma en que se sustenta dicho auto es un acto exclusivamente del juez, por lo que la intervención del Ministerio Público se reduce únicamente a ofrecer las pruebas que el juez debe tomar en cuenta al hacer la reclasificación del delito.

Tercera. El juez en uso del poder jurisdiccional que le confieren el artículo 19 Constitucional y sus leyes procesales reglamentarias como lo son el Código Federal de Procedimientos Penales y el Código de procedimientos penales para el D.F., es el facultado para reclasificar el delito al dictar el auto de formal prisión el cual se expresa con todos sus elementos constitutivos, y no las partes en conflicto. Contrariamente el párrafo dela Ley de Amparo investido de un error de técnica jurídica y en una incongruencia lógica, otorga facultades al Ministerio Público para que este reclasifique el delito en sus conclusiones acusatorias, violando con ello, facultades exclusivas de la autoridad judicial otorgadas por el precepto constitucional antes mencionado.

Cuarta. El auto de formal prisión, es la resolución judicial fundamental que resuelve la situación jurídica de un indiciado conviertiendolo en procesado, se dicta al vencerse el término de 72 horas en la etapa del procedimiento penal denominado preinstrucción. Una vez emitido dicho auto en el que se precisa la materia del proceso, se desplegarán los actos que caracterizan a las partes que intervienen en la relación jurídica procesal penal: los actos de acusación por parte del Ministerio Público, los defensa por parte del acusado y su defensor, y los de decisión por parte del juzgador respecto de los planteamientos que cada una de las partes formulen, tales actos se desarrollarán con plena eficacia y de manera ordenada y en apego a derecho en la etapa de instrucción.                          

Quinta. Al emitirse el auto de formal prisión, se da lugar a la etapa de la instrucción, en donde las partes desarrollarán actos procesales de ofrecimiento y desahogo de pruebas. El párrafo de la Ley de Amparo en cuestión, bajo un error de técnica jurídica, prevé que al reclasificar el delito en sentencia de fondo o en conclusiones acusatorias, es factible ejercer la garantía de defensa, entendiéndose esta, como la oportunidad de aportar y desahogar pruebas, lo cual es imposibe ya que los actos procesales de defensa se llevan a cabo en el período de instrucción, etapa donde el procesado tiene la oportunidad de aportar y desahogar las pruebas tendientes a combatir el delito señalado en el auto de formal prisión y por el que se ordenó seguir el proceso, no siendo posible jurídicamente ejercer la garantía de defensa contra una nueva figura delictiva que viene a aparecer en conclusiones acusatorias o sentencia. Por lo que la disposición de la Ley de Amparo viola la garantía esencial de toda persona sujeta a un procedimiento penal como lo es la de defensa.

Sexta. El párrafo de la Ley de amparo en estudio, al determinar que el Ministerio Público en conclusiones acusatorias o el juzgador en sentencia, pueden reclasificar el delito, no guarda una congruencia lógica y jurídica como lo establece el segundo párrafo del artículo 19 Constitucional, en razón a que en él se establece que “todo proceso se seguirá forzozamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión”, por consiguiente es el soporte ineludible de toda sentencia así como también de las conclusiones acusatorias, el juez está obligado a dictar sentencia con respecto al criterio externado en dicho auto, al igual el Ministerio Público está constreñido a formular conclusiones con respecto al delito o delitos precisados en el mencionado auto, mismos que fueron materia del proceso, es decir, que la actuación del Ministerio Público en las conclusiones se reduce a plantear si se acreditó el delito que fue materia de la instrucción y solicitar su sanción. Por lo que el Ministerio Público y el juzgador, cuando varíen en conclusiones acusatorias o sentencia, el delito señalado en el auto de formal prisión el cual fue materia del proceso, contravienen el mandato constitucional antes señalado, violando garantías en perjuicio del procesado.

Séptima. La inobservancia de algunas de las exigencias procesales como lo son la oportunidad de defensa y probatoria, están consideradas por la Ley de Amparo en sus artículos 159 y 160, como privación de defensa en perjuicio del quejoso o gobernado, pero incongruentemente la Ley de Amparo contiene un grave error de técnica jurídica en el segundo párrafo de la fracción XVI del artículo 160, en razón a que tal precepto prevé una serie de supuestos mediante los cuales se priva de defensa a un quejoso o gobernado sometido a procedimiento penal, y en el párrafo de la Ley de Amparo en cuestión se prevé la posibilidad de que al quejoso le sea vulnerado la garantía de defensa y por consiguiente se violan las leyes del procedimiento, en virtud de que dicha disposición determina que el delito señalado en el auto de formal prisión por el cual se llevó a cabo el proceso, puede reclasificarse en conclusiones acusatorias o sentencia de fondo, ello implica que el quejoso o gobernado jamás podrá ejercer acto de defensa tendientes a combatir la nueva figura delictiva que esta reclasificación entraña, ya que tal garantía se hace efectiva únicamente en el período de instrucción y no en conclusiones o sentencia.

Octava. El párrafo de Ley de Amparo en cuestión, viola el principio de legalidad al vulnerar las garantías de seguridad jurídica analizadas en el capítulo respectivo, por lo que la fundamentación y motivación que se realicen  con respecto a dicha disposición no podrán ser congruentes lógica y jurídicamente, ya que no puede existir una adecuación entre ambos (fundamentación y motivación) en razón a que lo previsto en el párrafo de la Ley de Amparo se contrapone a los preceptos constitucionales que consignan las garantías, mismas que fueron analizadas en el capítulo respectivo de este trabajo.

Novena. La garantía del lítis cerrada, está prevista en el segundo párrafo del artículo 19 Constitucional, dicho precepto establece “todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión”, esta garantía reviste un doble aspecto, conforme a ella dicho auto debe precisar los hechos que se le imputan al procesado  y la clasificación jurídica que el juzgador atribuye a esos hechos, es decir, su nomen juris. El segundo párrafo de la Ley de Amparo materia de esta investigación enclavado en error de técnica jurídica prevé la situación de que la clasificación de los hechos expuestos en el auto de formal prisión puede ser variada en sentencia o en las conclusiones acusatorias del Ministerio Público, en cuyo caso la sentencia contemplará esta última clasificación, tal disposición implica violaciones a las garantías consagradas en el precepto constitucional antes citado, en razón a que el cambio de clasificación hecha por el Ministerio Público al formular conclusiones acusatorias, invade la facultad exclusiva del juzgador por una parte y por la otra el momento para hacer tal reclasificación es el auto de formal prisión y no en sentencia o conclusiones, estas violaciones tienen como efecto dejar en estado de indefensión al procesado, ante una imputación que viene a parecer hasta las conclusiones o sentencia.

Décima. La Constitución federal debe ser cumplida y observada, voluntaria o coercitivamente, es por eso que la misma ley fundamental prevé su autodefensa al instituir  en ella un mecanismo jurídico de control, para volver a los causes constitucionales los actos de autoridad violador de los preceptos constitucionales. No basta la consignación de normas fundamentales en un documento supremo como lo es la Constitución Federal, para que se limiten los excesos del poder estatal, es necesario que tales normas como limitantes en la actividad de las autoridades, están garantizadas por un medio de control, siendo este último el juicio de amparo.

Décima primera. La institución del principio de supremacía en la Constitución Federal, reafirma que dicha norma suprema es la base y fundamento de toda estructura jurídica del estado, es la fuente de validez formal y por ende de legalidad de todas las leyes secundarias u ordinarias que conforman el sistema jurídico, por lo que el párrafo de la Ley de Amparo en estudio, como norma secundaria emanada de la ley suprema no debe oponerse a los preceptos constitucionales, si tal oposición es verificada, es susceptible de ser declarado nulo o inválido, por la vía jurisdiccional que el ordenamiento constitucional establece.

Décima segunda. La inconstitucionalidad del segundo párrafo de la fracción XVI del artículo 160 de la Ley de Amparo, es una calificación producida al ser vulnerada las garantías individuales mediante un acto de aplicación de tal disposición, dicha aseveración se deduce en razón a que el criterio adoptado por la Constitución Federal en la fracción I de su artículo 103, para proceder a declarar por la vía jurisdiccional inconstitucional una ley o acto es precisamente cuando estos violen las garantías individuales consignadas en los preceptos constitucionales. El criterio antes mencionado deriva de un simple juicio lógico, proveniente de la comparación o contraste entre el acto de aplicación del párrafo de la Ley de Amparo impugnado y el texto de la Constitución donde se consigna las garantías individuales, si existe contradicción entre ambos, el párrafo de la Ley de Amparo o acto de su aplicación deben ser declarados inconstitucional y por consiguiente prevalece el texto de ley fundamental                                      

PROPUESTA

A manera de solución, de las consecuencias jurídicas que el segundo párrafo de la fracción XVI del artículo 160 de la Ley de Amparo entraña, proponemos su Derogación, con ello se evitará la violación a las leyes del procedimiento y la afectación de las defensas del quejoso o gobernado.

JUAN MANUEL AMPARO LARA

PROPUESTAS DE NUEVA LEY DE AMPARO.

LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

Capitulo I

Disposiciones Fundamentales

Pensamos que entre las finalidades de la elaboración de una nueva ley de amparo, es la de evitar el crecimiento excesivo de órganos jurisdiccionales, por la carga de trabajo de los mismos, para lo cual es menester crear un procedimiento más eficaz para una mejor tramitación del juicio. Por lo anterior nos permitimos hacer algunas observaciones sobre el proyecto de nueva ley, a la luz de los inconvenientes que se aprecian, y que repercutirían necesariamente en el procedimiento llevado ante este tipo de órganos jurisdiccionales.

ARTICULO 1°.- Estimamos un tanto equívoco el limitar la protección federal contra actos violatorios de los tratados internacionales ahí plasmados, porque dentro del ámbito de vigencia de la ley se podrían suscribir algunos otros nuevos tratados, que quedarían excluidos al interpretar dicho artículo a contrario sensu además no debe pasar desapercibido que de acuerdo con nuestro sistema jurídico la constitución y los tratados internacionales celebrados por México serán la Ley Suprema, lo cual, se encuentra protegido precisamente por la ley de la materia, por lo que se considera debería quedar el artículo en comento resumido a la protección del individuo contra actos violatorios de las garantías constitucionales y de los tratados internacionales celebrados por México.

Capitulo II

Capacidad y Personería

ARTICULO 4°.- Se está de acuerdo con el comentario de Burgoa en el sentido de que el artículo 4°, fracción III inciso b), última parte, le falta agregarse al tercero, a aquél que tenga interés jurídico contrario al tercero, porque el proyecto se limita a establecer que será tercero interesado y tenga interés contrario al quejoso, debiendo agregarse la palabra jurídico para el efecto de no quedar ambigua la idea.

ARTICULO 7°.- En este artículo quedan confusos los casos en que la federación, los estados, el Distrito federal los municipios, o cualquier persona moral pública, pueden solicitar el amparo, se estima que la denominación correcta en lugar de la contenida en el proyecto es en aquéllos casos en que dichas autoridades actúan con el carácter de persona particular, cuya actuación se rige por la reglas del derecho común, de acuerdo con las actitudes del Estado frente a los particulares.

ARTICULO 9°.- Dice el proyecto que la representación del quejoso y el tercero interesado se acreditará en los términos previstos en esta ley y en las demás aplicables, siendo inexacto porque no se distingue si por aplicable debe entenderse al Código federal de Procedimientos Civiles, como supletorio o a la ley que rija el acto, considerando que debe prevalecer como texto, que dicha cuestión se acreditará conforme a esta le y de acuerdo con la ley del acto reclamado.

Capitulo III

Plazos

ARTICULO 16.- En relación al contenido de este artículo se puede observar que los plazos se amplían considerablemente en favor del agraviado, lo cual ocasionaría una carga excesiva de trabajo para los Juzgados de Distrito. 

Capitulo IV 

Notificaciones

ARTITULO 23.- Se considera que la aplicación del mismo traería como consecuencia el retraso en el trámite en el Juicio de Amparo, ya que la Actuaría contaría con mayor tiempo para la notificación de los autos, pero ocasionaría el retraso en el trámite del Juicio de Amparo.

ARTICULO 46 fracción II.- Contempla que cuando el domicilio señalado de la persona a notificar no se encuentre en el mismo lugar en que resida el órgano jurisdiccional de amparo, la primera notificación se hará por exhorto o despacho en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. En el exhorto o despacho se requerirá que se señale domicilio en el lugar del juicio con apercibimiento que de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aún las personales se practicarán por lista; lo cual conlleva a un trámite más tardado trayendo consigo más carga de trabajo para el área respectiva.

Con las Reformas, el Juicio de amparo que se considera de naturaleza sumaria, ya no lo sería, pues su tramitación será como un juicio ordinario, ya que se amplían los términos para la presentación de la demanda, los plazos para poder notificar a las partes, retrasándose de esta forma el trámite del mismo, trayendo como consecuencia inmediata el rezago y la carga de trabajo en los Juzgados de Distrito. Por lo tanto no consideramos que sean pertinentes dichas reformas. 

TITULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capitulo I

El Amparo Indirecto

Sección Primera

Procedencia y Demanda

ARTICULO 109.- Respecto al segundo párrafo de este artículo se desprende que se deberán expedir las copias cuando el amparo se solicite vía telegráfica; pero se aprecia que en los artículos anteriores NO se establece la presentación de la demanda vía telegráfica, ni los requisitos que ésta deberá tener.

ARTICULO 113.- En relación a este precepto se aprecia que la fracción I, así como la fracción IV sería redundante, en virtud de que en la primera se refiere a una irregularidad, y en la última a que no se exprese con precisión el acto reclamado, por lo que se estima podría estimar que en este caso sería una irregularidad, por lo que se propondría que la fracción IV desapareciera.

Respecto al último párrafo del precitado artículo, se aprecia que si no se da cumplimiento a la prevención en el término concedido para tal efecto, se tendrá por no presentada. Siendo la terminología correcta tener por no interpuesta la demanda, asimismo se estima que al ampliar el término para aclarar la demanda de tres a cinco días, se incrementará notablemente el número de auxiliares en trámite.

Sección Tercera

Suspensión del Acto Reclamado

ARTICULO 134.- Establece que la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aún cuando sea recurrido pero dejará de surtirlos si el quejoso no otorga, dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación la garantía fijada.

El texto no hace distinción entre la suspensión provisional y la definitiva, con la que se pudiera entender que va enfocado a ambas, sin embargo, en lo que se refiere a la provisional, no es factible respetar dicho término, tomando en consideración que conforme al artículo 136 fracción II, del propio proyecto, la audiencia incidental habrá de verificarse dentro de las setenta y dos horas, y como consecuencia de ello la suspensión provisional será sustituida procesalmente por la definitiva, luego entonces si el quejoso incumplió la obligación de exhibir la garantía, como se dejaría sin efectos la suspensión provisional, si esta ya es jurídicamente inexistente? y por otro lado el quejoso estaría gozando de la suspensión provisional sin prestar la garantía respectiva.

ARTICULO 140.- La disposición contenida en este artículo se puede acatar únicamente cuando se trata de autoridades a quienes se haya notificado por conducto del actuario, pero en el caso de las foráneas, dónde los acuses de recibo tardan al menos un mes en ser remitidos por la oficina postal, no se está en aptitud de saber si el informe previo fue o no rendido dentro del plazo, pues ello implicaría transgredir los plazos legales en la resolución del incidente de suspensión.

ARTICULO 145.- El criterio que se sustenta, se aparta de la naturaleza y características que son inherentes al incidente de suspensión, en virtud que se está invadiendo lo que es propio del fondo del asunto, toda vez que la restitución del quejoso del derecho violado equivaldría a la concesión del amparo aunque de manera provisional, haciendo a un lado el hecho de que el vocablo suspender quiere decir diferir por algún tiempo una acción o una obra y para el caso del amparo, la paralización del acto reclamado, de manera que si no se ha producido no nazca y si ya se inició no continúe, que se paralicen sus consecuencias o resultados, e instituyendo de hecho un incidente no de suspensión sino de restitución.

Segunda Parte

En Materia Penal

ARTICULO 164.- No se está de acuerdo con el contenido del mismo en base a lo siguiente:

Si el Juez de Distrito al conceder la suspensión provisional y definitiva en contra de aquellos actos que importen peligro de privación de la libertad llevada a cabo por virtud de alguna orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, puede dejar en libertad a los quejosos cuando el delito que se le atribuya no sea considerado como grave, estaría sustituyendo atribuciones del Juez del proceso en cuanto a que si el quejoso hubiera obtenido ya el beneficio de la libertad caucional dentro de la causa y este le hubiere sido revocado por causa grave, acudiría ante un Juez de amparo con la certeza de que a pesar de ese antecedente; por virtud de la suspensión será nuevamente puesto en libertad.

Por otro lado se propiciaría un abuso del juicio constitucional, mayor al que impera actualmente, pues se da a los procesados la alternativa de elegir entre la libertad caucional dentro del proceso y la que será efecto de la suspensión, según la que sea mas accesible a sus posibilidades, lo cual mercantilizaría la acción de amparo.

Finalmente, se estima que es inadecuada que no se distinga en el texto si tal situación debe acontecer con motivo de la suspensión provisional o definitiva, y si bien en ambos casos se considera riesgosa la medida, lo es mayormente en la suspensión provisional, la cual en un 95% de los casos se decreta, contando únicamente con los datos que se aportaron en la demanda, lo que puede producir no solo una numerosa evasión de la justicia por parte de los reos, sino una causa de responsabilidad para los funcionarios judiciales, quienes no están en aptitud de conocer las constancias generadoras del acto reclamado y por ende, no estarían en condiciones idóneas para emitir una determinación con tales magnitudes.

TITULO TERCERO

Cumplimiento y Ejecución

ARTICULO 190.- párrafos segundo y tercero.

El artículo que se analiza distingue dos términos para hacer cumplir las ejecutorias en que es otorgada la protección constitucional, de veinticuatro horas y de tres días; para este evento se basa tal precepto en "los casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso"; no se está de acuerdo en que una ejecutoria de amparo que es de ORDEN PUBLICO sea traducida a la urgencia y notorios perjuicios que pudieran sufrir cada uno de los quejosos, pues aunque en la propia Constitución en su artículo 22 y el artículo 17 de la Ley de Amparo actual, distingan los casos urgentes como aquéllos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, azotes, etc., que de consumarse serían de imposible reparación, también es cierto que ¿Quién puede distinguir para qué casos y en relación a qué derechos tutelados sea más urgente se cumpla la sentencia y qué acto causa notorios perjuicios al quejoso que haga se cumpla más rápido una ejecutoria de amparo?; o cuál de éstas ejecutorias tienen mejor derecho de ser cumplimentadas en un tiempo menor, por tanto se sugiere que el texto de dicho numeral rece, en su párrafo tercero: "….se prevendrá a las autoridades responsables para que de inmediato den cumplimiento al fallo de referencia y dentro del plazo de veinticuatro horas informen el cumplimiento dado o las gestiones que han llevado a cabo para tal fin."

ARTICULO 193.- párrafo segundo.

Este precepto legal señala "…si el órgano jurisdiccional de amparo considera que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento, dará "un plazo razonable" para que éste se realice de manera total…"; siguiendo con el mismo contexto del apartado anterior, y de que no pueden quedar al arbitrio incluso del juzgador de amparo, el término en que pueda cumplirse una sentencia que es de orden público, ni mucho menos a procedimientos o leyes comunes, pues al evidenciarse una violación a éstas últimas o, en su caso, a la constitución, deben precisarse con exactitud los plazos para que la ejecutoria de amparo quede cumplida y no se permita a las autoridades responsables violar el orden público, por eso, en su caso el precepto antes indicado deberá decir: "…dará un plazo que no exceda de cuarenta y ocho horas para que ésta se…" 

ARTICULO 206.- En este artículo se contemplan las reglas de tramitación del incidente por exceso o defecto en la ejecución de la resoluciones de amparo, el cual en esencia en sus fracciones I y II expresa: que el escrito por el que se solicite el incidente se presentará ante el órgano jurisdiccional que conozca o haya conocido del juicio de amparo con copias para cada una de las partes, con dicho escrito se le solicitará a las autoridades responsables para que rindan su informe en la materia del incidente dentro del término de tres días, y finalmente en su fracción III, señala que transcurrido dicho plazo con informe o sin él, se citará a una audiencia que se celebrará dentro de las setenta y dos horas siguientes y se resolverá en el plazo de cinco días y señala que "En caso de que las partes únicamente hayan ofrecido pruebas documentales se omitirá la celebración de la audiencia."

En efecto, la fracción III del artículo 206 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo que se analiza, indica que, cuando las partes únicamente hayan ofrecido pruebas documentales se omitirá la celebración de la audiencia respectiva, empero dentro de las fracciones que componen el precitado artículo no se indica cuales otras pruebas son admisibles en el presente incidente, pues si bien de conformidad con el artículo 2° del propio proyecto se establece que a falta de disposición expresa se estará a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles, no es menos cierto que dada la naturaleza del incidente que se plantea no todas las pruebas serían admisibles, pues se trata de dilucidar si en efecto la responsable al cumplir con la sentencia de amparo se excedió en el mismo, o bien se trata de un cumplimiento defectuoso, no así de algún nuevo procedimiento; en esas condiciones el artículo 206 que se analiza es omiso al no indicar que otras pruebas además de las documentales serían admisibles en este incidente, pues deja abierta la posibilidad de la admisión de otras pruebas.

TITULO CUARTO

Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad y de Interpretación Conforme

ARTICULOS 220 y 221.- Establecen que la Jurisprudencia podrá formarse por reiteración ya sea del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte con tres sentencias sin ninguna en contrario en diferentes sesiones, con lo cual no se está de acuerdo por ser muy pocos los asuntos en un mismo sentido para poder formular jurisprudencia, para lo cual debería dejarse el criterio que la misma ley en vigor señala de cinco ejecutorias sin ninguna en contrario.

ARTICULOS 232 y 233.- Establecen que cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación establezca jurisprudencia por reiteración la cual se determina la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme a una regla general, respecto de la Constitución Federal, se procederá a ser declaratoria general, lo cual viene a dar fin con el Principio de relatividad de la sentencia ( FORMULA OTERO), lo cual no debe ser permitido, atendiendo a que el juicio es un medio de control constitucional, el cual solo se ocupa de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlas y protegerlas si procediere en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, pues; lo que se quiere es que la jurisprudencia por reiteración, la cual determine que la constitucionalidad se cumpla, entonces no es necesario que se haga una declaratoria general, si no obligar a que se cumpla la jurisprudencia, atendiendo al contenido del artículo 192 de la ley de amparo actual, y no acabar con la formula "OTERO" dado que sí existe jurisprudencia de determinado caso, es obvio que los tribunales tanto federales, como del orden común, tiene que acatarla, y si no lo hacen obligar a su cumplimiento, y no hacer la declaratoria general correspondiente.

A T E N T A M E N T E:

TOLUCA, MEXICO, A 20 DE OCTUBRE DEL AÑO 2000.

LIC.GUSTAVO AQUILES GASCA.

JUEZ PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIAS DE

AMPARO Y DE JUICIOS CIVILES FEDERALES 

EN EL ESTADO  DE MEXICO.

“LA FACULTAD DE INTEGRAR JURISPRUDENCIA POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DE AMPARO”

Ponencia que presenta el Licenciado FERNANDO ARREOLA VEGA, Magistrado de la Quinta Sala Civil del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán, dentro del Congreso Nacional de Juristas para analizar el Proyecto de Nueva Ley de Amparo.

Mérida, Yucatán, Noviembre del 2000.

La ponencia se relaciona con el artículo 215, párrafo segundo, ubicado en el Título Cuarto, Capítulo I, del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, concordante con el artículo 193, ubicado en el Título Cuarto, Capítulo Único, de la Ley de Amparo en vigor.

1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA.

De acuerdo con el segundo párrafo del artículo 215 de dicho proyecto, la jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo  “... es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.

Tales órganos son precisamente, atento el párrafo primero del mismo precepto, “...los tribunales colegiados de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales...”.

Como puede verse, un primer aspecto que destaca de la literalidad del artículo a estudio es el de que la jurisprudencia que llegare a establecer cualquier tribunal colegiado de circuito de amparo también sería obligatoria para todos los demás, pues dentro del concepto “... tribunales colegiados de circuito...” a que se alude en dicho párrafo primero del mismo, encuadran no sólo los tribunales colegiados de circuito de apelación, sino también los de amparo, pese a que estos últimos no guardan entre sí ninguna relación de dependencia o subordinación jerárquica unos con otros, sino que gozan de la misma jerarquía legal y constitucional por lo que concierne a la materia de amparo. Siendo así, es claro que la redacción que de la citada norma jurídica figura en el proyecto, conduce a concluir que los criterios jurisprudenciales que eventualmente integre un tribunal colegiado de circuito de amparo habrán de tener observancia obligatoria para cualquiera de sus homólogos, supuesto que desde luego no se contempla en el vigente -hasta la fecha- artículo 193 de la Ley de Amparo, pues la única jurisprudencia obligatoria para los aún simplemente denominados tribunales colegiados de circuito es la que proviene del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a cuyos órganos aquéllos sí les están subordinados por jerarquía.

El otro aspecto que sobresale de la propia literalidad del dispositivo 215 que nos ocupa, radica en que nada se dice acerca de que la obligatoriedad de la jurisprudencia que llegaren a establecer los tribunales colegiados de circuito de amparo, sólo pudiera tener como ámbito espacial de validez el circuito del tribunal correspondiente, es decir, únicamente su jurisdicción territorial, de lo cual cabe inferir que ese ámbito lo será todo el territorio nacional, pues donde la ley no distingue, no es válido distinguir al intérprete; dándose la circunstancia de que en muchos de los casos, sobre todo en aquellos en que se establece jurisprudencia a la luz de normas generales vigentes en una determinada entidad federativa, tal jurisprudencia no puede ser apta para  resolver controversias que deban dirimirse con base en normas generales vigentes en otra entidad, que no guarden similitud con aquellas que inspiraron la integración de determinada tesis jurisprudencial.

2. JUSTIFICACIÓN DE LA PONENCIA.

Con relación al primero de los aspectos mencionados, consideramos que la redacción del párrafo segundo del artículo 215 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo debe corregirse, para ahora establecer con toda precisión que la jurisprudencia que llegaren a integrar los tribunales colegiados de circuito de amparo sólo podrá ser obligatoria para los tribunales colegiados de circuito de apelación, los juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales. Luego, por exclusión, deberá entenderse que no lo será para la Suprema Corte de Justicia de la Nación ni tampoco para sus homólogos, en aquel caso, por ser el Máximo Tribunal de la República su superior jerárquico, y en éste, porque todos los tribunales colegiados de circuito de amparo guardan entre sí idéntica jerarquía constitucional y legal, o sea porque su situación de paridad no permite que cualesquiera de ellos quede obligado a observar la jurisprudencia proveniente de ninguno de los demás, tan es así, que los conflictos sobre contradicción de tesis que pudieran surgir entre dos o más de ellos habrán de ser resueltos justamente por la Suprema Corte.

Mientras que en lo concerniente al segundo aspecto tocado, nuestro respetuoso punto de vista es en el sentido de que también amerita corregirse la redacción del señalado artículo 215 del proyecto, para que en lo subsecuente disponga que dicha jurisprudencia que llegaren a establecer los tribunales colegiados de circuito de amparo nada más obligará a los tribunales colegiados de circuito de apelación, a los juzgados de distrito, a los tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y a los tribunales administrativos o del trabajo, locales o federales, que les estén sometidos a su competencia territorial, tal y como lo prevenía la Ley de Amparo hasta antes de su Decimoséptima Reforma que entró en vigor el 15 de enero de 1988.

Lo acabado de expresar se sustenta en el hecho de que, merced al cada vez más creciente aumento en el número de los tribunales colegiados de circuito de amparo, la multiplicidad de los criterios jurisprudenciales por ellos sustentados sobre determinadas materias son de la más variada índole y, muchas veces, más que orientar la correcta decisión de un determinado asunto, la complican con interpretaciones ajenas sobre todo a las leyes locales vigentes dentro del circuito de amparo de que se trate, provocando incluso el incremento en los conflictos sobre contradicción de tesis que cada año debe decidir la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

3. PROPUESTA.

Bajo este orden de ideas, nuestra propuesta específica radica en que, dejándose intocada la redacción actual del primer párrafo del artículo 215 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, se corrija la del párrafo segundo, de tal suerte que en lo sucesivo dicho precepto quede como sigue:

“Artículo 215. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los tribunales colegiados de circuito, los juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

La que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior y que estén sometidos a su competencia territorial, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de dichos tribunales”.

Mérida, Yucatán, noviembre del 2000.

LIC. FERNANDO ARREOLA VEGA,
Magistrado de la Quinta Sala Civil del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán

PONENCIA PRESENTADA POR EL MAGISTRADO CARLOS ARTEAGA ALVAREZ INTEGRANTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO, EN RELACION CON EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

TITULO SEGUNDO

CAPITULO I

EL AMPARO INDIRECTO

SECCION PRIMERA

PROCEDENCIA Y DEMANDA

El artículo 106 del Proyecto de la Ley de Amparo en su fracción IV, establece lo siguiente: 

“Artículo 106. El amparo indirecto procede:...”

“IV. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido.”

“Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, entendida como aquélla que aprueba o reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o declara la imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, pudiendo reclamarse en la misma demanda las violaciones cometidas durante ese procedimiento que hubieren dejado sin defensa al quejoso y trascendido al resultado de la resolución.”

“En los procedimientos de remate la última resolución la constituye aquélla que lo apruebe o desapruebe, en cuyo caso se harán valer las violaciones cometidas durante ese procedimiento en los términos del párrafo anterior;”

Como se advierte, en la propuesta de reforma se está incluyendo el significado de la expresión “última resolución”, adoptando el criterio sustentado en la tesis aislada número P.LVII/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 16, Tomo V, abril de 1997, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto siguiente:

“AMPARO INDIRECTO. SIGNIFICADO DE LA EXPRESION "ULTIMA RESOLUCION", A QUE SE REFIERE EL PARRAFO SEGUNDO DE LA FRACCION III DEL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE AMPARO. El artículo 114, fracción III, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, exige para la impugnación de los actos dictados en un procedimiento de ejecución de sentencia, como presupuesto de procedencia de la vía indirecta, que se reclame la última resolución dictada en dicho procedimiento. Este requisito persigue, de conformidad con la exposición de motivos de la ley citada, evitar abusos del juicio de garantías, lo que se obtiene si la procedencia de éste contra violaciones sufridas en la ejecución de una sentencia, se limita a la impugnación de la "última resolución" que se dicte en esa fase ejecutiva, resolución que debe ser entendida como aquella en la que se aprueba o reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o se declara la imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 113 de la legislación invocada, al que se acude en forma analógica, ante la inexistencia de otro ordenamiento que proporcione una interpretación diferente.”

Sin embargo, estimo que no es prudente la propuesta de incluir en el proyecto de Ley de Amparo, el significado de la expresión “última resolución”, en los términos precisados, en virtud de que en principio dicho criterio, en términos del artículo 192 de la ley en cita, no constituye jurisprudencia y, por ende, no tiene carácter obligatorio, además, el tema de mérito ha generado criterios al parecer contradictorios, pues al respecto existe la denuncia de contradicción número 30/2000-PL., entre las sustentadas por el Tercer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito, pendiente de resolución.

En consecuencia, como nuestro más alto Tribunal no ha definido esa divergencia de opiniones, no resulta pertinente afirmar de manera categórica que la expresión “última resolución”, deba entenderse como aquélla que aprueba o reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o declara la imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento.

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a 20 de octubre del 2000.

MAGISTRADO

LIC. CARLOS ARTEAGA ÁLVAREZ

A LA COMISIÓN DE ANALISIS DEL PROYECTO 

A LA NUEVA LEY DE AMPARO.

P R E S E N T E.

En respuesta a la convocatoria realizada con el fin de enriquecer nuestra nueva Ley de Amparo, someto a ustedes los siguientes comentarios, relativos al Título Tercero respecto a sus artículos 199, fracción II; 202 y 203 del proyecto a la Ley de Amparo; así como su reforma relativa en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (Artículo 107 Constitucional fracción XVI, del texto vigente, o fracción XV, conforme al proyecto de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), mismos que se encuadran dentro del:

TEMA 6.

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y SANCIONES.

Los artículos a analizar, los divido en tres secciones, que comprenden:

I. Artículo 199, relativo al Título Tercero, Capítulo III. “Inconformidad” del proyecto a la Ley de Amparo.

II. Artículos 202 y 203, relativos al Título Tercero, Capítulo IV, “Cumplimiento Sustituto”, del proyecto a la Ley de Amparo; y

III. Artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que conforme al texto vigente es el relativo a la fracción XVI, y conforme a texto del proyecto de reformas a la Constitución Federal, es el correlativo a la fracción XV.

I. Antes de iniciar el análisis del artículo 199 del proyecto a la ley de amparo, creo conveniente hacer el siguiente comentario.

El título tercero, propuesto en el proyecto de la ley de amparo, se denomina “Cumplimiento y Ejecución”, el cual consideró que debe ser de la siguiente forma: “Titulo Tercero. Cumplimiento y Ejecución de Sentencias”, ello con la finalidad de delimitar con precisión lo que dicho título regula.

Dicho lo anterior, en cuanto hace al artículo 199, sugiero que este sea adicionado en su fracción II, misma que establece: 

Artículo 199. El incidente de inconformidad procede contra las siguientes resoluciones:

II. Las que declaren que existe imposibilidad material o jurídica para ejecutar la misma u ordenen el archivo definitivo del asunto; y … 

Más sin embargo, sugiero el texto siguiente:

Artículo 199. El incidente de inconformidad procede contra las siguientes resoluciones:

II. Las que resuelvan sobre la imposibilidad material y/o jurídica para ejecutar la misma, así como aquella en la que se determine respecto  a la demostración de la grave afectación a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos pudiese obtener el quejoso, con el cumplimiento de la sentencia de amparo, y en contra de la que ordene el archivo definitivo del asunto; y … 

Justificación de la REforma:

En el artículo 199 del proyecto de la Ley de Amparo, se establecen los supuestos en que procederá el incidente de inconformidad, de los cuales consideró que se hace necesario agregar uno más, que sería el relativo a la resolución a través de la cual el órgano jurisdiccional determina sobre la demostración o no, de que con el cabal cumplimiento de la sentencia de amparo, se causará un grave daño a la sociedad en mayor proporción que los beneficios económicos pudiera obtener el quejoso.

Consideró necesaria dicha adición por lo siguiente, cuando se está en el supuesto de solicitar el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, uno de los presupuestos es que se alegue que de cumplirse la sentencia de amparo, se pueden “causar graves afectaciones a la sociedad o terceros, en mayor proporción que beneficios económicos pudiera obtener el quejoso”  (supuesto establecido en la fracción XVI, párrafo segundo del artículo 107 de la Constitución Federal), ante lo cual el órgano jurisdiccional puede emitir dos resoluciones:

a) La primera en el sentido de declarar que efectivamente, de cumplirse la sentencia de amparo, con ello se causará una afectación grave a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso; o

b) Determinar que no se comprobó que con el cumplimiento de la sentencia, se puedan causar mayores perjuicios a la sociedad que beneficios al quejoso.

Y cabe preguntarse, que medio de impugnación es idóneo para combatir dicha resolución, (en cualquiera de sus sentidos) o acaso adquiere la calidad de definitiva.

Salvo su mejor opinión, consideró que dada la naturaleza de la resolución combatida, como lo es la emitida por el órgano jurisdiccional que conoció del amparo, en un medio tendiente al cumplimiento de la sentencia de amparo, lo procedente es la inconformidad.

Ahora bien, también consideró oportuno ampliar la procedencia de la inconformidad, para que esta opere en contra de la resolución que resuelva sobre la imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo, pues en el proyecto se propone que únicamente operará la inconformidad cuando se declare que si existe la referida imposibilidad, en donde el interesado en oponer dicha inconformidad será el quejoso, pero que sucede cuando se declara que no existe imposibilidad para cumplir la sentencia de amparo, según el texto que se propone en el proyecto de la nueva ley de amparo, no existe medio legal para combatirlo, dejando con ello sin medio de defensa a la autoridad responsable, quien será el que posea interés en combatir dicha resolución.

II. En el Título Tercero. Capítulo IV. Cumplimiento Sustituto, relativo a los artículos 202 y 203, propongo lo siguiente:

Dichos artículos mencionan: 

Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto, tendrá por efecto, que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al quejoso.

Artículo 203. Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste podrá solicitar o la Suprema Corte de Justicia disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso podrá presentarse en la vía incidental a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se tenga por cumplida.

El órgano jurisdiccional de amparo resolverá lo conducente y en caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.
comentarios:

En el Título Tercero, Capítulo IV, del proyecto a la nueva Ley de Amparo, se propone regular el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, el cual salvo su mejor opinión, se hace de manera deficiente, por lo que propongo la siguiente denominación y texto.

Título Tercero. Capítulo IV. Cumplimiento Sustituto de las Sentencia de Amparo.

Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto, procederá en los siguientes casos:

I. Ante la imposibilidad jurídica y/o material de cumplir cabalmente la sentencia de amparo; y 

II. Cuando la ejecución de una sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso.

Dicho incidente podrá ser solicitado por cualquiera de las partes, a partir de que la sentencia cause ejecutoria y hasta antes de que se tenga por cumplida, o bien, podrá ser solicitada de oficio por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

justificación del texto propuesto.

Sin querer abundar en los antecedentes de esta figura podemos mencionar que existen dos momentos importantes de regulación del incidente de cumplimiento sustituto, la primera, tuvo eco en las reformas de 1980 a la Ley de Amparo, que estableció la posibilidad de abrir un incidente de daños y perjuicios como alternativa de cumplir las sentencias de amparo, cuando existe imposibilidad de cumplir cabalmente la sentencia de amparo, incidente que por error fue colocado en el artículo 106 de la Ley de Amparo, y que en subsecuente reforma de 1984 se sitúo en el artículo 105 (vigente). 

Posteriormente un segundo momento, lo podemos situar con motivo de las reformas de 1994, suscitadas a la Constitución Federal en las que se modificó el artículo 107 fracción XVI, párrafo segundo, para que se contemplara la posibilidad del cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, en los casos de que su ejecución afecte gravemente a la sociedad o terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, misma que podrá operar a petición de parte o de oficio. (Reforma que aún no entra en vigor de acuerdo al artículo noveno transitorio del decreto de reformas aludido).

Ahora bien, de lo anterior se desprende que el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, conforme al sentir del legislador, surge por dos causas plenamente definidas: 

a) Con motivo de la imposibilidad, ya sea jurídica o material, de cumplir cabalmente la sentencia de amparo; y 

b) Cuando de ejecutarse la sentencia de amparo se afecte  gravemente a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso.

Por lo cual, es válido proponer que el nuevo texto de la ley de amparo, regule ambas hipótesis, y no únicamente la relativa a que procede dicho incidente, cuando de cumplirse con la sentencia de amparo, se afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción que beneficios pudiera obtener el quejoso (artículo 203 del proyecto).

Por otra parte, en el texto que someto a su consideración, se propone que se puede solicitar el incidente de cumplimiento sustituto a petición de parte, o de oficio.

Estando legitimado para solicitarlo a petición de parte, cualquiera que haya intervenido en el juicio de amparo, y no únicamente el quejoso (como se propone en el proyecto - artículo 203-), porque dadas las dos hipótesis que propongo para la procedencia en este incidente, es factible, como en la práctica a menudo ocurre, que se alegue por parte de las autoridades responsables, la imposibilidad de cumplir la sentencia de amparo, o bien, por parte de los terceros perjudicados, que de cumplirse con la sentencia de amparo, se causarían graves daños a la sociedad; por lo que se hace necesario tomar en consideración estas situaciones reales.

Asimismo, se propone que el incidente en análisis puede ser solicitado de oficio, siendo la Suprema Corte de Justicia de la Nación el órgano facultado para ello, pues éste al estar en la observancia de algún otro incidente tendiente al cumplimiento de la sentencia de amparo (inejecución, inconformidad, denuncia de repetición del acto reclamado) puede advertir la existencia de algunas de las hipótesis propuestas para la procedencia del incidente de cumplimiento sustituto.

Como texto del artículo 203 propongo:

Artículo 203. El órgano jurisdiccional tan pronto reciba la petición de la apertura del incidente, acordará el inicio del mismo, y dará vista a las partes para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho convenga y aporten las pruebas encaminadas a demostrar la causa legal y/o material que hace imposible cumplir la sentencia de amparo, o bien, los motivos por los cuales se considera que de cumplirse la sentencia de amparo se causará una afectación grave a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso.

Hecho lo anterior, el órgano jurisdiccional dictará resolución dentro de los tres días siguientes. Si fuere en el sentido de que existe imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo, o bien, la demostración de la grave afectación a la sociedad en mayor proporción que beneficios al quejoso, con el cumplimiento de la sentencia de amparo, el órgano jurisdiccional lo  hará saber a las partes, con el objeto de que manifiesten dentro de los cinco días siguientes,  si es su voluntad llegar a un convenio entre ellos para cumplir la sentencia en forma sustituta.

Si las partes no llegasen a un convenio, el órgano jurisdiccional, dará vista a las partes para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho convenga y aporten las pruebas encaminadas a determinar cual medio resulta más viable para cumplir en forma sustituta la sentencia de amparo, seguido ello, dictará la resolución correspondiente, en donde determinará que se cumplirá la sentencia a través de un pago sustituto, en donde la prestación que la sentencia de amparo imponga a las autoridades obligadas al cumplimiento de la sentencia, se convierta en una obligación de dar, misma que puede traducirse, cuando la naturaleza del acto lo permita, en la entrega de un bien similar al que la sentencia de amparo establezca, o bien, a la entrega de una suma de dinero al quejoso.

Cuando se esté en el caso de la entrega de una suma de dinero, como pago sustituto de la sentencia de amparo, el órgano jurisdiccional cuantificará dicha cantidad, tomando en cuenta únicamente el valor económico de las prestaciones de dar, hacer o no hacer, que la sentencia imponga a las autoridades obligadas a cumplir la sentencia de amparo, como si ésta se hubiera realizado puntualmente, sin que incluya conceptos o prestaciones distintas de las comprendidas en la sentencia, como sería el pago de las ganancias lícitas que el quejoso dejó de percibir con motivo del acto reclamado.

En contra de la resolución que determina sobre la existencia de la imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo, o bien, respecto de la demostración de la grave afectación a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos pudiese obtener el quejoso, con el cumplimiento de la sentencia de amparo, procederá inconformidad. Asimismo, en contra de la resolución que dicte el órgano jurisdiccional, para establecer el pago sustituto procederá la queja conforme a lo previsto en el artículo 95 de esta ley.

Si la autoridad responsable no cumple la resolución dictada en el incidente de cumplimiento sustituto, dentro de las veinticuatro horas siguientes en el caso de la fracción I del artículo 205 o en los demás casos dentro de los tres días a que haya causado estado la resolución, el órgano jurisdiccional de amparo remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicándose, en lo conducente, las disposiciones de este título.

JUSTIFICACIÓN DEL TEXTO PROPUESTO.

Para poder explicar los motivos por los cuales propongo esta reforma, es necesario hacer previamente algunas consideraciones históricas.

Como en párrafos anteriores quedó asentado, el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, ha tenido dos momentos importantes, el primero de ellos con la inclusión del mal llamado incidente de daños y perjuicios, regulado por el artículo 105 de la Ley de Amparo vigente, y el segundo momento lo encontramos en las reformas de 1994 a la Constitución Federal en su artículo 107, fracción II, párrafo segundo, (no vigente conforme al artículo noveno transitorio de dicha reforma).

De ambos momentos se observa que el cumplimiento sustituto, tiene como finalidad que en vía alterna (cuando existe imposibilidad de cumplir la sentencia, o, cuando se afecte gravemente a la sociedad, en mayor proporción que beneficios pudiesen causarse al quejoso) se cumpla la sentencia de amparo.

Ahora bien, cuales son esas formas alternas de cumplir la sentencia de amparo; en la actualidad legalmente sólo opera la entrega de una suma de dinero a cambio de la obligación que se le impuso a las autoridades responsables en la sentencia de amparo, (hipótesis regulada en el artículo 105 de la Ley de Amparo, y conocida como incidente de pago de daños y perjuicios).

Pero dicha forma alterna de cumplir la sentencia en la práctica no es la única, ya que se ha utilizado con frecuencia, como forma sustituta de cumplir la sentencia de amparo el convenio realizado entre la autoridad obligada al cumplimiento de la sentencia de amparo y el quejoso, mismo que puede versar sobre la entrega de un bien distinto al establecido en la sentencia de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permite, o bien, pactar la entrega de una cantidad de dinero para transformar la obligación que tienen las autoridades encargadas de cumplir la sentencia de amparo, en una obligación de dar.

Por lo que atendiendo a lo anterior, me parece oportuno tomar en cuenta las dos formas en que se puede cumplir en forma sustituta o alterna, la sentencia de amparo, siendo estas las siguientes:

A) Entrega de una cantidad de dinero a cambio de la obligación que impone la sentencia de amparo a las autoridades obligadas a su cumplimiento, (conocido actualmente como incidente de pago de daños y perjuicios, pero sugiero que se cambie por la locución de pago sustituto); y 

B) El convenio al que las partes (quejoso- autoridades) pudiesen llegar para cumplir en forma alterna la sentencia, en cualquiera de sus vertientes, ya sea pactando la entrega de una suma de dinero, o bien, la entrega de un bien distinto al señalado en la sentencia de amparo.

En atención a lo anterior, consideró oportuno que en la nueva Ley de Amparo, se vean reflejadas las diversas formas en que se puede cumplir en forma sustituta la sentencia de amparo, y no únicamente la entrega de una suma de dinero como se propone en el proyecto (artículo 202)

Ahora bien, en el texto que propongo, no aparece la frase de “daños y perjuicios”, como un medio para cumplir en forma sustituta la sentencia de amparo, sino que aparece en su lugar la de “pago sustituto”, lo anterior porque, como lo ha establecido el Tribunal Pleno de este Alto Tribunal, en la Jurisprudencia por contradicción de tesis 99/97, es incorrecta dicha locución, por lo que se hace indispensable cambiarla por una mas acorde.

Dicha jurisprudencia establece, lo siguiente:

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. REGLAS PARA CUANTIFICAR EL PAGO EN EL INCIDENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS PARA SU CUMPLIMIENTO SUSTITUTO.  El incidente de daños y perjuicios previsto en el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, en cuanto constituye un procedimiento a través del cual se logra el cumplimiento sustituto de la sentencia, no concede al quejoso más que el derecho a obtener una suma de dinero que corresponda al valor económico de las prestaciones de dar, hacer o no hacer que la sentencia imponga a la responsable o a la autoridad encargada de la ejecución, como si ésta se hubiera realizado puntualmente, sin que incluya conceptos o prestaciones distintas de las comprendidas en la sentencia, como sería el pago de las ganancias lícitas que el quejoso dejó de percibir con motivo del acto reclamado (perjuicios), pues la creación de esta vía incidental no obedeció a la intención legislativa de conferir al quejoso una acción de responsabilidad civil por naturaleza distinta de la acción de amparo, sino la de permitir a quienes no han podido lograr la ejecución de la sentencia de amparo, acceder a una situación de reparación equiparable a la de quienes han logrado el acatamiento ordinario del fallo, razón por la cual la cuantificación del pago en esta vía debe efectuarse analizando cuidadosamente la naturaleza del acto reclamado y de la prestación debida por la autoridad, ya que en ocasiones no es fácil distinguir entre el valor económico de esta última y el de otras prestaciones, como sería el lucro dejado de obtener, considerando, por ejemplo, que no es lo mismo acatar una sentencia de amparo concedida en contra de un acto de apoderamiento o destrucción de una cosa, en que la prestación debida es la devolución de la cosa o, en vía sustituta, el pago de su valor al momento de ejecutarse el fallo, que cumplir una sentencia que otorga el amparo en contra del cese de un servidor público, en el que la prestación debida es su restitución en el cargo con el pago de los haberes que debió devengar o, en vía sustituta, el pago de tales haberes y de una cantidad adicional que represente el valor económico que para el quejoso ocasione ser separado del cargo.

Ahora bien, asentadas las consideraciones anteriores, es oportuno motivar el procedimiento que propongo para el incidente de cumplimiento sustituto.

En el texto que propongo, establezco dos momentos dentro del incidente de cumplimiento sustituto, el primero de ellos tendiente a la demostración de la dificultad de cumplir cabalmente con la sentencia de amparo, y el segundo a la determinación de la forma en que se cumplirá sustitutamente la sentencia.

El primero de ellos, como se menciona, tendrá por objeto establecer si efectivamente se demuestra alguna de las hipótesis para la procedencia del incidente de cumplimiento sustituto, que como propongo son dos, (ante la imposibilidad jurídica y/o material de cumplir cabalmente la sentencia de amparo; y cuando la ejecución de una sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso). 

Y el segundo momento o fase, correspondería, a que una vez que se haya acreditado la existencia de alguna de las hipótesis para la procedencia del cumplimiento sustituto, el órgano jurisdiccional, determine la forma en que se dará el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo.

La regulación de dos momentos obedece a lo siguiente:

En primer lugar, para que proceda el cumplimiento sustituto, es requisito indispensable, que no pueda ser factible el cumplir la sentencia en los términos en ella propuestos, por lo que se debe primeramente determinar que es imposible cumplir la sentencia de amparo, o bien, que de cumplirse cabalmente se causarían mayores daños a la sociedad, para así poder continuar con el cumplimiento sustituto.

Por lo que en la primera fase, se da la oportunidad a las partes para que demuestren alguno de los supuestos mencionados, en donde se propone otorgar los mismos términos que en los demás medios tendientes al cumplimiento de la sentencia de amparo (la denuncia de repetición del acto reclamado), para alegar lo que a su derecho convenga y aportar las pruebas necesarias para demostrar alguna de las hipótesis establecidas para la procedencia del cumplimiento sustituto.

Ahora bien, en dicha fase el órgano jurisdiccional, una vez que valore las pruebas aportadas, deberá emitir la resolución correspondiente, misma que puede ser en el sentido de tener o no por demostrada la dificultad de cumplir cabalmente la sentencia de amparo, misma que podrá ser combatida a través de inconformidad.

Cabe recordar, que no es nuevo que se establezca un procedimiento que tenga como fin la demostración de una causa que dificulte el cabal cumplimiento de la sentencia, pues aun cuando no se encuentra regulado en la Ley de Amparo vigente, el Poder Judicial Federal a considerado factible dicho medio, como se desprende de la tesis P. XCIV/97, cuyo rubro y texto señala:

SENTENCIAS DE AMPARO. LAS AUTORIDADES RESPONSABLES TIENEN DERECHO A DEMOSTRAR LA IMPOSIBILIDAD DE SU CUMPLIMIENTO.  De la interpretación lógica sistemática de los artículos 104 a 112 de la Ley de Amparo, que consagran el procedimiento mediante el cual la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Jueces de Distrito, pueden constreñir a las autoridades responsables al cumplimiento de las sentencias que conceden la protección de la Justicia Federal, se advierte que el legislador estableció dicho procedimiento obedeciendo a un principio unitario, con propósitos definidos, con espíritu de coordinación y enlace, como lo es el que se acaten los fallos protectores y no, primordialmente, la aplicación de las sanciones a las autoridades remisas; lo que se corrobora con la obligación que establece la ley a cargo de los Jueces de Distrito, o Tribunales Colegiados de Circuito, de hacer cumplir, por sí o por medio de sus secretarios o actuarios, auxiliados con el uso de la fuerza pública, si es necesario, la sentencia constitucional, cuando ello sea jurídicamente posible; con el hecho de la intervención de los superiores jerárquicos, quienes también son responsables del cumplimiento aun cuando no hayan sido señalados como tales en la demanda de amparo, cuya injerencia persigue el propósito de facilitar, por la presión que dicha intervención implica, la ejecución del fallo en los plazos determinados por el legislador; así como del deber de las autoridades sustitutas de las destituidas para cumplir con la ejecutoria; y, por último, con el establecimiento del procedimiento incidental de cumplimiento sustituto de la sentencia. Por consiguiente, si una autoridad, responsable del cumplimiento de una sentencia protectora, manifiesta la imposibilidad material o jurídica del mismo, tiene derecho a que se le dé oportunidad de demostrarlo en forma fehaciente, pues si ello es así el Tribunal Pleno no podría imponer las sanciones a que se refiere el artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que con la separación y consignación de la autoridad, no podría el Juez del conocimiento hacer cumplir la sentencia, ni tampoco lo podría hacer la autoridad sustituta y el único camino a seguir sería, a petición del quejoso, mientras no se reglamente el artículo 107, fracción XVI, constitucional reformado, el pago de daños y perjuicios, o el que el expediente se fuera a reserva, hasta en tanto cambiaran las condiciones o la situación jurídica en el asunto.

Por lo que se hace necesario que la nueva ley prevea dicha posibilidad, para que con ello no sea necesario recurrir a criterios similares al transcrito, pues en la ley se contemplaría la posibilidad de la demostración de la dificultad de cumplir cabalmente la sentencia de amparo.

Ahora bien, como se comentó en línea anteriores, una vez que el órgano jurisdiccional dicta la resolución en que se resuelve sobre la existencia o no de la dificultad de cumplir cabalmente la sentencia de amparo, es posible interponer en contra de ella inconformidad, esto en atención a que dada la naturaleza de la resolución, dicho medio es el idóneo para combatirla, es más, de la lectura del artículo 199 del proyecto de la nueva Ley de Amparo, se aprecia claramente que la inconformidad procederá en contra de las resoluciones que resuelvan sobre el cumplimiento de la sentencia de amparo.

Aunado a lo anterior, y con la finalidad de fortalecer la necesaria existencia de esta primera fase dentro del cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, nos debemos remitir al propio artículo 199 del proyecto de la nueva Ley de Amparo, que en su fracción II, propone que procederá la inconformidad en contra de la resolución que determine la existencia de imposibilidad material o jurídica de cumplir la sentencia de amparo, de lo cual se hace patente que esta dentro de la intención del proyecto de la nueva Ley de Amparo establecer un procedimiento en el cual se resuelva sobre la dificultad de cumplir cabalmente la sentencia de amparo, procedimiento que por omisión no se prevé en el texto del proyecto de la nueva Ley de Amparo, por lo que consideró que deberá ser tomada en cuenta la propuesta que realizo, a fin de que no exista laguna al respecto.

Por otro lado, en el texto que propongo se establece que entre la primera y la segunda etapa (donde se determina la forma sustituta de cumplir la sentencia) se conceda un plazo para que las partes pueden llegar a un convenio, para que decidan la forma sustituta de cumplir la sentencia, misma que puede obrar entre la entrega de un bien distinto al señalado en la sentencia de amparo, o bien, se pacte la entrega de una cantidad de dinero.

Ahora bien, el segundo momento, (determinación de la forma sustituta de cumplir la sentencia de amparo) partiría sólo en el supuesto de haberse acreditado alguna de las hipótesis multialudidas; en donde se establecerá la posibilidad a las partes para que manifiesten lo que a su interés convenga y aporten pruebas tendientes a establecer la forma más viable de cumplir sustitutamente la sentencia, mismas que podrían versar entre el pago con una cantidad de dinero, o bien, cuando la naturaleza del acto lo permita, con la entrega de un bien distinto al establecido en la sentencia de amparo, para que el órgano jurisdiccional resuelva lo conducente, y contra dicha resolución podrá interponerse la queja tal y como lo prevé el artículo 95 del proyecto de la nueva Ley de Amparo.

Por último, propongo que de no cumplirse con la resolución dictada incidente de cumplimiento sustituto, se inicie el incidente de inejecución de sentencia, esto en atención de que como lo ha establecido la Segunda Sala de este Alto Tribunal en la Jurisprudencia 60/99, se seguirá dicho procedimiento para la vigilancia de la resolución recaída en dicho incidente; el rubro y texto de la jurisprudencia es el siguiente:

CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO. SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO ACATA LA INTERLOCUTORIA CON LA QUE CULMINA, DEBERÁ ABRIRSE EL INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA PARA LOS EFECTOS DE LA APLICACIÓN DE LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  El hecho de optar por el cumplimiento sustituto de una sentencia de amparo no desvincula el asunto del procedimiento relativo al cumplimiento de la sentencia ni, en su caso, del incidente de inejecución que tuvo como origen un juicio de amparo que culminó con una sentencia que otorgó la protección constitucional, de lo que se sigue que una vez dictada la resolución en el incidente de cumplimiento sustituto, el Juez de Distrito deberá vigilar que las autoridades responsables acaten y cumplan con exactitud lo que determina en la interlocutoria respectiva y que, en el supuesto de que no se acate, abra el incidente de inejecución de sentencia y remita el expediente a esta Suprema Corte, para los efectos de la aplicación de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución, esto es, para separar del cargo a la autoridad contumaz y consignarla ante el Juez de Distrito que corresponda. Lo anterior se justifica porque el cumplimiento sustituto de una sentencia de amparo es una derivación de la propia sentencia y el acatamiento de ésta, a través de aquél, debe tener plena eficacia, contando con los mismos procedimientos previstos en la Constitución y la Ley de Amparo. Resultaría inadmisible que un quejoso que aceptara ese cumplimiento sustituto -lo que de suyo implica facilitar el cumplimiento de la sentencia-, se viera privado de los mecanismos procesales que la Constitución y la Ley de Amparo tienen establecidos para que las sentencias de amparo se cumplan. Por mayoría de razón esos procedimientos deben operar tratándose de una resolución con la que culmine el incidente de cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo.

III. Ahora bien, debe señalarse, que todas las reformas propuestas para la nueva Ley de Amparo, así como las aportadas por el suscrito, relativas al Título Tercero, cuando hacen alusión a la Constitución Federal, se remiten al artículo 107, respecto a su fracción XVI, misma que conforme al texto vigente es correcto, pero de acuerdo a la propuesta de reformas a la Constitución Federal, la fracción relativa a ello es la XV; misma que señala lo siguiente:

Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

…

XV. Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad y cualquiera otra que con motivo de sus funciones esté obligada al cumplimiento de la sentencia de amparo, será inmediatamente separada de su cargo por la Suprema Corte que le aplicará las penas que correspondan al delito contra la administración de justicia previsto en el Código Penal Federal.

Si el incumplimiento fuere excusable, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia; si la autoridad no cumple en el plazo concedido, procederá en los términos del párrafo anterior. 

Para individualizar la sanción, la Suprema Corte otorgará a la autoridad de que se trate la garantía de audiencia, en los términos que se señale en la ley reglamentaria.

Este procedimiento se aplicará también tratándose del incumplimiento a la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme y de resoluciones que otorguen la suspensión del acto reclamado.

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer de oficio o a petición del quejoso el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso; y 

XVI.- …
Ahora bien, propongo que el último párrafo de la fracción XV, del artículo 107, sea adicionado, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

…

…

…

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer de oficio o a petición de cualquiera de las partes el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, o bien, exista imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo; y 

Lo anterior, con la finalidad de que las propuestas que planteo en este documento, se vean sustentadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que como he explicado, el cumplimiento sustituto, no sólo opera cuando la ejecución de la sentencia de amparo afecta gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, sino que también opera ante la imposibilidad jurídica o material de cumplir cabalmente la sentencia de amparo (como lo prevé el artículo 105 de la Ley de Amparo vigente).

Esperando sean de utilidad las consideraciones expuestas, reciban un afectuoso saludo.

LIC. JESUS ALEJANDRO AVILA GUTIERREZ.

ARTICULO 16, FRACCION IV, DEL PROYECTO 

DE LEY DE AMPARO.

"PLAZOS"

PONENTE: LIC. RODOLFO A. BANDALA AVILA. 

PONENCIA: OMISION QUE PRESENTA EL ARTICULO 16, FRACCION IV, CONTENIDO EN EL CAPITULO III, RELATIVO A LOS PLAZOS O TERMINOS PARA LA PRESENTACION DE LA DEMANDA DE AMPARO, POR LO QUE HACE A LA EXTRADICION..

NUCLEO DEL ARGUMENTO.

El artículo 16, fracción IV, del Proyecto de la Ley de Amparo, no prevé el término para la interposición de la demanda en un caso de extradición, elemento que le resulta necesario al juzgador, en virtud de que ante un caso concreto no sabría a qué ordenamiento legal remitirse, por lo tanto y de acuerdo a la redacción del artículo 16 se propone que en su fracción IV, se precise el término para interponer la demanda de amparo en los casos de extradición, ya que en ella se contemplan los casos de ataque a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro y los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

DESARROLLO DE LA PONENCIA.-

Los actuales artículos 21 y 22 de la Ley de la Materia actual, contienen una sistematización relativa a los términos, señalando en el primero de ellos un aspecto general, lógico, que permite establecer con claridad cuándo se debe presentar una demanda de amparo. El artículo 22 mencionado, siguiendo un método también lógico, logra precisar algunas situaciones particulares que son de mucha utilidad para que el juzgador determine cuando una demanda fue o no interpuesta en tiempo.

La fracción II, párrafo tercero del numeral 22, otorga un término de quince días para promover la demanda de amparo en caso de extradición.

Por su parte, el artículo 16 del Proyecto de Ley de Amparo, correlativo a los numerales antes citados, de manera sintética resume, con mucha claridad el contenido de los preceptos que son su génesis, es decir los actuales artículos 21 y 22 de la Ley de Amparo.

De un examen exhaustivo de este proyecto, se advierte que existe una omisión que al colmarse enriquecería el contenido del artículo 16 fracción IV, si adopta el contenido del artículo 21 de la Ley actual, que establece: "En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero, el término para interponerla será siempre de 15 días". (Reforma del diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro). 

Es decir, la Ley actual contempla el término para la interposición de la demanda de amparo en los casos relativos a los actos de autoridad de la Secretaría de Relaciones Exteriores, tratándose de extradición y el Proyecto de Ley no contiene esa especificación.

En efecto, el artículo 16, fracción IV no prevé el término para la interposición de la demanda en un caso de extradición, lo que resulta necesario para el juzgador, en virtud en un caso concreto no sabría a qué ordenamiento legal remitirse, por lo tanto y de acuerdo a la redacción del artículo 16 se propone que en su fracción IV se precise el término para interponer la demanda de amparo en los casos de extradición.

Lo anterior también encuentra sustento en la circunstancia de que el artículo 14 del proyecto de Ley de Amparo, sí se prevén los actos de autoridad que importen extradición, determinándose con un espíritu proteccionista que podrá hacerlo cualquier persona en nombre del quejoso, aun cuando fuera menor de edad, de tal forma que el Juez procure dictar las medidas suficientes para poner a salvo la integridad del quejoso y lograr su comparecencia.

De tal manera que la forma de subsanar esa omisión, es en el sentido de incluir en la fracción IV del artículo 16 del Proyecto de la Ley de Amparo el caso de extradición y en cuanto al término para presentar la demanda, esto podrá hacerse en cualquier tiempo.

Sólo como cuestión secundaria se hace notar que el capítulo tercero se denomina "Plazos", denominación que aun cuando es novedosa, no logra superar técnicamente, la denominación "término", ya que este último sustantivo contempla lo que en derecho se denomina último momento hasta donde llega o se extiende una cosa, o de la duración o existencia de una cosa; tiempo determinado; hora, día o punto preciso para hacer algo; término el que se encuentra señalado por ley o norma de equiparable obligatoriedad, por lo que se propone que así sea identificado el capítulo en el Proyecto de la Nueva Ley de amparo.

En cambio, el término "plazo" es el que está señalado en ley, reglamento u otra disposición general, pero no da la idea de obligatoriedad como alude el tradicional concepto de "término".

Lo anteriormente considerado nos conduce a formular las siguientes:

CONCLUSIONES.

PRIMERA. Se propone adicionar el artículo 16 fracción IV del Proyecto de la Ley de Amparo, contemplando la figura de la extradición, para quedar como sigue.

"Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I.  …

II.  …

III.   …

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo". 

SEGUNDA. Se estima conveniente sugerir que la denominación "términos" sea la que prevalezca, en lugar del vocablo "plazos" que identifica el capítulo tercero, del capítulo primero del Proyecto de Ley de Amparo 

APENDICE.

La Ley de Amparo vigente en su capítulo tercero, señala en:

"Artículo 21. El término para la interposición de la demanda de amparo será de quince días. Dicho Término se contará desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la Ley de acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos".

"Artículo 22. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

I. Los casos en que a partir de la vigencia de una ley, ésta sea reclamable en la vía de amparo, pues entonces el término para la interposición de la demanda de amparo será de treinta días.

II. Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, o la incorporación forzosa al servicio del ejército o armada nacionales.

En estos casos la demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo. En los casos en que el auto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en un acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero, el término para interponerlas será siempre de 15 días.

En el proyecto de la Ley de Amparo se establece lo siguiente:

"Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo :

I.   …

II.  …

III.   …

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo".

LIC. RODOLFO A. BANDALA AVILA

JUEZ PRIMERO DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES EN EL DISTRITO FEDERAL
PONENCIA EN MATERIA DE IMPUGNACIÓN

DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO

RECURSO DE REVISIÓN.

Dada la estructura y precisión del proyecto en relación con los recursos, según se establece en su introducción y en las normas relativas, estimo la atención a las consideraciones siguientes:

El segundo párrafo del artículo 85 establece: “Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán imponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado”.

Ahora bien, en el punto V de la introducción al proyecto, acerca de “la cuestión más relevante del juicio de amparo tiene que ver con el tipo de interés exigido para solicitarlo.”, se concluye “introducir el sistema intermedio que suele denominarse de interés legítimo”, que “permite constituir como quejoso en el amparo a aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de, o la afectación directa a, un derecho reconocido por el orden jurídico –interés jurídico- o, y aquí está lo relevante, cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación jurídica derivada del propio orden jurídico.”

Como se advierte, fundamentalmente la afectación de referencia no es otra cosa que el agravio recibido por el acto, e incide y constituye la “persona agraviada” en su derecho o la derivación que se indica.

Lo anterior conlleva a que si no se afecta ese derecho o su situación derivada, no puede acceder al juicio constitucional.

Ese derecho o interés legítimo se contempla en el artículo 4º del proyecto, al determinar las partes en el juicio de amparo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero; y el artículo 5º confirma que el juicio de amparo puede promoverse –aunque no dice que sólo- por la persona física o moral a quien agravie la norma general o el acto reclamados.

Del párrafo inmediato anterior se destacan dos situaciones especiales como son que el acto reclamado viole y agravie. Esto es el interés jurídico o interés legítimo. 

Tales circunstancias de afectación y agravio, necesariamente deben ser correlativas para la interposición de los recursos; en consecuencia, en éstos se debe precisar que sólo pueden ser titulares de ese ejercicio jurídico, quienes tengan el carácter de partes en el juicio, pero que los actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 85 transcrito necesariamente les afecte, les agravie, pues carecería de objeto autorizar, por omisión o por falta de claridad de la ley, que cualquiera de las partes interpusiera el recurso cuando no recibieren afectación-agravio alguno, salvo el caso de excepción de la revisión adhesiva, figura similar que no existe en tratándose de los recursos de queja o de reclamación; por tanto, en relación con la última norma invocada, su párrafo segundo debe decir:

“Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado, sólo cuando éstos lesionen su interés legítimo”.

Dada la trascendencia y ahorro de procedimientos inútiles, aún oficiosos, considero que no es ocioso el agregado que se propone a todos los recursos.

Con relación al recurso de queja, debe decirse lo siguiente:

En el inciso a) de la fracción I del artículo 95 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, se prevé la admisión total o parcial de la demanda de amparo; sin embargo, respecto del artículo 83 de la Ley de Amparo en vigor, que contempla la hipótesis en materia de revisión, existen criterios en el sentido de que el desechamiento parcial de la demanda de amparo es materia de queja, según jurisprudencia 40/91, derivada de la contradicción de tesis 26/90, de 8 de enero de 1991, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo VIII-Julio, Tesis P./J. 40/91, página 56, de rubro: “QUEJA. PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA RESOLUCIONES QUE DESECHAN PARCIALMENTE UNA DEMANDA DE GARANTÍAS”;  por tanto, el inciso a) de la fracción I del artículo 95 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, debe decir:  “Las que admitan total o parcialmente, desechen total o parcialmente o tengan por no presentada una demanda de amparo”.

En virtud de que también existen criterios en el sentido de que procede el recurso de queja contra las condiciones en que se conceda la suspensión, según la jurisprudencia 10/92, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Tesis 527, página 346, de rubro: “SUSPENSIÓN PROVISIONAL.  EL RECURSO DE QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA EFECTOS”;  motivo por el que, y toda vez que no se precisa en la sección correspondiente al recurso de queja, del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, debe agregarse un inciso en el que así se anote o, en su caso, adicionar por ese concepto el inciso b) de la fracción I del artículo 95 de dicho proyecto, para quedar como sigue: “b) Las que concedan o nieguen la suspensión de oficio o la provisional, o los requisitos que se establezcan para que surta efectos la misma”.

En cuanto al recurso de reclamación debe decirse lo siguiente:

Para dar cumplimiento al criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis número XCIX/2000, pronunciado en los recursos de reclamación 45/98 y 1/99, de fechas 17 de mayo de 1999 y 3 de abril de 2000, de rubro: “RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE ESE RECURSO CONTRA LOS ACUERDOS DE TRÁMITE DICTADOS POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE, EN ATENCIÓN AL DICTAMEN DEL MINISTRO PONENTE, DECRETAN LA REMISIÓN DE ASUNTOS CUYA COMPETENCIA ORIGINAL CORRESPONDE AL TRIBUNAL PLENO, A LAS SALAS O A LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PARA QUE SEAN RESUELTOS EN DEFINITIVA”, debe agregarse para mayor precisión y comprensión, ese caso de excepción, al primer párrafo del artículo 102 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, para quedar como sigue: 

“Artículo 102.  El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos dictados en el juicio de amparo por el presidente de la Suprema Corte de Justicia, o de sus salas o de los tribunales colegiados de circuito.  Se exceptúa de lo dispuesto, el acuerdo del presidente del Alto Tribunal relativo a los asuntos que originalmente le corresponden al Pleno, y por el cual ordena su remisión a las salas o a los tribunales Colegiados de Circuito para que sean resueltos en definitiva”.

Asimismo, dado lo expuesto al inicio, al segundo párrafo del citado artículo 102 debe agregarse que se trata de parte agraviada la titular de ese ejercicio jurídico.

Por otra parte, debe clarificarse el propio segundo párrafo en cuanto al plazo de interposición del recurso de reclamación, dado que si bien pueden inferirse, mediante reflexión interpretativa,  que pueda ser el de tres días, sería conveniente precisar que éstos son dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada, porque puede dar la impresión su redacción de que, sin precisión del término para interponerlo, sólo se entienda que tres días después de interpuesto se expresen los agravios; situación confusa que llegó a presentarse y dirimirse mediante criterios de interpretación; por tanto, el párrafo segundo del artículo 102 en comento, debe decir:  “Dicho recurso podrá interponerse por cualquiera de las partes que tengan interés legítimo, ante el órgano jurisdiccional correspondiente, dentro del plazo de tres días siguientes al de aquél en que surta sus efectos la notificación del auto recurrido, expresando agravios”.

No obsta a lo anterior la precisión que se hace en el artículo 103 del proyecto de referencia, pues en él se alude al ofrecimiento de pruebas por el recurrente y las demás partes,  y que también se refiere al auto admisorio, con posible repetición o confusión sobre el mismo tema.

En cuanto al artículo 104 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, se indica que el ponente de resolución de un recurso de reclamación debe ser un Magistrado distinto de su Presidente.  De lo expuesto deriva la necesidad de precisar que no obstante ello, el Presidente del Tribunal Colegiado preside la sesión en la que se proponga la resolución a ese recurso, no se le limita su facultad de opinar y votar dicho medio de impugnación; en consecuencia, teniendo ese derecho puede influir su intervención en el resultado de ese asunto;  de lo que puede entenderse que sea o no ponente el presidente, el resultado será el mismo si es él u otro Magistrado el ponente; que si bien se advierte la conveniencia legal de mantener el texto de dicho artículo, el sentido práctico no se afecta sin esa consideración; más aún, debería agregarse a esa norma, precisamente, que el presidente del Tribunal Colegiado, presida con derecho a voz y voto, puesto que sólo lo excluye de ser el ponente; debiendo quedar del siguiente modo:

“Artículo 104. El órgano jurisdiccional que deba conocer  el fondo del asunto, resolverá en un plazo máximo de diez días, debiendo ser ponente un ministro o magistrado distinto de su presidente; sin perjuicio de que presidan la sesión con derecho a voz y voto”.

Monterrey, Nuevo León, a 20 de octubre de 2000

MAGDO. LIC. RAMIRO BARAJAS PLASENCIA

PONENCIA EN RELACION AL PROYECTO 

DE LEY DE AMPARO

TITULO: “INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO”

AUTOR: MAGDO. LIC. MARTINIANO BAUTISTA ESPINOSA.

La materia de la presente ponencia, lo constituye el Capítulo Tercero del Proyecto de Ley de Amparo, intitulado: “CUMPLIMIENTO Y EJECUCION”, pero de manera especifica el Capítulo IV, denominado: “CUMPLIMIENTO SUSTITUTO”, a que se refieren los artículos 202 y 203 de dicho Proyecto.

1. SENTENCIAS DE AMPARO Y SU CUMPLIMIENTO.

1.1. SENTENCIA.

Por sentencia, en términos generales se entiende, la resolución que pronuncia el juez o tribunal para resolver el fondo del litigio, conflicto o controversia; esto es, la terminación normal del proceso. 

En amparo, es la resolución mediante la cual se resuelve la controversia constitucional planteada por el quejoso y en la cual, según el caso, el Juez de Distrito o el Tribunal, determina el sobreseimiento en el juicio, por actualizarse alguna de las causales de improcedencia establecidas en la ley y la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado y, en consecuencia, decide conceder o negar la protección de la justicia federal contra el acto arbitrario de autoridad combatido, una vez analizados los conceptos de violación expuestos por el quejoso y de que estos hubieren resultado fundados o infundados para combatir el acto de la autoridad señalada responsable.

1.2. CLASIFICACION DE LAS SENTENCIAS.

1.2.1. SENTENCIAS DECLARATIVAS.

Son las resoluciones jurisdiccionales que se limitan a reconocer una situación o relación jurídica existente.

1.2.2. SENTENCIAS CONSTITUTIVAS.

Son los fallos en los que el juez o tribunal mediante su facultad resolutora crea o modifica una situación o relación jurídica.

Conforme a la anterior clasificación, podemos asegurar que las sentencias de amparo en las que se decreta el sobreseimiento en el juicio o en las que se niega la protección de la justicia federal solicitada, corresponden a sentencias declarativas; pues en el primer supuesto, se establece la abstención jurisdiccional de conocer el fondo de la litis constitucional planteada y, en el segundo, se determina reconocer valido el acto reclamado, sin imponer la obligación de cumplimentar ningún hecho a cargo de la autoridad responsable.

Por su parte, el cumplimiento o ejecución de una sentencia de amparo se actualiza, en cuanto conceda al quejoso la protección de la justicia federal solicitada; en razón de que, las que niegan el amparo y las que decretan el sobreseimiento en el juicio, por ser resoluciones declarativas, como ya se dijo no constitutivas o sentencias de condena y por tanto, no requieren de cumplimentación.

2. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO.

El término cumplir deriva del latín “complementum”, con el significado de: acción y efecto de cumplir.

Por su parte el verbo cumplir, deviene del vocablo latino, “complere”, que significa llevar a cabo una orden, un deber, un encargo, un deseo, una promesa.

De manera natural y como una consecuencia lógica de la naturaleza jurídica de la sentencia que concede la protección de la justicia de la Unión, implica un deber de cumplimiento para la responsable; pues, una vez que ha sido de su conocimiento la decisión del Tribunal federal de otorgar el amparo solicitado por el gobernado, contra su acto arbitrario, ha de plegarse a lo ordenado en dicho fallo, acatando con puntualidad lo que en el mismo se hubiere resuelto, dando eficacia práctica a lo que la misma ordene.

Tal cumplimiento, además de ser conforme a los lineamientos de la ejecutoria, debe ser puntual y  acorde con los plazos establecidos en la ley. En el proyecto se señalan veinticuatro horas para los casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejosos y de tres días, para el resto de supuestos, diferentes al antes mencionado.

2.1. CLASES DE CUMPLIMIENTO.

El cumplimiento de la resolución de amparo puede darse bajo los siguientes aspectos: Total, Parcial o Nulo.

2.1.1. CUMPLIMIENTO TOTAL.

Esta clase de cumplimiento de la sentencia de amparo, se produce cuando la autoridad responsable se ciñe estrictamente a sus lineamientos, sin apartarse de ellos; ejecuta en el nuevo acto que emite lo que la resolución le ordena.

2.1.2. CUMPLIMIENTO PARCIAL.

Se da dicho cumplimiento cuando la autoridad responsable en aras de resarcir al quejoso en el goce de la garantía violada y en acato a lo dispuesto en la ejecutoria de amparo, en forma defectuosa o con exceso cumple con lo ordenado en la sentencia.

Este tipo de cumplimiento da lugar a la iniciación del incidente por exceso o defecto en la ejecución de resoluciones de amparo, regulado en los artículos del 204 al 207 del Proyecto.

2.1.3. CUMPLIMIENTO NULO.

En esta clase de cumplimiento, la autoridad deja de ejecutar la orden contenida en la sentencia de amparo. Tal incumplimiento puede obedecer a la renuencia justificada o no de la responsable a cumplir con los lineamientos de la resolución, inclusive a evasivas de la misma o a la imposibilidad física o jurídica para cumplir con lo resuelto en el fallo constitucional.

El actuar de la autoridad responsable, según el supuesto en que se ubique, puede abrir la posibilidad de que el quejoso haga uso de la denuncia de repetición del acto reclamado o del incidente de inconformidad regulados en los numerales del 197 al 201 del Proyecto; así como del incidente de cumplimiento sustituto, establecido en los preceptos 202 y 203 del mencionado Proyecto o, al inicio del procedimiento de incumplimiento de sentencia previsto en los artículos 190 a 196.

3. INCUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO.

El desacato de la autoridad responsable, a lo resuelto por el juez o el tribunal en la sentencia de amparo, constituye incumplimiento.

3.1. CAUSAS DE INCUMPLIMIENTO.

Dicho incumplimiento puede obedecer a distintas razones, entre las que pueden presentarse: Indebida notificación a la responsable de la sentencia de amparo; Falta de requerimiento a la responsable, para el cumplimiento de la sentencia de amparo; Repetición del acto reclamado; Imposibilidad física y jurídica en su cumplimiento.

3.1.1. INCUMPLIMIENTO POR INDEBIDA NOTIFICACION A LA RESPONSABLE.

Este se subsana con sólo regularizar el procedimiento, ordenando se notifique en términos de ley a la autoridad señalada como responsable a fin de que tenga conocimiento de la sentencia de amparo y este en posibilidad de cumplir con sus lineamientos reponiendo al quejoso en el goce de su garantía violada.

3.1.2. INCUMPLIMIENTO POR FALTA DE REQUERIMIENTO A LA RESPONSABLE.

Puede ocurrir que se hubiese notificado legalmente a la autoridad responsable, la sentencia en la que se concede al quejoso la protección de la justicia federal y que ésta dentro del término de veinticuatro horas ni de los tres días siguientes a su notificación haya dado cumplimiento a la resolución de amparo, entonces se hará necesario requerir dicho cumplimiento al superior jerárquico de la misma e imponer multa a la autoridad contumaz y, para el caso de que no tenga superior el requerimiento se entenderá con ella misma, como lo dispone el artículo 191 del Proyecto. Para el caso, de que la autoridad, a pesar de los requerimientos hechos, a su superior o a ella misma y las multas impuestas no diere cumplimiento a la ejecutoria de amparo, entonces, el órgano jurisdiccional que hubiere conocido del juicio remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución General de la República en relación con lo establecido en el diverso 196 del Proyecto, esto es, para la separación de su cargo a la autoridad desobediente y para declararla responsable del delito contra la administración de justicia.

3.1.3. INCUMPLIMIENTO POR REPETICION DEL ACTO RECLAMADO.

Otro supuesto en el que se da el incumplimiento de la sentencia de amparo, lo es cuando la responsable en lugar de ceñirse a los lineamientos de la ejecutoria, insiste en emitir el mismo acto declarado inconstitucional y seguir causando la lesión jurídica en las mismas condiciones en que lo hizo con el acto anterior, lo que da lugar a que el quejoso acuda ante el Juez o Tribunal que conoció del juicio de garantías a realizar la correspondiente denuncia, quien resolverá si existe o no la repetición aludida; para el caso de que así ocurra, deberá enviar el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo 192  en relación con lo dispuesto en el numeral 197 del citado Proyecto. Al declarar Nuestro Máximo Tribunal que si existe repetición del acto reclamado, separará a la autoridad de su cargo y lo declarará responsable del delito contra la administración de justicia.

3.1.4. INCUMPLIMIENTO POR IMPOSIBILIDAD FISICA O JURIDICA.

Por imposibilidad física o jurídica, se entiende el acontecimiento material o legal que existe para restituir las cosas al estado en que se encontraban, hasta antes de cometerse la violación de garantías al quejoso, lo que ocurre cuando se ha consumado en modo irreparable el acto combatido, bien durante la substanciación del juicio o a su conclusión, por no haberse solicitado la suspensión del mismo, lo que impide a la responsable volver las cosas al estado que tenían antes de cometerse la violación de garantías individuales, nulificando el acto reclamado y los subsecuentes que de él deriven; pues, no puede perderse de vista que las sentencias de amparo tienen una finalidad práctica y no de simple especulación intelectual, de tal manera que el fallo protector debe producir la restitución al quejoso en el pleno goce de la garantía violada, de tal manera que las cosas se restablezcan al estado que guardaban antes de dicha violación cuando el acto reclamado sea de naturaleza positiva y en el caso de ser negativo, se obligue a la autoridad a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir con lo que la garantía exija. 

Luego, si la responsable no está en condiciones de cumplir con la sentencia de amparo por imposibilidad física o material, previa declaración que de ello haga el tribunal o juez que conoció del juicio constitucional, en relación a las manifestaciones de la responsable de no poder cumplir con la ejecutoria de amparo, se debe declarar de esa manera, a fin de dar lugar a promover por parte del quejoso el incidente de cumplimiento sustituto del fallo protector, incidente que es en si el tema principal de esta ponencia.

4. INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO

En este aspecto, desde hace varios años la legislación de amparo exigía una reforma profunda.

Al tener en mis manos un ejemplar del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pude percatarme del esfuerzo empeñado en cristalizar la aludida reforma.

Mi interés, en el proyecto citado, se centra en el cumplimiento a la sentencia de amparo, cuestión que en la vida real presenta una particular problemática, principalmente, en cuanto a las sentencias amparadoras cuyo cumplimiento material es difícil y a veces imposible y que por lo tanto, requieren de una ejecución sustituta, con el objeto, no de restituir al quejoso en el pleno goce de la garantía violada y volver las cosas al estado que guardaban antes de cometerse la infracción a los derechos públicos subjetivos del impetrante, como lo establece el artículo 75 del Proyecto de Ley de Amparo y que representa su frontera axiológica, sino en subsanar en la mayor medida, el agravio que le hubiere causado el acto arbitrario de autoridad declarado inconstitucional, mediante el pago de los daños y perjuicios sufridos.

Cuando en el juicio de garantías, la cuestión debatida en relación con la violación reclamada o el agravio cometido, consiste en la afectación a la garantía de audiencia o en la infracción a normas procesales, esto es, se trata de violaciones “in procedendo” el cumplimiento de la sentencia en la que se otorgue la protección de la justicia federal consistirá en el respeto a la garantía violada y por ende, en subsanar los defectos procesales en que hubiere incurrido la responsable, concediendo al  agraviado el derecho de audiencia omitido, para que esté en posibilidad de presentar una real y efectiva defensa de sus intereses o, en la reposición del procedimiento a partir del momento procesal en que se hubieren cometido las violaciones a las leyes del procedimiento, que afectaron su defensa y trascendieron al resultado del acto combatido. 

En el caso de que la infracción reclamada consistiere en violaciones “in judicando”, como lo sería una indebida valoración de pruebas, apartándose el juzgador de instancia natural, de las disposiciones que rigen en el caso o, de las leyes sustantivas que rigen el fondo de la controversia; entonces, el cumplimiento de la sentencia amparadora consistirá en dejar insubsistente el fallo combatido y en su lugar la responsable deberá dictar uno nuevo en el que se haga una debida ponderación del material probatorio que obre en autos y en el supuesto de violaciones a las leyes de fondo, la restitución implicará cumplir con lo establecido en las normas jurídicas sustantivas infringidas, realizando en beneficio del quejoso los supuestos, hechos o condiciones que determinan las citadas normas y acatando la situación jurídica que prevén. 

De lo anterior, se aprecia que tratándose del cumplimiento de una sentencia de amparo, el mismo varía según el contenido y la materia de la litis constitucional resuelta; o, de la naturaleza de las violaciones constitucionales declaradas en ella, pero siempre consistirá en invalidar el acto combatido cuando sea de carácter positivo y en restituir al quejoso en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado en que se encontraban antes de dicho acto y, para el caso que sea negativo, obligar a la responsable a actuar en el sentido en que lo señale la ley.

En los ejemplos antes relatados, su ejecución no tiene traba alguna, empero hay casos en que ello resulta difícil, sino imposible y se hace necesario un cumplimiento sustituto, como acontece en el supuesto de que los actos reclamados hubieren sido consumados de modo irreparable y exista imposibilidad física y jurídica de cumplirse a cabalidad la ejecutoria de amparo, conforme a las disposiciones del artículo 75 del Proyecto de Ley de Amparo; por lo que, es indispensable en aras de restaurar el orden constitucional roto, compensar al quejoso, sino restituyéndolo en el pleno goce de su garantía violada, de los daños y perjuicios que el acto declarado inconstitucional le hubiere ocasionado.

Tal cuestión, por derivar del cumplimiento del fallo en el que se concedió la protección de la justicia federal al quejoso, es de vital importancia y trascendencia; sin embargo, en la Ley de Amparo vigente, llama la atención, la manera escueta en que se regula el citado cumplimiento sustituto de la sentencia amparadora.

El tema se encuentra atendido en el último párrafo del articulo 105 de la ley que rige el proceso del juicio constitucional, en los siguientes términos: 

“Artículo 105.-...

El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución”.
Como se aprecia, dicho numeral, al cumplimiento sustituto de una sentencia pronunciada por los órganos jurisdiccionales de control constitucional, en la que se hubiere otorgado la protección de la justicia federal, lo equipara al pago de daños y perjuicios, dejando a la voluntad del impetrante la posibilidad de solicitar esa clase de cumplimiento, cuando de conformidad a lo establecido por el diverso 113 de la precitada Ley de Amparo vigente, no puede archivarse ningún expediente de amparo sin que quede enteramente cumplida la sentencia en la que se hubiese concedido al agraviado la protección constitucional, o apareciere que no hay materia para la ejecución, lo que significa y es congruente con el principio jurídico de que, la ejecución de cualquier decisión jurisdiccional es de orden público y de interés general, por tanto el Estado y la Sociedad están interesados en que las mismas se cumplan en su totalidad; por lo que debe entenderse que es obligación ineludible del tribunal proveer lo necesario para llegar a dicho cumplimiento; consideraciones por las cuales, estimo bienvenida la nueva concepción que del cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, se tiene en el Proyecto de Ley Reglamentaria de los diversos 103 y 107 Constitucionales.

En el proyecto de Ley de Amparo que se comenta, se pretende regular de manera más amplia y precisa tal cumplimiento y, en dos preceptos, se ocupa de ello. 

Dichos numerales lo son los artículos 202 y 203, que disponen:

“Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto, tendrá por efecto, que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al quejoso”.

“Artículo 203. Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste podrá solicitar o la Suprema Corte de Justicia disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso podrá presentarse en la vía incidental a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se tenga por cumplida.

El órgano jurisdiccional de amparo resolverá lo conducente y en caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución”.

Es digno de reconocer el empeño de quienes elaboraron el proyecto de la Ley  de Amparo que se comenta, para establecer reglas más claras que regulen el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, porque en tal actividad, muestran tener un amplio conocimiento sobre la materia y los criterios que nuestro Supremo Tribunal ha emitido al respecto, incluso los incorporan a las normas adjetivas que integran dicho proyecto; pero, no pasa desapercibido, que omiten precisar el procedimiento que ha de seguir el quejoso, tendente a conseguir por parte del juez o tribunal que conoció del juicio de garantías, la declaratoria de incumplimiento por imposibilidad física o jurídica del fallo protector; el término con que cuenta el juez o tribunal, para pronunciar la aludida declaratoria de incumplimiento; señalar en que casos puede darse el cumplimiento subsidiario de la ejecutoria de amparo, los requisitos de procedencia del indicado incidente, las reglas procedimentales necesarias para establecer el monto de la restitución; pues, no basta determinar el efecto del incidente de cumplimiento sustituto y la facultad discrecional del quejoso para promoverlo, es necesario además, que se precise el procedimiento a seguir en la substanciación de tal incidente; los términos para su promoción; la existencia de un período probatorio, dilación dentro de la cual las partes tendrán el ineludible derecho de allegar las probanzas idóneas que acrediten la necesidad de cumplir subsidiariamente la ejecutoria de amparo, el monto o cuantía de los daños y perjuicios con que se dará cumplimiento sustituto a la sentencia de amparo, o en su caso, la improcedencia de dicha ejecución sustituta, el plazo para que el juez o tribunal que conozca del mismo emita su resolución, etcétera; pues no debe perderse de vista, que con dicho incidente se está reparando, de manera subsidiaria, el orden constitucional, roto por el acto de autoridad declarado inconstitucional y al quejoso se le debe permitir ser oído en justicia, para que no se conculque doblemente sus intereses jurídicos, primero por el acto reclamado, después, por un procedimiento mal regulado, del incidente en el que de modo subsidiario se le restituirá en el goce de su garantía violada, mediante el pago de los daños y perjuicios ocasionados con el proceder arbitrario de la responsable.

5. CONCLUSION.

Es pertinente hacer tales precisiones, porque no podemos perder de vista, que estamos frente a la restauración del orden constitucional conculcado por el proceder arbitrario de la autoridad señalada responsable en el juicio de amparo, cuyos actos al ser sometidos al examen de su constitucionalidad, resultaron contrarios a la norma sustento del Estado de Derecho en el que nos encontramos inmersos; circunstancia, que exige una regulación estricta y precisa, a fin de que ningún fallo emitido por los tribunales de control constitucional sea burlado, aún bajo el pretexto de imposibilidad material o jurídica, por haberse consumado de modo irreparable los actos reclamados.

6. PROPUESTA 

En ese sentido propongo: 

1. Que tomando en cuenta lo antes expresado, el Capitulo IV, del Título Tercero, del Proyecto de Ley de Amparo, se denomine: INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO y no sólo CUMPLIMIENTO SUSTITUTO. 

Ello con el propósito de darle la importancia que reviste, proporcionándosele la estructura de un verdadero y autentico incidente.

2. En consecuencia, debe regularse de manera más precisa y puntual, como a continuación se propone:

CAPITULO IV

INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO

Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto, tendrá por efecto, que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al quejoso.

Artículo 203. Será procedente cuando exista imposibilidad física o jurídica para dar cumplimiento a lo ordenado en el fallo protector y siempre que el juez o tribunal que hubiere conocido del juicio haya emitido la correspondiente declaratoria de incumplimiento por imposibilidad material o legal.

La solicitud del quejoso podrá presentarse dentro de los tres días siguientes a que le hubiere sido notificada la resolución en la que se hubiere tenido por incumplida la sentencia de amparo, de la que se dará vista a la autoridad responsable para los efectos de su representación, por un plazo de veinticuatro horas, contadas a partir de que surta efectos su notificación.

El quejoso deberá ofrecer pruebas desde el momento en que presente su solicitud, en relación al monto o cuantía base de su pretensión. 

La autoridad responsable, al contestar la vista, si a sus intereses conviene, igualmente deberá ofrecer pruebas.

Si los medios de convicción aportados por las partes, requieren de preparación y desahogo, esto se llevará a cabo en un plazo perentorio de tres días, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto en que se tenga por desahogada la vista de la autoridad responsable. 

Los autos se pondrán a la vista de las partes para alegatos, los que se formularan dentro del término de las veinticuatro horas siguientes al desahogo de las pruebas.

El Juez o Tribunal del conocimiento, resolverá dentro de los cinco días siguientes a que se tengan por desahogadas las pruebas de las partes, aún cuando las partes no hubiesen formulado alegatos.

Artículo 204. Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, este podrá solicitar o la Suprema Corte de Justicia disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso se tramitará incidentalmente, en los términos del artículo anterior, pero en el supuesto de que la Suprema Corte de Justicia, oficiosamente disponga el cumplimiento sustituto de la ejecutoria de amparo, deberá allegarse los medios de convicción necesarios que le permitan restituir, de manera justa y equitativa, los daños y perjuicios que hubiere ocasionado al quejoso, el incumplimiento de la resolución, de tal manera que su decisión no represente un acto subjetivo sin sustento técnico. 

En ningún caso,  el órgano jurisdiccional de amparo podrá resolver, ni aún en el caso de que proceda, la forma y cuantía de la restitución, si antes no se da intervención al quejoso y a la autoridad responsable, para que manifiesten lo que a su derecho convenga.

LIC. MARTINIANO BAUTISTA ESPINOSA

TÍTULO SEGUNDO, CAPÍTULO I, ARTÍCULO 126.

La problemática que presentaría este artículo en la práctica judicial es el que prevea como requisito para que proceda la suspensión a petición de parte la “apariencia de buen derecho” (FOMUS BONI IURES).

La suspensión es el eje medular en el juicio de amparo, porque a través de esta medida cautelar se impide que se ejecute un acto no sólo que puede resultar inconstitucional sino principalmente cuando de ejecutarse, éste sea de imposible reparación; de esta manera se evita que el juicio constitucional se quede sin materia.

El principio de la apariencia de buen derecho como lo señala la jurisprudencia “SUSPENSION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO.” sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, “exige un presuntivo cálculo de probabilidad, que se hace sobre la existencia del derecho cuya tutela se solicita a los tribunales.”, sin perjuicio de que este principio al resolverse el fondo del asunto no se actualice porque el acto reclamado haya resultado constitucional.

¿Pero que sucede cuando el juzgador no advierte la existencia de probables vicios de inconstitucionalidad en el acto reclamado? No opera este principio.

¿Y si el acto reclamado es de imposible reparación? Entonces como no opera la apariencia del buen derecho debe el juzgador negar la suspensión porque no concurre uno de los requisitos que establece el artículo 126 que se comenta, lo que nos parece inadecuado, porque el principio de la apariencia del buen derecho es de valoración subjetiva no objetiva, por ende, no puede estar comprendido dentro de los requisitos que deben satisfacerse para que proceda la suspensión a petición de parte.

La otra problemática que presenta este principio es que de establecerlo como requisito para que proceda la suspensión provisional o definitiva, se permite en muchas ocasiones que el quejoso goce de un derecho ilegitimo o bien de un derecho ilegal como sucede con los llamados “giros negros” que a través de la suspensión provisional funcionan con autorización que ha sido desconocida por la autoridad que la expidió, es decir, se permitiría que el quejoso pueda fácilmente obtener la suspensión para realizar cualquier actividad sin ajustarse necesariamente a los requisitos que le marque la ley y que en tanto no sea declarados inconstitucional debe acatar. Esto es así, porque desgraciadamente al presentarse la demanda de amparo el juzgador no conoce el acto reclamado, sino sólo en los términos en que se lo hace saber el promovente de la misma, por ello no debe permitirse que un principio tan noble se utilice para gestar el abuso de nuestro juicio constitucional por litigantes que carecen de ética profesional, al establecerse como un requisito para que proceda la suspensión.

De esta manera queda evidenciado que el buen derecho, por apoyarse en apreciaciones subjetivas para su procedencia, debe quedar a juicio del juzgador, pues a él corresponde ponderar la valoración del principio de la apariencia del buen derecho frente al interés público y el interés social.

Propuesta:

Consideramos que la fracción III de este precepto puede quedar redactada en los siguientes términos:

“…III. Que sean de imposible reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El juez de Distrito podrá decretar la suspensión cuando a su juicio opere la apariencia del buen derecho siempre y cuando no contravenga lo dispuesto en la fracción II de este artículo”.

Lic. Rosalba Becerril Velázquez.

INTERES LEGITIMO.

El proyecto de reformas en relación al tema del interés para acudir al juicio de amparo establece:

Artículo 4°.  Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.  Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa.

La introducción al proyecto de reformas expresa como motivo de dicha reforma  lo siguiente: 

"Además del objeto de protección y los efectos de las sentencias, la cuestión más relevante del juicio de amparo tiene que ver con el tipo de interés exigido para solicitarlo.  Hasta ahora, en nuestro país se ha seguido la idea de que para tal efecto es necesaria la existencia de un interés jurídico, identificado con el derecho subjetivo.  Puede ser que en el pasado esta forma de relación entre la situación de las personas y sus posibilidades de acceso a los procesos fuera correcta, toda vez que se pensaba a la sociedad mexicana como altamente homogénea y debidamente representada por los órganos políticos competentes para la expedición de normas generales.  Sin embargo, cuando la forma de representación de la sociedad de nuestros tiempos es la pluralidad política y cuando existe una lucha social para lograr la incorporación al orden jurídico de una serie de demandas sociales, no es posible seguir exigiendo que aquello cuya normativización se está demandando sea el contenido del derecho que se está exigiendo.

La forma de resolver el problema del interés para acudir al juicio tiene que ver, entonces, con la forma en que se vislumbran las posibilidades de acceso a la justicia.  En este sentido, la forma extrema de solución radica en la previsión del interés simple, en tanto permite que cualquiera que tenga un reclamo se presente a juicio y logre la instauración de un litigio.  Esta modalidad presenta, posiblemente, más inconvenientes que ventajas cuando llega a darse de forma generalizada y respecto de cuestiones tan complejas y delicadas como los juicios constitucionales, por lo cual la Comisión estimó que no era conveniente ni razonable proponerlo en el proyecto de ley de amparo.

Frente a la disyuntiva de mantener el sistema en sus términos actuales o abrir las nuevas posibilidades de impugnación, la Comisión propone introducir el sistema intermedio que suele denominarse de interés legítimo.  Se trata de una institución con un amplio desarrollo en el derecho comparado y con algunos antecedentes en el nuestro que, justamente, permite constituir como quejoso en el amparo a aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de, o la afectación directa a, un derecho reconocido por el orden jurídico -interés jurídico- o, y aquí esta lo relevante, cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación jurídica derivada del propio orden jurídico.   Por su amplitud, este criterio de legitimación debe ser considerado a la luz de todas las hipótesis, que puedan llegar a presentarse en el juicio.  Por ello, la Comisión propone acotarlo tratándose de los actos o resoluciones provenientes de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.  En estos casos se están discutiendo las posiciones dentro de un litigio  en el que, en principio, las partes tienen las mismas posibilidades procesales y los mismos medios de defensa, de modo tal que cualquier afectación de ese equilibrio por la postulación de un interés legítimo frente a otro jurídico rompería el equilibrio procesal que siempre es necesario mantener.”

A efecto de estar en condiciones de determinar la procedencia o no de la inclusión de la figura jurídica del interés legítimo en el procedimiento de amparo resulta conveniente definirlo, así como definir las figuras afines al mismo, tales como: interés difuso e interés simple.

Interés jurídico es un derecho reconocido por la ley, el cual se traduce en la facultad o potestad de exigencia cuya institución consigna la norma objetiva de derecho y que supone la facultad correlativa del deber de cumplir dicha exigencia. O lo que es lo mismo, es un interés exclusivo, actual y directo, que persigue el reconocimiento y tutela de ese derecho previsto por la ley, y que tiende a la protección legal, a fin que se resuelva en aptitud de su titular para exigir del obligado su satisfacción mediante la prestación debida.

Interés simple es un derecho consignado en la ley que puede ser provechoso  o benéfico para cualquier persona pero cuya exigencia no puede ser reclamada por el favorecido, dado que el ordenamiento no le otorga la facultad para obtener coactivamente su respeto .   Son los intereses que pertenecen a cualquier miembro de la sociedad, y que se manifiestan en su deseo de que las leyes se cumplan, pero, para los cuales el ordenamiento sólo previene la denuncia o acción popular. Es el caso del articulo 83  de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal que confiere a quienes resultan afectados con construcciones, cambios de uso  o destino del suelo u otros aprovechamientos de inmuebles que contravengan lo establecido en la ley, en su reglamento o en los programas, la acción pública ante la autoridad administrativa con la única finalidad de que ésta revise la situación denunciada, o el artículo 189 y 190 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y de Protección al Ambiente que establecen la denuncia popular.

El interés legítimo   se trata del interés que tiene un individuo o grupo de individuos cuando la administración pública al realizar su actividad en ejecución de las normas realice actos en forma unilateral que lesionen en forma particular a un sujeto o grupo de sujetos que se encuentren dentro de su esfera de ejecución. Se ha denominado también  interés difuso o grupal  cuando afecta a una colectividad indeterminada.  Podemos decir que es el interés propio de las personas que por gozar de una posición calificada,  se ven indirectamente beneficiadas o perjudicadas con el incumplimiento de ciertas reglas de derecho objetivo, bien porque con ello vean obstaculizado el camino para alcanzar ciertas posiciones provechosas, bien porque se vean privadas de las ventajas ya logradas. Diversas normas administrativas conceden a estos sujetos instancias, acciones o recursos para su defensa por ejemplo, los artículos 200 de la Ley Federal de Derechos de Autor que previene la participación de las sociedades de gestión colectiva.

Ahora bien, aun cuando nuestro derecho consagra todas estas categorías de intereses,  para efectos del juicio de amparo únicamente se encuentra protegido el interés jurídico en atención a que este tipo de interés se encuentra estrechamente vinculado con el principio de relatividad de la sentencias de amparo establecido en el artículo 107 de la Constitución que señala que "La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare".  Lo anterior significa que la sentencia que otorgue el amparo y protección de la Justicia de la Unión, tendrá un alcance relativo en la medida en que sólo se limitará a proteger al quejoso que haya promovido el juicio de amparo respectivo, mas no así a personas ajenas al mismo, circunscribiéndose, por tanto, la declaración de inconstitucionalidad al caso concreto. 

Ahora bien, si en un juicio de amparo se permitiera  la acción de inconstitucionalidad a una persona o grupo de personas en defensa de derechos que pertenecen a una comunidad, resultaría imposible la determinación de los efectos de la sentencia, ya que éstos no pueden ser otros que los determinados por la fracción II del citado artículo 107 constitucional y de ninguna manera podría tener efectos generales.

Por otra parte, el juicio constitucional como medio extraordinario de defensa de las garantías individuales de los particulares, únicamente procede contra actos definitivos emitidos por las autoridades responsables con las excepciones que a dicho principio señala la ley.

Por tanto, atendiendo a dicha circunstancia considero incorrecto que se permita el acceso al juicio de amparo respecto del interés legítimo o del interés difuso sin que el mismo hubiese sido analizado por la autoridad administrativa,  por las siguientes razones:

El interés legítimo o difuso por ser una acción de grupo como se mencionó anteriormente rompería con el principio de relatividad de las sentencias de amparo al concederse un amparo respecto de los miembros de una comunidad que no lo promovieron y que posiblemente no estén conformes tanto con la referida promoción como con la resolución correspondiente.    Aunado a que no resulta correcto que el juez de amparo analice de primera mano cuestiones que deben ser analizadas en primera instancia por la autoridad administrativa pues en todo caso es en la administración pública en donde se debiera permitir el acceso a los particulares para reclamar los actos generales que afectan a la comunidad para que sea ésta la que valore en primer término la factibilidad o no de la reclamación, quedando así obligada a emitir una resolución debidamente fundada y motivada la cual se convertirá en el interés jurídico del particular para en su caso acudir al juicio  de amparo .

Lo anterior con la finalidad de: 

1. Preservar el juicio de amparo como medio de defensa de control extraordinario de los actos de la autoridad.

2. Preservar el principio de relatividad de las sentencias de amparo.

Pues al ser la autoridad administrativa la encargada de ejecutar las leyes cuenta con todos los elementos técnicos y conocimientos políticos, económicos y sociales para emitir una respuesta fundada y motivada al particular afectado en sus intereses legítimos, debidamente apoyada en estudios técnicos específicos (sin quedar eximida para ello, por el solo hecho de no contar con los elementos suficientes, pues de ser así tiene la obligación de allegarse de los mismos); constituyendo o generando dicha respuesta el interés jurídico  para después poder acudir al juicio de amparo para ser analizada por el Poder Judicial de la Federación a fin de determinar su legalidad a través del análisis de su constitucionalidad. 

Así las cosas y atendiendo a los motivos y consideraciones expuestas con anterioridad considero que la reforma no debe realizarse en la Ley de amparo sino en la Constitución, a efecto de establecer como garantía individual y social  la defensa de los intereses legítimos ante la autoridad administrativa,  la que aun cuando no se encuentre contemplada en la ley secundaria respectiva deberá respetarse debido a la supremacía de la constitución, estando obligada aquélla a otorgar la garantía de audiencia a todos los sectores que resulten afectados con la reclamación a fin de conciliar los intereses de la colectividad.

Como punto final resulta conveniente referir mi opinión respecto a los motivos formulados por la comisión redactora del proyecto de la Ley de Amparo en relación a este aspecto. 

Considero equivocado que sólo se reserve la figura del interés legítimo para las resoluciones provenientes de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo en atención a que, si bien es cierto que, en este tipo de procedimientos el admitir el interés jurídico rompería con el equilibrio procesal, también lo es que, en la administración pública existen un sin número de actos en donde se llevan procedimientos seguidos en forma de juicio como es el caso del IMPI, la COFECO, la COFETEL, la CONDUSEF, entre otros, por lo que las mismas razones que se aducen para exigir el interés jurídico en los procedimientos seguidos en los tribunales administrativos deben imperar para los procedimientos seguidos en forma de juicio.

Por último, si en algún momento el legislador no consideró oportuno otorgar el interés jurídico en determinado ordenamiento en virtud de las circunstancias económicas, sociales y culturales que regían al momento de la expedición de la ley, es por ello que considero que deberá ser competencia de la autoridad administrativa, que es la encargada de ejecutar las leyes, la que deba ponderar de primera mano el interés legítimo, dada su capacidad técnica y su involucramiento en los problemas sociales, para que una vez  ejercida esta acción, se genere el interés jurídico necesario para la promoción del juicio de amparo.

Desde otro punto de vista considero que la redacción del artículo 4º del proyecto de la Ley de Amparo contiene una redacción imprecisa que otorga al juzgador una facultad de determinar de manera subjetiva los casos de su aplicación al  establecer que se acreditará el interés legítimo cuando:  “...se de la afectación de su esfera jurídica .... en virtud de su propia situación frente al orden jurídico” ¿?

LUZ MARIA DIAZ BARRIGA DE SILVA

JUEZ SEPTIMO DE DISTRITO EN MATERIA

ADMINISTRATIVA EN EL DISTRITO FEDERAL
OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO ELABORADO POR LA COMISIÓN DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO INTEGRADA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

Observación relativa al inciso b) de la fracción III del  artículo 26.

El artículo del proyecto establece:

“Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo  con las siguientes reglas:

(…)

III. Cuando no conste en autos domicilio para oír  notificaciones, o el señalado resulte inexacto:

(…)

b)Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiere señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones  en el juicio de origen.  Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos  a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; y

(…)”

Propuesta:

· Es conveniente la modificación del inciso transcrito, debiendo indicarse de manera expresa la orden de publicación de los edictos en Diario Oficial de la Federación,  por tres veces de siete en siete días,  conteniéndose una relación sucinta de la demanda  con el objeto de  emplazarlo a juicio con los apercibimientos procesales relativos;  y, en caso de que la investigación arrojara indicios de localización en alguna entidad federativa, ordenarse su difusión en el Diario o Gaceta Oficial de ésta,  estableciéndose la gratuidad de la misma; además, de ordenar la fijación y permanencia de dicha publicación en los estrados del juzgado hasta la celebración de la audiencia, anexándose copia íntegra del acuerdo de emplazamiento.

Razones:

a) El que subsista en el proyecto de Ley de Amparo,  la misma determinación para el emplazamiento del tercero perjudicado o tercero interesado en términos del mismo, que actualmente establece la ley,  contraviene una de las intenciones que motiva su reforma,  ya que si en ocasiones se ha considerado que el juicio de amparo es elitista o su acceso es limitado por cuestiones de orden económico, es congruente con la reforma la liberación de esta carga onerosa a los quejosos.

b) El sistema instituido para el emplazamiento del tercero interesado (tercero perjudicado), implica un riesgo de paralización del juicio, ya que si en ocasiones la orden de publicación de edictos a costa del quejoso en dos diarios (Diario Oficial de la Federación y un diario comercial) resulta demasiado onerosa, tal circunstancia podría implicar la decisión de no presentarse a recoger tales edictos,  derivándose un entorpecimiento del juicio en contravención del artículo 157 de la Ley de Amparo, que prevé precisamente el deber de los jueces de evitar la paralización de éstos, y al subsistir tal determinación, sería un obstáculo insalvable por el juzgador para evitar la paralización del juicio

c) La propuesta de gratuidad en la publicación de los edictos que tengan tal finalidad, es además afín con la propuesta de eliminar el sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia, pues se evitaría que una razón de orden económico sea la  causa  de paralización de la prosecución del juicio, dando además factibilidad a la garantía de impartición de justicia en forma pronta y expedita, prevista por el artículo 17 de la Constitución General de la República. 

MANUEL DE JESUS ROSALES SUAREZ

ANALISIS DE LA PROPUESTA DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

COMENTARIOS AL ARTICULO 59, FRACCIÓN VI, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

La norma y  fracción antes citado a la letra disponen lo siguiente:

“Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente:

...VI. Contra normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente de resolución promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas, salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos.”...

Ahora bien, el fin que persigue el proyecto de nueva Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es proporcionar a los ciudadanos mexicanos un instrumento que establezca un sistema de justicia moderno que asegure una pronta, completa e imparcial administración de justicia, que les permita defender sus derechos frente al abuso de poder de las autoridades que integran el Estado de Mexicano en contravención a la Constitución General de la República.

Así tenemos, que el juicio de amparo como medio de control constitucional, también señala causas de improcedencia para evitar el estudio innecesario de cuestiones que no encierran en si alguna violación a las garantías constitucionales del quejoso, entre las que se encuentra la señalada en la fracción VI, del artículo 59, antes transcrito.

Sin embargo, se estima que la ultima parte de la fracción que se analiza que señala como excepción a dicha causa de improcedencia lo siguiente: “salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos.”, debe ser suprimida por no apegarse al espíritu del proyecto de ley. 

Ello en virtud de que, si el propósito primordial de la nueva Ley de Amparo es la pronta y expedita impartición de justicia, este párrafo tendría como consecuencia la proliferación de juicios, provocando un aumento en el número de expedientes que tendrían que resolver los Tribunales Federales con motivo de cada acto de aplicación de la ley que se tachara de inconstitucional.

En efecto, actualmente de la fracción VI del artículo 73 de la Ley de Amparo, se advierte que ésta distingue entre leyes que por su sola vigencia causan perjuicio al quejoso y aquellas que para que se actualice dicho perjuicio se requiere de un acto posterior de aplicación.

Ahora bien, por lo que se refiere a las leyes heteroaplicativas, se colige que no cualquier "acto posterior" de aplicación de la ley puede dar pauta para que el particular impugne su constitucionalidad, toda vez que de una interpretación sistemática de la disposición en comento, es dable concluir que tal "acto posterior" de ejecución o individualización de la ley se refiere sólo al primero y no al segundo o subsecuentes actos de aplicación, ya que considerar lo contrario como lo establece el párrafo que se analiza, originaria como ya se dijo, que por cada nuevo acto de aplicación de la misma ley que ya ha sido combatida en un primer juicio de garantías, se combatiera nuevamente a través de otro juicio de garantías.

Por tanto, en ese sentido los ulteriores actos de aplicación de la ley reclamada, no le dan acción al quejoso para volver a reclamar la inconstitucionalidad de la ley, ya que aceptar la procedencia de tantos juicios de amparo en contra de una misma norma general, por cuantos actos de aplicación existan en perjuicio del mismo agraviado, equivaldría a poner entre dicho la seguridad jurídica de cosa juzgada.

Lo anterior, se halla corroborado con el criterio que ha venido sosteniendo nuestro máximo Tribunal en las diferentes tesis sustentadas en torno a las leyes heteroaplicativas, en las cuales se advierte que el aludido primer acto especifico de aplicación de la ley en ocasiones se da por supuesto y en otras se alude a él de modo explícito, pero en todas ellas se erige en la conditio sine qua non para que proceda la acción en contra la ley que se reclama con motivo de su aplicación concreta en agravio del particular.

En esas condiciones, el suscrito considera necesaria la modificación del ultimo párrafo de la fracción VI, del artículo 56 del proyecto de Ley de Amparo, para quedar como sigue: 

“Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente:

...VI. Contra normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente de resolución promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales y actos de aplicación sean diversas.”

A  T  E  N  T  A  M  E  N  T  E

C. JUEZ SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA ADMNISTRATIVA EN EL DISTRITO FEDERAL.

LIC. MIGUEL ANGEL ZELONKA VELA.

México, D.F. a 20 de octubre de 2000.

OBSERVACIONES RESPECTO DEL PROYECTO 

DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

ARTÍCULO 59, FRACCIÓN XVI.

En el precepto propuesto se reitera casi textualmente lo dispuesto en el artículo 73, fracción XV, de la Ley de Amparo vigente, en cuanto a establecer el principio de definitividad en materia administrativa, cuyas excepciones principales radican en que el recurso o medio ordinario de defensa procedente para impugnar el acto de autoridad, sea susceptible de suspenderlo, sin exigir mayores requisitos que los dispuestos en la Ley de Amparo para la suspensión definitiva, o bien, que el acto carezca de fundamentación, adicionando la hipótesis de que el quejoso sólo alegue violaciones directas a la Constitución.

Se considera que la causa de improcedencia debe desarrollarse en el sentido de que cuando el medio ordinario de defensa contemple la suspensión del acto reclamado (con independencia de los requisitos de su otorgamiento) el quejoso deba agotarlo previamente al amparo. 

Lo anterior, porque la manera en que está redactada la causa de improcedencia en la ley vigente, y que reproduce el proyecto, deja a un análisis comparativo y subjetivo la determinación de si los requisitos previstos para suspender el acto en la ley que lo rige son o no mayores a los establecidos en la Ley de Amparo, situación que ha dado lugar a criterios contradictorios entre Tribunales Colegiados de Circuito acerca de la procedencia del amparo al analizar las hipótesis de suspensión en los mismos medios ordinarios de defensa. 

De aceptarse la sugerencia, se propiciaría mayor seguridad jurídica incluso para los quejosos, pues tendrían la oportunidad de conocer la procedencia o improcedencia del amparo con sólo observar la ley, sin tener que esperar el resultado del análisis, obviamente subjetivo, del juzgador, que pudiese ser contrario a sus intereses y después del trámite del juicio que los colocaría en indefensión para intentar la vía ordinaria de defensa.

Como ejemplo de la inseguridad jurídica que propicia la forma en que está redactada la excepción a la improcedencia analizada, se citan las tesis visibles en las páginas 759 y 131, Tomos VI Octubre de 1997, y XI, MARZO DE 2000, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo los rubros: “JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. POR REGLA GENERAL ES NECESARIO AGOTARLO ANTES DE ACUDIR AL AMPARO, EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN XV DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO.” y “AMPARO. PROCEDE CONTRA COBROS FISCALES SIN NECESIDAD DE AGOTAR LOS RECURSOS ORDINARIOS O EL JUICIO DE NULIDAD, PORQUE EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN EXIGE MAYORES REQUISITOS QUE LA LEY DE LA MATERIA, PARA SUSPENDERLOS.”.

Por cuanto hace al segundo párrafo de la fracción objeto del presente estudio, en cuyo contenido se establece que el promovente del amparo no debe agotar el principio de definitividad “si el acto reclamado carece de fundamentación”, se considera que esa expresión debe ser suprimida, pues, en primer término, su redacción induce a considerar que el juez de amparo deba realizar un análisis del fondo del asunto para determinar si efectivamente se está ante una falta de fundamentación del acto reclamado, y así poder determinar la procedencia o improcedencia del juicio, lo que es contrario a la lógica formal de la sentencia.

Una segunda razón para suprimir la aludida expresión radica en que su sentido queda comprendido con la adición de que no es necesario agotar los recursos ordinarios cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución, por lo que si la falta de fundamentación es una especie del género de dichas violaciones directas, resulta inconcuso que la primera excepción se encuentra inmersa en la segunda, por lo que resulta ociosa su precisión en el texto legal.
LIC. HUMBERTO SUAREZ CAMACHO

JUEZ DECIMO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA

TITULO PRIMERO, CAPITULO I, ARTICULO 77.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 107, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución General de la República, en el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria respectiva, esto es, la Ley de Amparo, la que en su vigente artículo 76 bis, establece las hipótesis en que el juzgador de garantías debe aplicar ese beneficio, mientras que ha sido la labor interpretativa del Poder Judicial de la Federación, a través de la emisión de la jurisprudencia, la que ha determinado el alcance de esta institución, al grado de concluir que consiste en examinar cuestiones no propuestas por el quejoso o recurrente, en sus conceptos de violación o en sus agravios, respectivamente, que conduzcan al conocimiento de la verdad, y puntualizado, que su aplicación opera indistintamente en amparos de legalidad o contra 

leyes.

Cabe destacar que esa suplencia, tratándose de la materia administrativa ha sido identificada por la jurisprudencia en la fracción VI del citado artículo 76 bis de la Ley de Amparo, dentro del término “en otras materias”, requisitada a la satisfacción de la hipótesis de que se advierta que ha habido en contra del quejoso o recurrente “una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”; presupuesto que a su vez ha tenido que interpretarse, en el sentido de que la autoridad responsable haya infringido notoria e indiscutiblemente normas adjetivas o sustantivas que rijan el acto reclamado, de tal manera que afecte substancialmente al quejoso en su defensa.

PROPUESTA.

Dada la vaguedad de la fracción VI del artículo 76 bis de la ley de la materia, debe establecerse otra hipótesis propia, actual y justa para la materia administrativa, pues ha tenido que ser la jurisprudencia la que desentrañó el significado y alcance de la suplencia de la queja deficiente en esta materia, pero dentro de la propia limitación legal que se advierte injustificada, pues, por una parte, la expresión “violación manifiesta”, indudablemente que sólo permite reparar una violación notoria, a todas luces, a flor de piel, etcétera, cuando en realidad, para la justicia no sólo importa la verdad que pueda advertirse a simple vista, sino le interesa la verdad misma, por muy escondida o camuflajeada que se encuentre; de ahí que no existe razón para que frente a una misma violación de garantías se distinga entre la manifiesta y la carente de notoriedad, dado que representan lo mismo para el fin que justifica la existencia del juicio de amparo, que es la protección de los derechos de los gobernados frente a los actos de la autoridad.

Otra razón que pone de relieve la necesidad de modificar el supuesto de aplicación del beneficio de la suplencia en la materia administrativa, se finca en el contenido propio de ésta, que se surte de relaciones no propiamente de coordinación, es decir, en un mismo plano de derechos y obligaciones, sino de supra a subordinación, en las que un particular, en todo momento, se enfrenta a una autoridad que tiene toda la gama de posibilidades para la defensa de sus intereses propios, cuya naturaleza pública no puede justificar un atropello de los intereses particulares; por consiguiente, bastaría que la hipótesis de suplencia tuviera como único requisito para operar, la existencia de una violación de la ley que haya impedido al quejoso desplegar su defensa, pudiendo establecerse un catálogo enunciativo de tales violaciones, entre otras, la ausencia de fundamentación y motivación del acto reclamado, la falta de audiencia, el desconocimiento de derechos, la falta de medios de impugnación, entre otras muchas.  

LIC. ARMANDO CORTES GALVAN

JUEZ NOVENO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA

CONSIDERACIONES RELATIVAS AL ARTICULO 112, DE LA NUEVA LEY DE AMPARO, QUE CORRESPONDE AL ARTICULO 145, DE LA LEY DE AMPARO EN VIGOR.

El artículo 145 de la Ley de Amparo establece:

“El juez de Distrito examinará, ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado.”

Por su parte, el artículo 112, de la Nueva Ley de Amparo dispone:

“El órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto examinará el escrito de demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia la desechará de plano.”

Del estudio comparativo llevado a cabo a tales numerales se advierte, que ambos preceptos contemplan la obligación que tiene la autoridad que conozca de la demanda de amparo de examinar dicho escrito y, de existir causa de improcedencia de modo manifiesto e indudable, desecharla de plano.

Ahora bien, los adjetivos de “manifiesto” e “indudable” han sido definidos en diversas tesis de jurisprudencia en el sentido de que lo manifiesto de la causal se da cuando el motivo de improcedencia se advierte en forma clara y evidente y, lo indudable surge, cuando existe la certeza y convicción de que la causa de improcedencia es operante en el caso concreto, de manera que no deje lugar a duda y, en consecuencia, haga inejercitable la acción de amparo.

Sin embargo, esta determinación de considerar cuando produce plena convicción la causal de improcedencia es una apreciación muy subjetiva que en el caso de los asuntos que se recurren en revisión, al impugnarse el auto de desechamiento de demanda pronunciado por el Juez de Distrito, queda a criterio del Tribunal revisar el estimar cuando se está en el supuesto que señala el artículo 112, de la Ley de Amparo, lo que generalmente da la pauta para que se revoque el auto de desechamiento y se ordene admitir la demanda de amparo a fin de contar con mayores elementos.

Esta conclusión a la que arriba el Tribunal Colegiado en muchos de los casos provoca que se de tramite al juicio de amparo y, agotado el procedimiento, al dictarse la resolución correspondiente, se obtenga el mismo resultado al decretarse el sobreseimiento en el juicio, al ser operante la causal de improcedencia examinada con antelación en el auto de desechamiento; lo anterior, conlleva a señalar que existe una inversión de tiempo en horas – trabajo que no es productiva, lo que se considera se puede evitar si se suprime el concepto de “manifiesto” e “indudable” con el que se califica la operancia de la causal de improcedencia y, en su lugar dejar establecido en el artículo 112, de la Nueva Ley de Amparo, que al examinarse el escrito de demanda y de existir causal de improcedencia debe desecharse de plano la demanda de amparo.

Lo anterior, porque ya existe la obligación para el órgano jurisdiccional que conoce del asunto de que al estimar operante una causal de improcedencia, ésta debe estar plenamente demostrada, conforme a la tesis de jurisprudencia sustentada por la anterior Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 29  tomo 40 de la Séptima Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, que se identifica con la voz de: “IMPROCEDENCIA EN EL AMPARO. DEBE PROBARSE PLENAMENTE Y NO APOYARSE EN PRESUNCIONES”, la cual resulta obligatoria de conformidad con lo establecido en el artículo 215, de la Nueva Ley de Amparo.

LIC. GUADALUPE RIVERA GONZALEZ

JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA

LOS INFORMES DE LAS AUTORIDADES

PUNTO PRINCIPAL DE ANALISIS.- AMPARO INDIRECTO.

DISPOSICIONES ART. 116 Y 140 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

El proyecto contempla en ambos preceptos, que los informes que se rindan fuera de los plazos establecidos, no serán tomados en cuenta.

Situación Actual. Tanto el informe justificado como el previo son tomados en cuenta si son presentados antes de las audiencias constitucional o incidental, no obstante que se hubieran presentado con posterioridad a los plazos establecidos en la Ley de Amparo, siempre que, en el caso del informe justificado, se ponga a la vista de las partes y, por ende, deba diferirse la audiencia constitucional; en relación con el informe previo, se toma en cuenta por el Juez aún si es presentado antes de la celebración de la audiencia incidental. Al respecto, cabe señalar que el contenido de los preceptos 132 y 149 de la Ley vigente permiten al juzgador las prácticas antes anunciadas y se apoyan en diversos criterios entre los que se tienen: “INFORME JUSTIFICADO EXTEMPORÁNEO”; “INFORME JUSTIFICADO FUERA DE TERMINO. NO PRODUCE INDEFENSION DEL QUEJOSO”; “INFORME JUSTIFICADO RENDIDO EXTEMPORÁNEAMENTE. DEBE ADMITIRSE EN EL JUICIO”; “INFORME PREVIO, NO EXISTE OBLIGACION DEL JUEZ DE DISTRITO PARA DAR VISTA CON EL”; e “INFORME PREVIO, SI EL INFORME PREVIO SE RINDIO AL MOMENTO DE LA CELEBRACION DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL, ESTO NO ES SUFICIENTE PARA ORDENAR EL DIFERIMIENTO DE LA MISMA. INTERPRETACIÓN DEL ARTICULO 131 DE LA LEY DE AMPARO”.

Problemática. La disposición contenida en el proyecto de ley obliga al juzgador a dejar de tomar en cuenta informes presentados fuera de los plazos señalados para cada caso, aún si su presentación fuera antes de la celebración de las respectivas audiencias.

En el incidente de suspensión permanece el plazo de veinticuatro horas para que las autoridades rindan su informe previo, sin embargo en ocasiones ese término es insuficiente tomando en consideración que el plazo en comento es para cualquier autoridad local sin importar el tipo de acto, aspecto este último que en ocasiones representa cierta dificultad para que con oportunidad rindan informe las autoridades, cabe decir que estos aspectos no fueron considerados en el proyecto de ley, en atención a que no prevé la posibilidad de ampliar el plazo para rendir informe.

En relación con el informe justificado, el proyecto establece exclusivamente el plazo de diez días para rendir el informe y transcurrido el mismo es categórico como en el caso del informe previo, al decir que no será tomado en cuenta y presumir la certeza del acto reclamado, salvo prueba en contrario, pero sin que exista la posibilidad de ampliar el plazo o de tomar en cuenta el informe siempre que la parte quejosa tenga el tiempo suficiente para controvertirlo; tampoco se apercibe a la responsable con multa en caso de no remitir con oportunidad las constancias necesarias.

Inconvenientes y riesgos. El retraso en la rendición de informes, si bien es imputable exclusivamente a las autoridades responsables, obliga al juzgador a presumir actos que en la realidad no sean ciertos y que incluso puedan tener como consecuencia el otorgamiento de la medida cautelar en forma reiterada sin mas limitaciones que la acreditación del interés suspensional independientemente de la certeza de actos, cuestión que se agrava tratándose de giros negros. En el fondo del asunto, la presunción de certeza, y en consiguiente estudio del acto si bien puede apoyarse en los diferentes medios probatorios existentes, puede darse el caso que no se tomen en cuenta estos últimos por estar integrados al informe, o bien que el Juzgador se convierta en un gestor al tener que solicitar la documentación necesaria para resolver el juicio.

Propuesta. Permitir al juzgador tomar en cuenta informes justificados y previos para resolver las respectivas instancias, tal y como lo prevén las normas actuales y en su caso, imponer sanción a las autoridades por rendirlos de manera extemporánea.

LIC. MARCO ANTONIO BELLO SANCHEZ

JUEZ SEXTO DE DISTRITO EN MATERIA ADMNISTRATIVA

OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO

EN RELACION CON LOS MEDIOS DE PRUEBA.

La lectura integral del proyecto de la Ley de Amparo, permite advertir que existe incongruencia entre lo dispuesto por su artículo 2° y lo estatuido en su artículo 117, segundo párrafo.

En efecto, mientras el primer numeral citado dispone que el juicio de amparo se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece la propia ley y que a falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su defecto, los principios generales del derecho; el segundo de los preceptos invocados refiere que tratándose de las pruebas  testimonial, pericial o de inspección judicial, no serán aplicables para su desahogo las reglas de la ley supletoria.

La incongruencia radica, básicamente, en que en el propio proyecto de Ley de Amparo no existe un capítulo específico que regule ampliamente el desahogo de  las pruebas de que se trata, ya que, tratándose de la prueba testimonial, y la pericial en el proyecto no se señala cómo debe citarse a los testigos, cómo debe recibirse la declaración de ancianos o enfermos, cómo deben estar redactadas las preguntas, qué debe hacer el tribunal en caso de que el testigo deje de contestar alguna pregunta, o bien se promueva la substitución de testigos; los requisitos que deben reunir los peritos, términos para desahogar la pericial, medidas de apremio para ambos, peritos y testigos, y las reglas que se deben seguir para la inspección judicial,  omisiones que evidentemente obligarían  a aplicar en forma supletoria las disposiciones que sobre el particular prevé el Código Federal de Procedimientos Civiles.

En ese sentido, se estima necesario que se permita acudir a la ley supletoria para el desahogo de las pruebas en mención, o bien, reglamentar ampliamente su desahogo en la propia ley de la materia.

Ahora bien, en lo que atañe a la prueba pericial, se advierte que en el artículo 118 del proyecto de la Ley de Amparo, se impone al órgano jurisdiccional que conoce del amparo la obligación de designar el perito o los peritos que estime convenientes para la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que las partes puedan designar uno que se asocie al nombrado por el juez o rinda dictamen por separado; sin embargo, se considera inapropiada la disposición de referencia, por cuanto que la obligación de nombrar perito debe recaer en el oferente de la prueba, sin perjuicio evidentemente, de que las demás partes puedan nombrar el suyo, quedando en todo caso a cargo del juez nombrar un tercer perito sólo cuando exista disparidad en los dictámenes presentados por los otros.

De esa manera, se distribuirán  correcta y equitativamente las cargas procesales de las partes. 

Finalmente, considerando la conveniencia de que los juicios de amparo se tramiten y concluyan con la celeridad debida, se estima necesario reglamentar la facultad del órgano jurisdiccional para desechar  pruebas que ninguna relación tengan con el  asunto o sean inconducentes para el objetivo perseguido. No debe olvidarse que el desahogo de pruebas que a la postre nada tienen que ver con la materia del amparo, demerita el principio de expedites en la impartición de justicia. 

JORGE ARTURO CAMERO 

ALGUNOS COMENTARIOS RESPECTO AL “PROYECTO  DE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS  ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.”

La elaboración del “Proyecto de la Ley de Amparo”, ha implicado no sólo la culminación de una serie de debates de la comunidad jurídica del país, sino también la posibilidad de que, quienes formamos parte activa del Poder Judicial de la Federación,  tengamos un foro en el cual podamos manifestar nuestras inquietudes, en relación con las propuestas contenidas en el proyecto mencionado.

Aprovechando esta coyuntura, nos permitimos hacer llegar estas breves notas, en relación con el “Capítulo II” del Título Quinto del Proyecto, que aparece bajo el nombre de “Responsabilidades y Sanciones”.

Al respecto, estimamos que debe existir una separación, si no por capítulos, si por grupos, en los que se distingan perfectamente las sanciones que corresponden, por un lado, a las partes, por otro a las autoridades y, finalmente y no de manera necesaria en ese orden, a los funcionarios que conocen del juicio de amparo. 

Esta observación se hace, debido a que, aun cuando en principio en el proyecto se intenta seguir un orden en relación con la numeración progresiva de los artículos en los cuales se establece la hipótesis a sancionar, llega un momento en el que ese orden se ve alterado y sustituido con otro, que tiene que ver, ya no con el numérico progresivo, sino con las personas a las que va destinada la multa.

Tal es el caso del artículo 256, en el que se establecen las sanciones en que incurren las autoridades responsables, al realizar diversos actos o incurrir en alguna omisión, que tienen que ver con artículos tales como el 115 y 176, entre otros, del proyecto de mérito, siendo que, en el precepto anterior, o sea en el 255, se encuentran previstas las sanciones que corresponden a los supuestos establecidos en los artículos 235 y 236.

Por lo anterior consideramos que tal vez sea más conveniente adoptar un criterio de organización, que permita seguir una secuencia única a fin de evitar confusiones.

Por otra parte, en cuanto a las sanciones que se deben imponer a las partes, estimamos que la multa prevista en el artículo 238, párrafo segundo, debe suprimirse o, en su caso, actualizarse, en igual medida que en él, se prevé que si el infractor fuera jornalero, obrero o trabajador, la multa no podrá exceder del salario de un día, siendo que la práctica ha demostrado que, aun imponiendo multas como la establecida por el Código Federal de Procedimientos Civiles, en su artículo 59, fracción I, que es de hasta mil pesos, que ya de suyo es obsoleta, las partes son reacias a dar cumplimiento a las determinaciones judiciales, por lo que, aun cuando se trate de las personas a que se refiere el artículo en comento, la multa debe ser aumentada para estar, mínimamente, acorde con la que prevé el artículo aplicado supletoriamente, lo que de alguna manera hará efectivo el objetivo que se persigue con la imposición de sanciones; máxime que esa propia sanción, sería inequitativa para las demás partes en el juicio que no tengan las calidades anotadas, supuesto que para el resto de los quejosos y tercero perjudicados, en los artículos 240 y 241 siguientes, se imponen sanciones de treinta a trescientos días y de cincuenta a quinientos días, respectivamente

En otro aspecto, por lo que se refiere a las sanciones impuestas a las autoridades responsables, en específico, por lo que atañe a las previstas en el artículo 257 y 258, estimamos riesgoso e inadecuado que en el proyecto que se presenta, se pretendan incluir penas privativas de la libertad, ya que, en todo caso, tales sanciones deberán estar incluidas en el catalogo de delitos establecidos en el Código Penal Federal; máxime que no se establece a través de cuál procedimiento deberá imponerse la sanción respectiva.

Finalmente, por lo que hace a las sanciones impuestas a los funcionarios que conocen del juicio de amparo, no obstante que los artículos 263 al 268 del Proyecto, reproducen íntegramente el contenido de los diversos artículos 198 al 203 de la actual Ley de Amparo, consideramos que las sanciones previstas para los juzgadores de amparo, deben ser modificadas.

En primer lugar, estimamos que este tipo de sanciones debe tener por objeto evitar que los juzgadores, incumpliendo con el alto deber que tienen encomendado, antepongan sus intereses personales o de otra clase, a los de las partes en el juicio, siendo que las sanciones establecidas en los artículos mencionados, en lugar de cuidar la imparcialidad, el buen juicio del juzgador y su independencia de decisión, imponen una carga que resulta nociva para el buen desempeño de su actividad jurisdiccional.

Consideramos que la independencia de un juez debe traducirse en la libertad de decisión al afrontar sus resoluciones; independencia interna cuando se ejerce frente a las partes en el proceso que le permite imparcialidad, pero que también debe ejercer hacia el exterior, frente a la propia organización judicial, lo que no ocurre cuando se siente amenazado por la imposición de sanciones tan severas, en caso de error.

Al respecto, queremos hacer especial mención, por lo que se refiere al dictado de la suspensión de los actos reclamados, ya que, por un lado, el artículo 265, establece la sanción que fija el Código Penal Federal, para los Delitos contra la Administración de Justicia, al juez que “no la concediere por negligencia o por motivos inmorales, y no por simple “error de opinión” (aquí cabe señalar que es bastante subjetiva la locución “error de opinión”); y, por el otro, el artículo 266, fracción IV, prevé la misma sanción, para el juez que decrete la suspensión del acto reclamado, aunque sea de manera provisional, y por virtud de ella, se produzca un daño o se conceda una ventaja indebida.

La lectura conjunta de estas disposiciones, hace llegar a la conclusión de que la legislación coloca al juzgador en la calidad de un ser infalible, ya que si se equivoca al conceder la suspensión, comete un delito, pero igual lo comete, si no la concede. 

Estimamos que la redacción de los preceptos referidos, deja de tomar en consideración, variedad de circunstancias que influyen al momento en que un juzgador federal resuelve sobre la suspensión provisional, como pueden ser, el hecho de la inmediatez con que se debe resolver sobre ésta, la vaguedad e imprecisión con que se encuentran redactadas algunas demandas de amparo, la falta de mayores datos que puedan permitir al juzgador formarse un juicio certero respecto de los actos reclamados y de los efectos de la suspensión solicitada.

Resulta importante destacar que no es la intención de esta observación, el que desaparezcan las sanciones para los jueces federales que, con su actuación, cometan alguna clase de deshonestidad o incurran en alguna responsabilidad, no, lo que consideramos es que la redacción de los preceptos referidos, debe ser más explícita en cuanto a los adjetivos utilizados, sin dejar de tomar en cuenta que, lo que se debe castigar, es el dolo o la mala fe y no la simple equivocación humana a que estamos expuestos los juzgadores, pues si, como señaló Calamendrei, “El juez es el derecho hecho hombre”, es claro que, como tales, estamos expuestos a equivocarnos, siempre y cuando esa equivocación no sea producto de algún interés ajeno a la función jurisdiccional.

CLEMENTINA FLORES SUAREZ

TEMA: CUMPLIMIENTO Y EJECUCION DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO.

Hablar del cumplimiento y la ejecución de las sentencias de amparo implica referirse, a mi parecer, al tema central y objetivo del juicio constitucional y, al mismo tiempo, al interés de la sociedad para obtener el restablecimiento del orden jurídico social alterado con la conducta inconstitucional desplegada por la autoridad responsable.

Es por ello que el tema tiene trascendental importancia en la vida del gobernado que obtiene la protección constitucional, pues el cumplimiento y ejecución de los fallos constitucionales es donde el quejoso ve reflejado, objetivamente, el restablecimiento del derecho vulnerado, pues por medio de él se restituyen las cosas al estado que se encontraban antes de la violación, según lo establece el artículo 80 de la Ley de Amparo.

El que presenta la ponencia ha hecho notar en varias ocasiones la extrema necesidad que existe de que en los postulados de la Ley de Amparo se patentice de manera enérgica y definitiva el poder del estado y, que se sancione  eficazmente a la autoridad incumplidora del fallo constitucional, este anhelo, en parte, lo veo plasmado en el proyecto de Ley de Amparo que hoy venimos a comentar en esta reunión nacional de juristas.

Por principio, podemos decir que la redacción del nuevo artículo 190 del proyecto simplifica el texto del 104 de la actual Ley de Amparo, lo cual a mi juicio es benéfico, por que suprime las referencias constantes a las fracciones VII, VIII y IX del artículo 107 constitucional, que aluden al juicio de amparo tanto biinstancial como uniinstancial, lo cual resulta ocioso, si se toma en cuenta que el cumplimiento  y ejecución de los fallos constitucionales se da en ambos juicios en forma idéntica, por lo que es innecesaria la referencia a uno u otro amparo, obteniéndose con ello una clara redacción.

En este precepto se suprime la obligación de que la notificación de la ejecutoria concesoria del amparo deba ser exclusivamente por oficio, como limitativamente lo prevé el artículo 104 ya citado, de manera que en el nuevo proyecto se admite la factibilidad de que se utilice el correo o telégrafo para hacer del conocimiento de la autoridad responsable el otorgamiento de la protección constitucional; sin embargo, en la redacción de este artículo claramente se ve la intención de que el comunicado de la ejecutoria, tanto de manera ordinaria, como en los casos extraordinarios, se lleve a cabo solamente por los medios oficiales, como son el correo, telégrafo, el oficio o la notificación por medio del actuario.

A este respecto es necesario hacer notar, que en la actualidad existen diversos medios de comunicación que de una u otra manera vendrían a agilizar en mayor medida el comunicado urgente de la ejecutoria de amparo, que evidentemente no constituyen servicios públicos que prestan las oficinas de comunicaciones, ni son de carácter oficial de los órganos de justicia, como lo es el fax, el teléfono y el correo electrónico; sin embargo, es necesario pensar en dichos medios como una posibilidad más para la agilización de la notificación de la ejecutoria de amparo, sobre todo en aquellos casos en que está de por medio la libertad personal del quejoso, obviamente que tendría que modificarse las leyes procesales para otorgales valor convictivo a los mismos, tal como en la actualidad se ha venido haciendo en algunas legislaciones de la administración pública federal.

Un aspecto muy importante y que en parte viene a solucionar un añejo problema en los tribunales de justicia, es la modificación del término para que la autoridad responsable cumpla con la ejecutoria de amparo. 

De todos es sabido que el término de 24 horas que establece el artículo 105 de la Ley de Amparo para el cumplimiento de la ejecutoria, constituye un plazo imposible de cumplir. Si analizamos los expedientes de los órganos constitucionales definitivamente vamos a advertir que existen infinidad de comunicados en los que la autoridad responsable angustiosamente le hace saber al órgano constitucional que está en vías de ejecución su sentencia y, concomitantemente, existe también un sin fin de proveídos en los que se le otorga nuevos términos para el acatamiento del fallo, lo que patentiza lo obsoleto que resulta dicho término de 24 horas.

Por ello estimo que es benéfico que, en los casos en que no exista urgencia y no se den notorios perjuicios para el quejoso, se otorgue a la autoridad responsable un término mayor para que cumpla con la ejecutoria de amparo, sobre todo tratándose de procedimientos judiciales en los que el cumplimiento del fallo constitucional implica que la autoridad responsable tenga que celebrar sesión para emitir un nuevo proyecto en cumplimiento de la sentencia, por lo que estimo que el plazo de tres días que señala el proyecto de Ley de Amparo que se comenta, debería modificarse y establecer el de cinco días, pues conceder sólo tres días sería tanto como volver a estar ampliando términos dada la imposibilidad de cumplimiento de los fallos en ese plazo.

Por otro lado, es correcto que en el artículo 190, se establezca el plazo en el que la responsable deba cumplir el fallo constitucional pues, en la actual Ley de Amparo ese término parece ser que no está contenido en ningún dispositivo, ya que en el artículo 104 sólo se señala la necesidad de la comunicación y en el 105 simplemente se hace alusión a que si en ese término no quedare cumplida la ejecutoria de amparo se requerirá al superior jerárquico, por lo que en la propuesta de la nueva ley  atinadamente se busca la coherencia del término del cumplimiento y se ubica en el precepto legal que verdaderamente le corresponde.

En cuanto al requerimiento a la autoridad responsable cuando no quedare cumplida la ejecutoria en el término de 24 horas o tres días, según el caso específico, con la redacción del artículo 191 de la nueva Ley de Amparo, se da punto final a la añeja discusión de las jurisprudencias de la Suprema Corte y de los Tribunales Colegiados, en el sentido de dilucidar si procede o no imponerle multa a la autoridad para el eficaz cumplimiento de la ejecutoria de amparo, estableciéndose la sanción pecuniaria la cual puede ser hasta de mil días de salarios mínimos según el artículo 254 del proyecto.

A propósito de este último precepto deberá hacerse la corrección respectiva dado que contiene una cita errónea de artículos, pues dice que “ la multa a que se refieren los artículos 192 y 193 será de cien a mil días”, cuando el 193 no contiene ninguna sanción y sí el 191, por lo que este precepto deberá estar redactado de la forma siguiente: Artículo 254.- La multa a que se refieren los artículos 191 y 192 serán de cien a mil días.

Esta sanción pecuniaria obedece en mucho a ciertas críticas que se han hecho por la conducta desplegada por la autoridad responsable en el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, pues la abstención del acatamiento del fallo en el término que dispone la ley no es sancionable de manera inmediata sino hasta que se determina por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la aplicabilidad o no de la fracción XVI, del artículo 107 constitucional, por ello es que se dice que podría dolerle más a dicha autoridad la imposición de una multa que el simple apercibimiento de que se va a requerir al superior jerárquico tratándose del primer requerimiento, pues según se dice, esa sanción hará pensar a la autoridad responsable con respecto a si actúo o no con rebeldía. 

El suscrito no comparte la imposición de multas a la autoridad responsable en tratándose del cumplimiento y ejecución de sentencias de amparo, debido a que la fracción XVI, del artículo 107 constitucional establece en forma categórica y definitiva las sanciones que se aplican a la autoridad responsable cuando incumple el fallo constitucional o repite el acto reclamado, por lo que considero que admitir la posibilidad de multar a la autoridad por el incumplimiento primario a la ejecutoria de amparo implica al final imponerle varias sanciones por su conducta omisiva y, si se trata de atemorizar a la propia autoridad, estimo  que basta con hacerle notar la severa sanción a que alude el precepto constitucional de mérito para que la misma sepa a lo que se va a enfrentar si incumple con el fallo concesorio de garantías, tanto más que como se verá adelante, en el proyecto de Ley de Amparo se establece ya un punto trascendental, en el sentido de que no se debe eximir a la autoridad de responsabilidad por cumplir el fallo en forma posterior al requerimiento, por lo que si ya se sanciona a la responsable por el cumplimiento inoportuno, me resulta ilógico pensar que además de ello y tratándose de conductas inexcusables se le separe de su cargo, se proceda penalmente en su contra y además, se le imponga una multa cuyo monto pueda llegar a alcanzar aproximadamente, en el máximo treinta y ocho mil pesos. Ahora si la conducta es excusable, la autoridad tenía entonces razones valederas para omitir el cumplimiento y por ende, tampoco hay razón para imponer la sanción; es demasiado fuerte que por la sola omisión de contestar el primer requerimiento se le pueda imponer la sanción respectiva. 

Como ya se dijo anteriormente, un aspecto que a mi juicio en el proyecto viene a dar un absoluto respeto a las decisiones judiciales, lo constituye el tercer párrafo del artículo 192, al establecer que “el cumplimiento posterior de la ejecutoria, no exime a la autoridad responsable de la responsabilidad derivada de la falta de cumplimiento oportuno”. Con esta nueva disposición del proyecto se cumple la añoranza de los juzgadores de amparo de que se sancione a la autoridad responsable cuando no cumpla los requerimientos que primariamente se emiten para el acatamiento del fallo constitucional.

Esto es, en la actualidad cuando el órgano de control constitucional requiere a la autoridad responsable para que acate la ejecutoria del amparo en 24 horas y esta no dice nada en dicho término, ni tampoco el superior jerárquico de la misma, se envía el expediente a la Suprema Corte de la Justicia de la Nación para que determine la aplicabilidad de la fracción XVI del artículo 107 de la Carta Magna; empero si la autoridad responsable cumple el fallo constitucional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, esa circunstancia hace que se tenga por cumplida la ejecutoria sin que proceda ninguna sanción a la autoridad, se dice que ello es así, en función de que lo que se pretende es que se de cabal cumplimiento al fallo constitucional con independencia del órgano ante el cual cumpla la autoridad responsable.

Esto lo que provoca es que en infinidad de casos la autoridad responsable tenga un verdadero desdén al requerimiento del juzgador de amparo, sabedora de que puede cumplir la ejecutoria, sin ninguna sanción ante la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, provocándose con ello una falta de respeto al requerimiento del juzgador. Lo anterior queda solucionado con la introducción del párrafo antes referido, el cual como ya se dijo, le devuelve el imperio al juez primario en la decisión que emita para que se cumpla el fallo constitucional, ya que la autoridad responsable tendrá que pensar seriamente en no cumplir el requerimiento del juzgador, porque si acata el fallo ante la Suprema Corte ello no la exime de responsabilidad por falta de cumplimiento oportuno.

El artículo 194 del proyecto de referencia viene a recoger la basta jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que al cumplimiento de los fallos constitucionales están obligados todas las autoridades, que por razón de sus funciones tengan que intervenir en la ejecución de los mismos con independencia de si figuran o no con el carácter de responsables, en el juicio de amparo. Por lo que todas las tesis existentes sobre el particular quedan en desuso y debe suprimirse su publicación en apéndices futuros.

Tratándose de los procedimientos ilegales que emplea la autoridad responsable para no cumplir con la ejecutoria de amparo, el artículo 195 del proyecto, en su primera parte, no varía prácticamente del texto actual del artículo 107 de la Ley de Amparo, sin embargo, en su segundo párrafo, a mi juicio es confuso y debe buscarse una redacción mas clara que explique en qué casos existe intención de la autoridad responsable de evadir los efectos restitutorios de la ejecutoria.

Finalmente, en el proyecto de Ley de Amparo que ahora se comenta, se establece que tratándose de incumplimiento del fallo constitucional el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es quien debe resolver la separación del cargo de la autoridad renuente, declarar a ésta responsable por el delito contra la administración de justicia e individualizar la pena que le corresponda por la comisión de dicho ilícito penal, circunstancia ésta que merece ser comentada ya que suscita opiniones encontradas, pues para muchos las atribuciones que se otorgan al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación significan desatender por completo el contenido de los artículos 21 y 102 constitucionales que establecen la norma general de que corresponde al Ministerio Público la facultad exclusiva en materia de persecución de delitos. 

En lo personal estimo que acertadamente en la redacción que se propone de la nueva Ley de Amparo, se le concede al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las facultades a que hicimos referencia, en virtud de que nuestro máximo tribunal al conocer de la inejecución de sentencias realiza un estudio exhaustivo con el objeto de llegar a comprobar la conducta desplegada por la autoridad responsable, analizando las razones que se aduzcan respecto al incumplimiento y, al hacerlo, toma en cuenta todo el material probatorio habido en el procedimiento respectivo y si una vez realizado ello, llega a la determinación de que la autoridad debe ser sancionada, no existe duda de que resulta innecesaria la intervención de otras autoridades, tales como el Ministerio Público o el Juez de Distrito, pues la propia Suprema Corte al haber emprendido el estudio y análisis de mérito, válidamente puede además de separar de su cargo a la autoridad que ha incumplido en acatar la ejecutoria constitucional, declararla responsable por el delito contra la administración de justicia e individualizar la pena que le corresponda. 

Lo anterior es así, por que si fuera el propio Ministerio Público quien decidiera si la conducta de la responsable está o no tipificada como delito y si existen o no suficientes elementos para consignarla, se correría el riesgo de que dicha autoridad, haciendo uso de la facultad discrecional de que está investida, estime que la conducta desplegada por la autoridad renuente no constituye incumplimiento del fallo constitucional y que por ende, no debe ejercitarse acción penal en su contra, o bien que dicha representación social por indicaciones del Procurador General de la República se desista de la acción penal respectiva o formule conclusiones inacusatorias. 

Es cierto, que admitir que no sea el agente del Ministerio Público el que lleve a efecto la consignación de la autoridad remisa, implica no acatar los artículos 21 y 102 constitucionales que consagran la facultad exclusiva del representante social de ejercitar la acción penal, pero por esa razón, es que también se propone la reforma al artículo 107, fracción XVI, de nuestra ley fundamental, para permitir que sea el Pleno de la Suprema Corte de Justicia quien sin intermediación de ninguna otra autoridad sancione a la responsable que no acató la ejecutoria de amparo. Con dicha reforma no debe entenderse que existirá un conflicto entre los preceptos constitucionales citados, pues el artículo 107, de reformarse en los términos precisados, constituirá una norma de excepción a la consagrada en los artículos 21 y 102 ya aludidos.

Esto es, en nuestra Carta Magna existen principios generales y normas de excepción, como por ejemplo la garantía de audiencia que señala el artículo 14 constitucional, la que constituye una regla general y la excepción a este principio está contenida en una norma de carácter especial, como lo es el artículo 33 que establece que tratándose de extranjeros puede expulsárseles del país sin previo juicio. 

Esta misma regla, regiría entre los artículos 21, 102 y 107, fracción XVI de la propia Constitución, porque los primeros establecen la norma general de que es el agente del Ministerio Público quien debe de llevar a efecto las consignaciones respectivas y, la excepción la contendría el propio artículo 107 en la fracción ya citada, donde se propone que sea el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien al separar a la autoridad incumplidora del fallo constitucional, declare que ésta resulta responsable por el delito contra la administración de justicia, sin que al efecto medie intervención alguna del Ministerio Público.

Por otro lado, es adecuado también que en el procedimiento que se propone, se supere la interpretación que se había dado en el sentido de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debía consignar ante el Juez de Distrito a la autoridad reticente, pues resulta más afortunado por el conocimiento que tiene del asunto, que sea ella misma quien determine si dicha autoridad es o no responsable por el delito contra la administración de justicia, situación que también concurre para el caso de la individualización de la pena y con ello además se evita que una autoridad inferior pudiera cuestionar la decisión de nuestro máximo tribunal en el sentido de que hubo incumplimiento inexcusable de la autoridad en el acatamiento del fallo de amparo. 

MAGISTRADO WILFRIDO CASTAÑON LEON.

MGDO. LUCIO ANTONIO CASTILLO GONZALEZ.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS

PENAL Y CIVIL DEL 4º. CIRCUITO.
CONCEPTO DE AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO

El artículo 4°, del proyecto relativo a la nueva Ley de Amparo, al referirse a las partes en el juicio de amparo, concretamente en su fracción II hace referencia a la autoridad responsable, disponiendo que tiene tal carácter “la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria”.

Este nuevo concepto de autoridad responsable, sustituye a la connotación tradicional que el artículo 11 de la Ley de Amparo en vigor, define como aquella que “dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado”; el texto vigente de este dispositivo, proviene de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 5 de Enero de 1988.

En su texto original, la Ley de Amparo cuando inició su vigencia en el año de 1936, dispuso como autoridad responsable en su artículo 11, “la que dicta u ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado”.

En esas condiciones, la actual Ley de Amparo, desde el inicio de su vigencia, siempre ha determinado el concepto de autoridad responsable, vinculándolo con la connotación a su vez, del acto reclamado.

Y el proyecto de ley en comento, no obstante proporcionarnos un concepto de autoridad responsable diverso al que tradicionalmente se contiene en el artículo 11 de la ley actual, sigue conservando su connotación en función de la naturaleza y efectos del acto reclamado; lo primero porque alude a una conducta autoritaria tanto positiva como omisiva del acto que se reclama; y lo segundo, por las consecuencias del acto mismo, como son la creación, modificación o extinción de la esfera jurídica del gobernado, de manera unilateral y obligatoria, esto último también, como notas características propias del acto de autoridad.

En ese orden de cosas, el nuevo concepto de autoridad responsable que contiene el proyecto de ley de que se trata, seguramente estuvo inspirado en la tesis (P.XXVII/97) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo V, Febrero de 1997, página 18, bajo el rubro de “AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PUBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN,O EXTINGUEN SITUACIONES JURIDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO”; criterio éste que interrumpió la tesis jurisprudencial número 300 de rubro “AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO”, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, página 519.

En su parte conducente, la precitada tesis de febrero de 1997, dispuso textualmente lo siguiente: “En efecto, las atribuciones del Estado Mexicano se han incrementado con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho pasamos a un Estado social de derecho con una creciente intervención de los entes públicos en diversas actividades, lo que ha motivado cambios constitucionales que dan paso a la llamada rectoría del Estado en materia económica, que a su vez modificó la estructura estadual, y gestó la llamada administración paraestatal formada por los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, que indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión de los gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la disposición directa que llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una norma legal pueden emitir actos unilaterales a través de los cuales crean, modifican o extinguen por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de los gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni del consenso  de la voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que les están atribuídas en la ley  y por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable y que por tanto se traducen verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza pública la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno considera que el criterio supracitado no puede ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que debe atenderse a las particularidades de la especie o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de establecer si a quien se atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, debe atender a la norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que afecten unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades. 

En esas circunstancias, si la intención de la fracción II del artículo 4° del proyecto de la nueva ley de amparo, fue la de adecuarse a la dinámica social, para el efecto de brindar una mejor protección al gobernado en aquellos casos, en que el acto reclamado, provenga no sólo de un órgano de la administración pública centralizada sino también de aquellos organismos regulados en la administración pública paraestatal bajo diferentes esquemas jurídicos como son los organismos públicos descentralizados, fideicomisos públicos o incluso empresas paraestatales, cuando con ellos resulte afectada la esfera jurídica del quejoso a través de actos unilaterales y coercitivos, mediante el uso de la fuerza pública por sí o a través de otras autoridades, creando, modificando o extinguiendo situaciones jurídicas, conductas autoritarias éstas que escapaban al concepto tradicional de autoridad responsable hasta antes de 1997, debe estimarse también que resulta conveniente entonces, en aras de una mayor claridad, proceder a depurar con una mejor técnica jurídica, consagrando en forma separada el concepto de autoridad responsable por una parte, y el de acto reclamado por otra; en forma tal que esa instrumentación jurídica, permita expresamente al impetrante, tener perfecto conocimiento de que el juicio de amparo, puede ser promovido como defensa extraordinaria en contra de actos de organismos de la administración pública tanto centralizada como del sector paraestatal, a condición de que entre otros requisitos, se trate de actos unilaterales y coercitivos que afecten o trasciendan a la esfera jurídica del gobernado, específicamente en la violación de sus derechos fundamentales.

Para dicho efecto se propone el establecimiento de un dispositivo legal mediante el cual se precise con exactitud lo que debe entenderse por acto reclamado, haciendo referencia a aquel tipo de conducta autoritaria positiva, negativa u omisiva, imputable por el quejoso a un órgano de la administración pública con la cual estimase el quejoso que se afecta en forma directa su esfera jurídica, creando, modificando o extinguiendo una situación jurídica concreta, que trascienda a su vez en una violación de garantías constitucionales o de los derechos humanos que se tutelan en el artículo 1º. del mencionado proyecto de ley.

En tanto que en lo relativo al concepto de autoridad responsable, sería más conveniente que el mismo estuviese consagrado en un precepto legal exclusivo para su connotación expresa, y no como sucede en el referido proyecto, en que su definición, aparece efectuada accesoriamente, al tratar lo relacionado a las partes en el juicio de amparo.

Proponiéndose que el concepto de autoridad responsable que en esa forma se disponga deberá hacerse teniendo como notas características, aquel órgano estatal, ya del sector público centralizado o del ámbito paraestatal, que de facto o de jure, se le atribuya el acto que reclame el quejoso. 
MGDO. LUCIO ANTONIO CASTILLO GONZALEZ.

ALGUNAS OMISIONES EN EL PROYECTO

DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

EMPLAZAMIENTO.

El emplazamiento a cualquier juicio y, en general, la primera notificación, debe revestir ciertas formalidades que permitan a la parte a quien se hace, el conocimiento cierto, completo y oportuno del asunto en que se le llama, a fin de que tenga la oportunidad de comparecer a defender sus derechos. Esta exigencia debe observarse con mayor razón en los juicios de garantías, en los cuales en un gran número se reclama, precisamente, el ilegal emplazamiento al juicio natural y se concede la protección constitucional por virtud de las irregularidades en ese tipo de actos.

Ahora bien, en su artículo 26, fracción I, inciso b), el Proyecto dice:

“b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, en el que indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número del expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista.”

El texto anterior amerita las siguientes precisiones:

1a. El cercioramiento por parte del actuario debe hacerse en relación con dos aspectos:

a) Que el lugar donde se constituye es el domicilio correcto, esto es, que coincide con los datos que obren en el expediente, por ejemplo, calle, número exterior, número interior, colonia, delegación, etcétera).

b) Que en ese mismo lugar habita, trabaja o tiene su domicilio la persona buscada.

Aun cuando de los términos en que se encuentra redactado este precepto, puede interpretarse en el sentido de que comprende los dos aspectos señalados, desde luego que habrá mayor seguridad jurídica el que específicamente se imponga por ley la obligación del actuario de cumplir con ambos.

Sobre este particular, me parece que la Ley Federal del Trabajo, ha sido más precisa. 

En efecto, la Ley de 1931 establecía, en su numeral 444 que “... tratándose de la primera notificación, el notificador pasará al lugar que se haya señalado por el actor. Se cerciorará si el sitio designado es la habitación, el despacho, el establecimiento mercantil o industrial o el taller de la persona a quien haya de hacerse la notificación. Cerciorado el notificador de que el lugar señalado es cualquiera de los indicados, notificará a la persona interesada si está presente; si no se encuentra...” 

La Ley promulgada en el año 1970 ordenaba, en su dispositivo 689, fracción I, en lo conducente: 

“Art. 689. La primera notificación se hará de conformidad con las normas siguientes:- I. El Actuario se cerciorará de que la persona que deba ser notificada habita, trabajo, o tiene su domicilio en la casa o local designado para hacer la notificación;...”

Salvo por una diferencia de puntuación intrascendente, este texto corresponde al artículo 743, fracción I, de la Ley vigente.

Otro aspecto importante que es oportuno poner de manifiesto es el concerniente al tiempo mínimo que debe mediar entre el momento en que el actuario deje el citatorio a la persona que va a notificar y el de la cita. Dice el proyectado artículo 26, fracción I, inciso b), que “... le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes...”; en esos términos, es factible que fije la hora de la cita a los treinta minutos o una hora o cinco horas o incluso veinticuatro horas,  después de dejar el citatorio. Esto puede generar que, si la cita se fija para un momento muy próximo al en que se deja el citatorio, la persona buscada no tenga oportuno conocimiento del mismo, para estar en aptitud de esperar al fedatario y así poder enterarse de manera directa e inmediata de la determinación que se mandó notificarle, por lo cual es necesario que se establezca un lapso mínimo para ello, como ocurre, por ejemplo, en el artículo 1393 del Código de Comercio, reformado, en el cual dispone que “... se le dejará citatorio fijándole hora hábil, dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas posteriores...”

Claro que este dispositivo corresponde a los juicios ejecutivos mercantiles, en que se ha despachado mandamiento para que el deudor sea requerido de pago y, en caso de no hacerlo, se le embarguen bienes suficientes para cubrir la deuda, los gastos y las costas; de allí que se fijen como mínimo seis horas y como máximo setenta y dos horas, que serían excesivas en los juicios de amparo; por ello, pueden ser, el mínimo de tres horas y el máximo de veinticuatro horas.

En conclusión, al menos para la realización de la primera notificación en el juicio de garantías y más particularmente en lo que corresponde al emplazamiento del tercero perjudicado (tercero interesado, se le designa en el Proyecto), es conveniente especificar los requisitos que debe cumplir el Actuario en cuanto a cercioramiento se refiere, así como establecer un tiempo mínimo entre la hora en que deje el citatorio, en caso de no encontrar a la persona buscada, y la de la cita para hacerle la notificación.

En consecuencia, propongo que el texto de la norma proyectada sea el siguiente: 

“Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

“I. ...

“a) ...

“b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto; y si se trata de la primera notificación, deberá cerciorarse además de que en el mismo habita, trabaja o tiene su domicilio la persona buscada; a quien le dejará citatorio para hora fija hábil dentro de un lapso comprendido entre las tres y las veinticuatro horas siguientes, en el que le indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y ...”

ACUMULACION.

Desde luego, conocemos la figura de la acumulación, prevista y regulada en los artículos 57 al 64 de la vigente Ley de Amparo, en cuanto a los juicios de amparo indirecto y proscrita en el directo, de conformidad con el numeral 65 del mismo ordenamiento.

Las hipótesis legales para que proceda la acumulación, de acuerdo con el dispositivo 57, son:

“I. Cuando se trate de juicios promovidos por el mismo quejoso, por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean distintas, siendo diversas las autoridades responsables:

“II. Cuando se trate de juicios promovidos contra las mismas autoridades, por el mismo acto reclamado, siendo diversos los quejosos, ya sea que éstos hayan intervenido en el negocio o controversia que motivó el amparo o que sean extraños a los mismos.”

En el Proyecto no se prevén normas sobre la acumulación, salvo lo que dice el artículo 47, del texto siguiente: 

“Cuando el juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación ante el cual se haya promovido un juicio de amparo, tenga conocimiento de que otro está conociendo de un juicio diverso promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean distintos, lo comunicará de inmediato mediante oficio a dicho órgano, anexando la certificación del día y hora de presentación de la demanda, así como, en su caso, del auto dictado como primera actuación en el juicio.

“Recibidos el oficio, el órgano resolverá dentro de las veinticuatro horas siguientes si se trata del mismo asunto y si le corresponde su conocimiento, comunicando lo anterior al oficiante. Si reconoce la competencia de éste, le remitirá los autos relativos.

“En caso de conflicto competencial, se estará a lo dispuesto en esta sección.

“Cuando se resolviere que se trata de un mismo asunto, se continuará el juicio promovido ante el juez que hubiere resultado competente, debiéndose sobreseer en el otro juicio.”

De esta transcripción, se observa que más que acumulación, se trata de una cuestión de competencia y, todavía con mayor exactitud, de un trámite expedito de sobreseimiento por la causal de improcedencia contenida en el artículo 59, fracción VI, del Proyecto, que en lo conducente establece:

“Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente:

“...”

“VI. Contra normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente de resolver promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas, salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos;

“...”

La vigente Ley, al instituir la figura de la acumulación, tiene como principal objetivo el de evitar el dictado de sentencias contradictorias; en los casos en que los distintos amparos fueran promovidos por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, queda clara la improcedencia de un segundo juicio de garantías y que desde luego se decrete el sobreseimiento por el juez competente.

Sin embargo, al no preverse la acumulación, en el Proyecto, pueden llegar a dictarse sentencias contradictorias, no sólo hipotéticamente, sino que así ocurriría en la práctica.

Podría alegarse que el trámite de la acumulación impide que los juicios se tramiten con prontitud; sin embargo, es de mayor importancia el evitar la existencia de sentencias contradictorias.

Es por ello que nos pronunciamos porque se mantenga la figura de la acumulación en los juicios de amparo indirecto, en los términos actualmente establecidos, con excepción de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 60, que se refiere a que el juez requerido por su homólogo que ya declaró procedente la acumulación (cuyo conocimiento y resolución le correspondió por aplicación del numeral 58, primer párrafo), hará conocer a las partes que ante él litiguen, la resolución del juez requirente, para que expongan lo que a su derecho convenga en una audiencia en la que el juzgador resuelva la procedencia o improcedencia de la acumulación. Esta regla no se justifica cuando las partes ya fueron escuchadas en el asunto en que el juez competente ya decidió sobre la acumulación y, por ende, ninguna finalidad práctica tiene el que puedan manifestarse de nueva cuenta sobre la misma cuestión. En todo caso, el juez requerido podrá resolver si está o no de acuerdo con lo decidido por el juez que previno, sin necesidad de nueva audiencia.

ACLARACION DE SENTENCIAS.

Es humano cometer errores; los juzgadores no están exentos de ello, pero lo ideal es que sean corregibles oportunamente y no causen perjuicios irreparables. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sensible a estas eventualidades, emitió la tesis jurisprudencial 94/97, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta (Novena Epoca), Tomo VI, Diciembre de 1997, página 6, que aborda el tema en los siguientes términos: 

“ACLARACIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. SÓLO PROCEDE OFICIOSAMENTE Y RESPECTO DE EJECUTORIAS.  La aclaración de sentencias es una institución procesal que, sin reunir las características de un recurso, tiene por objeto hacer comprensibles los conceptos ambiguos, rectificar los contradictorios y explicar los oscuros, así como subsanar omisiones y, en general, corregir errores o defectos, y si bien es cierto que la Ley de Amparo no la establece expresamente en el juicio de garantías, su empleo es de tal modo necesario que esta Suprema Corte deduce su existencia de lo establecido en la Constitución y en la jurisprudencia, y sus características de las peculiaridades del juicio de amparo. De aquélla, se toma en consideración que su artículo 17 eleva a la categoría de garantía individual el derecho de las personas a que se les administre justicia por los tribunales en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, siendo obvio que estos atributos no se logran con sentencias que, por inexistencia de la institución procesal aclaratoria, tuvieran que conservar palabras y concepciones oscuras, confusas o contradictorias. Por otra parte, ya esta Suprema Corte ha establecido (tesis jurisprudencial 490, compilación de 1995, Tomo VI, página 325) que la sentencia puede ser considerada como acto jurídico de decisión y como documento, que éste es la representación del acto decisorio, que el principio de inmutabilidad sólo es atribuible a éste y que, por tanto, en caso de discrepancia, el Juez debe corregir los errores del documento para que concuerde con la sentencia acto jurídico. De lo anterior se infiere que por la importancia y trascendencia de las ejecutorias de amparo, el Juez o tribunal que las dictó puede, válidamente, aclararlas de oficio y bajo su estricta responsabilidad, máxime si el error material puede impedir su ejecución, pues de nada sirve al gobernado alcanzar un fallo que proteja sus derechos si, finalmente, por un error de naturaleza material, no podrá ser cumplido. Sin embargo, la aclaración sólo procede tratándose de sentencias ejecutorias, pues las resoluciones no definitivas son impugnables por las partes mediante los recursos que establece la Ley de Amparo.”

Argumentos que no requieren de mayor comentario para evidenciar la necesidad de que, si la vigente Ley de Amparo no contempla la institución que se comenta, sí lo haga la nueva que surja del Proyecto materia de este Congreso.

SUPLENCIA DE LA QUEJA.

Algunas consideraciones sobre la suplencia de la queja deficiente, a que se refieren la fracción II y párrafo último del artículo 77, del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Capítulo X, Sentencias.

La disposición fundamental que establece la suplencia de la queja deficiente en materia penal, es el artículo 107, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice: “En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución.”

En cumplimiento a la Norma Constitucional, la Ley Reglamentaria en vigor consignó la suplencia de la queja deficiente en su artículo 163 y, por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta de diciembre de mil novecientos cincuenta, introdujo nuevamente lo relativo a dicha cuestión, en los siguientes términos: 

“Artículo 76. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.- Podrá suplirse la deficiencia de la queja, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.- Podrá también suplirse la deficiencia de la queja en materia penal y de la parte obrera en materia del trabajo, cuando se encuentre que ha habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo ha dejado sin defensa, y en materia penal, además, cuando se le haya juzgado por una ley que no es exactamente aplicable al caso.”

No obstante lo anterior, para ser más específica, por decreto del veintiséis de abril de mil novecientos ochenta y seis, a la mencionada Ley Reglamentaria en vigor, le fue adicionado el artículo 76 bis, con el texto siguiente:

“Artículo 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: 

“...

“II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo...”

Ahora bien, de lo anteriormente transcrito, se advierte que hasta ahora, en tratándose de la materia penal, la suplencia de la queja deficiente ha sido una preocupación constante para el Estado, de manera que procede tanto en el juicio de amparo indirecto, incluido el incidente de suspensión si se solicita, como en el directo y en los recursos a que se refiere el actual artículo 82 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios del reo, que es la máxima deficiencia que debe suplir el Tribunal Constitucional.

La suplencia de la queja deficiente es una figura que surgió como la suplencia del error o la ignorancia de la parte agraviada, en la Ley Orgánica de los artículos 101 y 102 de la Constitución de 1857, promulgada en el año de 1882, que disponía que la Suprema Corte de Justicia y los Juzgados de Distrito, en sus sentencias deberían otorgar el amparo por la garantía cuya violación apareciese comprobada en autos, aunque no se hubiese mencionado en la demanda, con lo cual trata de incorporar a la tutela procesal constitucional a aquellas personas que por falta de recursos económicos o preparación cultural no pudieran obtener un adecuado asesoramiento de especialistas en la materia, con lo que se establece el principio de igualdad entre las partes en el juicio de garantías.

En la Constitución de 1917, la suplencia de la queja deficiente fue reconocida en la fracción II del artículo 107, es uno de los dos principios básicos que contiene la mencionada fracción, y procede cuando se hubiere cometido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo dejara sin defensa, además, cuando hubiere sido juzgado por una ley que no era exactamente aplicable al caso y que sólo por torpeza no se hubiera combatido debidamente la violación.

En las reformas del 19 de marzo de 1951 al artículo 107 constitucional, se conservó la suplencia a favor del acusado en el amparo penal, pero se amplió la facultad de ejercer dicha corrección a todos los jueces de amparo.

La Ley de Amparo Reglamentaria de la citada disposición constitucional, de 1919, confirmó el principio de la suplencia de la queja deficiente en materia penal en el párrafo segundo del artículo 93.

En la Ley de Amparo reformada en 1936, volvió a establecerse la suplencia de la queja en materia penal, en su artículo 163 y, posteriormente, en la reforma de 1951, tal figura fue contemplada en el artículo 76, en donde permaneció hasta 1986 en que fue adicionado el artículo 76 bis, en los términos en que actualmente se conoce.

La suplencia total que actualmente prevé la Ley, derivó de la jurisprudencia sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo primer precedente data del año 1957 (Sexta Epoca) y aparece publicada bajo el número 346, en la página 191 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Tomo II, Parte S.C.J.N., que se transcribe:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA. AUSENCIA DE CONCEPTOS DE VIOLACION.  La suplencia de la queja, autorizada en materia penal por la fracción II del artículo 107 de la Constitución Federal y por el artículo 76 de la Ley de Amparo, procede no sólo cuando son deficientes los conceptos de violación, sino también cuando no se expresa ninguno, lo cual se considera como la deficiencia máxima.

De lo antes visto, se advierte la constante preocupación, primero de nuestro Máximo Tribunal, atendida por el legislador para que todo acusado de la comisión de un delito, que considere vulnerados sus derechos subjetivos públicos, pueda acceder al juicio de garantías y aun cuando no cuente con la los conocimientos adecuados para hacer valer las violaciones de que fue objeto por parte de los órganos del Estado, en suplencia de tales deficiencias o faltas, los jueces y tribunales que conozcan de la demanda de amparo analicen la constitucionalidad del acto que lo agravia.

Esta preocupación también abarcó otros miembros de sectores de la sociedad que, por sus características especiales, no tienen a su alcance una adecuada defensa de sus derechos cuando éstos se ven afectados por las autoridades.

Así, por ejemplo, en la materia laboral, la actual integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustenta la jurisprudencia 39/95, visible en la página 333 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta (Novena Epoca), Tomo II, Septiembre de 1995 del rubro: “SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL A FAVOR DEL TRABAJADOR. OPERA AUN ANTE LA AUSENCIA TOTAL DE CONCEPTOS DE VIOLACION O AGRAVIOS.”, en cuya parte medular compara los textos de las fracciones II (materia penal) y IV (materia laboral) del artículo 76 bis de la Ley vigente, para concluir “que la suplencia de la queja a favor del trabajador en la materia laboral opera aun ante la ausencia total de conceptos de violación o agravios, criterio que abandona las formalidades y tecnicismos contrarios a la administración de justicia para garantizar a los trabajadores el acceso real y efectivo a la Justicia Federal, considerando no sólo los valores cuya integridad y prevalencia pueden estar en juego en los juicios en que participan, que no son menos importantes que la vida y la libertad, pues conciernen a la subsistencia de los obreros y a los recursos que les hacen posible conservar la vida y vivir en libertad, sino también su posición debilitada y manifiestamente inferior a la que gozan los patrones.”

Estos últimos aspectos (valores concernientes a la subsistencia y a los recursos que hacen posible conservar la vida y vivir en libertad), también la requieren los ejidatarios y comuneros, así como los núcleos de población a los que pertenecen y que aún subsisten, no obstante la reforma al artículo 27 constitucional, en materia agraria.

Sin embargo, el Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de suplencia de la queja deficiente, dispone: 

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes: 

“I. En cualquier materia:

“a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucionalidad, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y

“b) A favor de los menores o incapaces;

“II. En materia penal, en favor del reo;

“III. En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

“IV. En materia laboral, a favor del trabajador; y

“V. En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1o. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

“En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

El análisis de lo anotado con antelación, plantea la interrogante de si en materia penal sólo procederá suplir la deficiencia en el caso de que se expresen conceptos de violación o agravios deficientes o principios de queja, o también, cuando no se hace valer ninguno o ante la falta de ellos, que es la máxima deficiencia, en términos de la jurisprudencia firme establecida por la otrora Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Lo cual indudablemente dará origen al surgimiento de criterios opuestos, pues mientras que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronuncia en cuanto al tema, habrá quienes haciendo una interpretación letrística de la ley, sostengan que la suplencia de la queja sólo procederá en el caso de que los conceptos de violación o agravios resulten deficientes, pero no si faltaren, lo que rompe con el principio de igualdad entre las partes en el procedimiento de amparo, que llevó al constituyente de 1917 a establecer la figura de la suplencia de la queja en materia penal, en la fracción II del artículo 107 de la Carta Magna, ante la imposibilidad de que quien no cuenta con una mediana cultura y los recursos económicos necesarios para buscar asesoramiento de un abogado, quede en total estado de indefensión; con la consiguiente afectación de su libertad personal, que es uno de los valores más preciados del hombre, con el dictado de una sentencia condenatoria.

De entre las tres materias de que hablo, no se advierte razón alguna para que la suplencia total opere sólo en el caso de los trabajadores y se excluya de ella la materia agraria a favor de los ejidatarios y comuneros, así como de los núcleos de población a que pertenecen, pero sobre todo, en materia penal a favor del reo, cuyos valores que deben ser protegidos, aun considerando que no están por encima de los del trabajador, al menos no se encuentran en inferior escala.

Tales reflexiones, conllevan al suscrito a proponer se incluya, de manera específica, en el último párrafo del artículo 77 del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Capítulo X, Sentencias, la fracción II, en materia penal, en favor del reo, como otro de los supuestos en que deberá suplirse la queja deficiente aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, en cumplimiento del principio de igualdad de las partes en el juicio de amparo.

Por consiguiente, propongo que el último párrafo del artículo 77 del Proyecto, quede en los siguientes términos:

“En los casos de las fracciones I, inciso b), II, III, IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

O, de otro modo:

“La suplencia se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, excepto en los casos de la fracción I, inciso a).”

LIC. RICARDO CASTILLO MUÑOZ

JUEZ SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA DE TRABAJO
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